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PRESENTACIÓN

Gloria P. Rojas Rivero*

Vicepresidenta de Investigación de la AEDTSS

Doc. Labor., núm. 134-Año 2025-Vol. I. ISSN: 0211-8556. Presentación, págs. 3 a 10

Este número de la revista Documentación Laboral ofrece una recopilación de
trabajos que evidencian la labor constante de la AEDTSS durante el año. Una pri-
mera parte incluye cuatro ponencias presentadas en el Coloquio de Otoño cele-
brado el 8 de noviembre de 2024 en la Universidad de Cantabria, bajo la dirección
del profesor David Lantarón Barquín con el título «Incapacidad Temporal: una ar-
quitectura en permanente evolución», un tema de gran interés y complejidad tanto
para el ámbito laboral como para el sanitario. Codirigieron el evento, junto a la
AEDTSS, la Cátedra Prevención Cantabria UCE-ICASST, la Mutua Montañesa y
el Ilustre Colegio de Abogacía de Cantabria.

La segunda parte contiene la ponencia presentada al Congreso Mundial de la
Asociación Internacional de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, cele-
brado en Roma entre los días 17 a 20 de septiembre de 2024 bajo el título «Work
in a changing world. The quest for labor rights and social justice», por la profesora
Carmen Sáez Lara, Catedrática de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social
de la Universidad de Córdoba.

Siguiendo el orden de intervención contenido en el Programa del Coloquio de
Otoño, en la primera Mesa sobre «Aristas jurídicas y sanitarias de la Incapacidad
temporal», intervino la Excma. Sra. Dña. Concepción Rosario Ureste García, Ma-
gistrada de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, cuyo trabajo, aquí publicado,

* Catedrática de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, Universidad de La Laguna.
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lleva por título «Una revisión judicial a los puntos críticos del régimen jurídico de la
Incapacidad Temporal (Régimen General, RETA, sistemas Especiales)». 

En él se ponen de manifiesto las tensiones que la Incapacidad Temporal (IT) re-
vela entre su función protectora y las implicaciones económicas y de absentismo
laboral. La jurisprudencia reciente de la Sala IV del Tribunal Supremo (TS) ha abor-
dado diversas controversias sobre esta figura, y la autora destaca de entre ellas
aspectos críticos como la competencia jurisdiccional, la extinción del subsidio, los
requisitos de notificación y la determinación de contingencias.

En materia competencial subraya que ciertas resoluciones, como las altas mé-
dicas, no son recurribles en casación salvo afectación general. Sobre el pago del
subsidio, que debe pagarse hasta la notificación efectiva del alta médica al traba-
jador, conforme a la Ley 40/2007 de medidas en materia de Seguridad Social.
Sobre las notificaciones, se hace hincapié en la necesidad de cumplir con los pro-
cedimientos administrativos adecuados, considerándose válida en alguna ocasión
la incomparecencia de una trabajadora a un reconocimiento médico por fallos en
la notificación, recordando la obligación de la Mutua de emplear medios alternati-
vos, como la publicación en el BOE, según la Ley 39/2015. En relación con la fecha
de efectos económicos ante cambios de contingencia, se explica que su cómputo
comienza tres meses antes de la presentación de la solicitud de determinación de
contingencia, salvo que el trabajador haya incumplido su deber de colaborar do-
cumentalmente. Y en la determinación de contingencias, el TS ha calificado como
enfermedad profesional patologías como el síndrome del túnel carpiano en cama-
reras de pisos y auxiliares domiciliarias, atendiendo a la naturaleza repetitiva de
sus labores.

Se destacan también en este trabajo, otros pronunciamientos del TS referidos
al reintegro de gastos médicos, en los que se aplican los límites legales en caso
de modificaciones de la contingencia. Asimismo, el reconocimiento del derecho al
reintegro de gastos en casos de urgencia vital que obligaron al trabajador a acudir
a la sanidad privada, o la responsabilidad en el pago de prestaciones a cargo de
la empresa cuando no ha habido alta del trabajador, o cómo, a partir de los 365
días, al cesar la colaboración obligatoria de la empresa, se hacen cargo de la pres-
tación la entidad gestora, la mutua colaboradora o la empresa que voluntariamente
colabore.

Finalmente, se hace referencia a un pronunciamiento reciente en el que se ha
abordado la base reguladora en casos de recaída y se ha precisado que, en el sis-
tema agrario (SETCA), las cotizaciones en periodos de inactividad computan para

DLPresentación4
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causar derecho a la IT, pero sin superar el promedio mensual de las cotizaciones
por el trabajo efectivo, evitando que el subsidio por IT supere el salario efectiva-
mente percibido por el trabajador antes de la baja médica.

Un trabajo, el de la Sra. Ureste, en el que se abordan las principales y más ac-
tuales problemáticas de la IT, tal y como viene resolviéndolas el TS reflejando la
evolución normativa y jurisprudencial de tal protección.

El siguiente trabajo es el de D. Ignacio Martínez Sabater, Abogado del Ilustre
Colegio de Abogacía de Cantabria, quien con el título «Guía práctica de los proce-
dimientos en las reclamaciones relacionadas con la Incapacidad Temporal» co-
mienza por señalar que el procedimiento de reclamación del subsidio de IT no es
un proceso especial de Seguridad Social, aunque requiere una reclamación admi-
nistrativa previa antes de acceder a la vía judicial. El incumplimiento o retraso en
el pago del subsidio puede llevar a la rescisión del contrato de trabajo a instancias
del trabajador y constituir una infracción administrativa con multas de 751 a 7 500
euros, y, en casos más graves, considerarse una infracción muy grave si se pro-
ducen deducciones o compensaciones fraudulentas. El plazo para reclamar el sub-
sidio de IT es de un año desde el vencimiento de cada mensualidad impagada.
Aunque el art. 54 LGSS dice que el derecho «caducará», la jurisprudencia lo con-
sidera un plazo de prescripción, que puede interrumpirse por medios legales. Para
demandar, es necesario presentar una reclamación ante la Entidad gestora, que
dispone de 45 días para responder. Si no hay respuesta, se entiende desestimada.
La demanda debe presentarse en un plazo de 30 días desde la notificación o desde
el silencio administrativo. 

Continúa el autor con el procedimiento para revisar el alta médica emitida por
los servicios públicos de salud en el contexto de la IT; el procedimiento de discon-
formidad con el alta médica de las entidades gestoras (INSS o ISM); el procedi-
miento especial de revisión del alta médica emitida por las mutuas; para terminar
con el procedimiento de determinación de la contingencia causante de los procesos
de IT.

Con este trabajo D. Ignacio Martínez pone de manifiesto la complejidad y espe-
cificidad de la normativa reguladora de los distintos procedimientos relacionados
con la IT para garantizar los derechos tanto de los trabajadores como de las enti-
dades gestoras, colaboradoras y de las empresas. Desde la reclamación del sub-
sidio de IT hasta la revisión del alta médica emitida por servicios públicos de salud,
mutuas o la determinación de la contingencia causante de la IT, cada proceso es-
tablece plazos, requisitos y vías legales específicas para asegurar una protección
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efectiva y un adecuado equilibrio entre las partes involucradas. La obligatoriedad
de la reclamación previa, la urgencia y preferencia procesal, así como las limita-
ciones de recursos judiciales, buscan una rápida resolución de conflictos, minimi-
zando el impacto económico y social para los afectados. 

A continuación, se publica en este número, la primera ponencia de la segunda
mesa titulada «Incapacidad Temporal: vigilancia de la salud y absentismo» a cargo
del profesor D. Juan José Fernández Domínguez, Catedrático de DTSS de la Uni-
versidad de Valladolid, sobre «Incapacidad y vigilancia de la salud: programas de
incorporación al trabajo». El autor reflexiona en este trabajo sobre la oportunidad
que brinda el tiempo para revisar y plasmar por escrito aspectos que no fueron tra-
tados en su intervención en el Coloquio de Otoño. El enfoque principal de su inter-
vención fue la vigilancia de la salud en el recorrido de la IT, abarcando desde las
fases iniciales y prórrogas hasta su finalización, considerando posibles continui-
dades laborales o transiciones hacia la incapacidad permanente; así como los fun-
damentos de la evaluación de la IT, tanto desde la perspectiva del individuo
(diagnóstico, capacidades y aptitud profesional) como de la profesión (exigencias
ocupacionales y profesiogramas). El autor advierte de la relevancia de abordar la
problemática de la IT de larga duración, destacando la necesidad de un marco ju-
rídico con soluciones adecuadas. Esta publicación surge, en parte, nos dice, como
respuesta a las inquietudes expresadas por el público tras su intervención.

El profesor Fernández Domínguez aborda, primero, cómo la normativa y los
convenios colectivos regulan el regreso al empleo de trabajadores con capacidad
laboral reducida, destacando que la negociación colectiva es clave para establecer
protocolos y medidas que faciliten la reincorporación laboral tras una incapacidad,
especialmente mediante la reubicación y adaptación de puestos de trabajo. La ma-
yoría de los convenios contemplan soluciones básicas y de compromiso limitado
para el retorno o mantenimiento del trabajo, como la reserva de puestos o la eva-
luación para adaptar el entorno laboral, destacando una escasa participación de
los representantes de los trabajadores en estos procesos.

A continuación, analiza cómo la negociación colectiva aborda el regreso al tra-
bajo de pacientes oncológicos, centrándose especialmente en la adaptación de la
jornada laboral tras tratamientos de quimioterapia o radioterapia. En estos casos,
los convenios colectivos suelen enfocarse en ajustes de horario para facilitar la re-
cuperación y prevenir la exclusión laboral. Se destacan, en este punto, algunas
medidas inspiradas en lo que ya considera como un protocolo del sector público
(Resoluciones de 2015 y 2019): el derecho a la adaptación del horario laboral, al-
gunos modelos autonómicos más favorables, como el de Aragón y Cataluña, el
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proceso de solicitud y resolución ágil, y la ampliación a otras patologías graves.
Un modelo, surgido del ámbito público, que se ha trasladado progresivamente a
convenios colectivos, consolidándose como una referencia para el retorno laboral
de pacientes oncológicos y otros trabajadores con enfermedades de especial gra-
vedad.

Seguidamente se aborda el desarrollo de programas de retorno al trabajo para
empleados con problemas de salud, destacando cómo las administraciones públi-
cas han sido pioneras en crear modelos integrales, en contraste con las medidas
aisladas más comunes en el ámbito privado. A partir del análisis de diversos con-
venios, se esboza un plan tipo centrado en la protección de trabajadores cuya salud
ha sido afectada, priorizando siempre la adaptación del puesto actual antes de
considerar traslados o reubicaciones y regulando la movilidad, en su caso, a través
de un proceso transparente y revisable.

El trabajo concluye con la necesidad de fortalecer los programas de retorno al
trabajo, especialmente para trabajadores con bajas prolongadas, quienes, pese al
alta médica, pueden no estar plenamente aptos para sus tareas habituales; su-
braya también la importancia de atender no solo las secuelas físicas, sino también
los factores psicosociales que dificultan su reintegración; así como el valor preven-
tivo y rehabilitador del trabajo, especialmente en casos de cáncer, trastornos psi-
quiátricos y musculoesqueléticos, promoviendo medidas como la adaptación de
horarios y jornadas. Se aboga, finalmente, por una reforma legal que haga viable
una «incapacidad temporal parcial», facilitando la reincorporación progresiva bajo
supervisión médica, como ya ocurre en otros países.

La segunda ponencia de la segunda mesa, a cargo de la profesora D.ª María
Teresa Igartua Miró, Catedrática de DTSS de la Universidad de Sevilla, lleva en
esta publicación como título «El absentismo laboral: prevención y control», en el
que la autora comienza con la noción de absentismo laboral como concepto com-
plejo y polifacético, sin regulación integral, reconocido en normas laborales, pero
sin definir, asociado comúnmente a connotaciones negativas por su impacto en la
productividad y la Seguridad Social, y vinculado especialmente a las ausencias por
IT, cuyo control se considera legítimo según el Tribunal de Justicia de la Unión Eu-
ropea (TJUE).

Distingue varias tipologías, según su causa (justificado o injustificado), duración
(corto o largo plazo) y voluntariedad (decisión consciente o por causas involunta-
rias, como enfermedades). Advierte que su análisis puede ser individual o colectivo,
dado su impacto en el conjunto de la plantilla, y termina esta aproximación ha-
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ciendo referencia al absentismo innecesario, relacionado con ausencias evitables,
y al presentismo como fenómeno creciente, caracterizado por la presencia física
en el trabajo, pero con bajo rendimiento, ya sea por motivos de salud o por dis-
tracciones como el uso personal de internet (absentismo virtual). 

Se analiza el absentismo laboral como fenómeno complejo, convertido a veces
en forma de autoprotección, que disminuye en épocas de crisis debido al temor al
despido, y que es más frecuente en empleos estables, como en el sector público.
También como generador de efectos negativos, tanto económicos y organizativos
para las empresas, como para los trabajadores que pierden ingresos, oportunida-
des de formación, experiencia y promoción, además de riesgos de aislamiento y
despido, especialmente en contratos temporales. Para mitigar estos efectos, la au-
tora propone la reincorporación gradual tras la baja médica, priorizando criterios
médicos sin presiones externas.

Se pone de manifiesto en el trabajo la estrecha relación entre absentismo, pre-
vención de riesgos y bienestar laboral destacándose la importancia de mejorar la
calidad de vida en el trabajo como, por otra parte, vienen subrayando organismos
como la OIT, la OMS y la UE.

Se aborda también el control del absentismo laboral como facultad del empre-
sario regulada por el artículo 20 LET, con los límites establecidos por la LOPD para
proteger la intimidad del trabajador. Entre las medidas más comunes, la videovigi-
lancia, la geolocalización, el uso de detectives privados y la revisión de redes so-
ciales exigen para su utilización criterios de proporcionalidad y respeto a la
privacidad. En cuanto a la posibilidad empresarial de verificar el estado de salud
del trabajador, además de las tensiones con el derecho a la intimidad, se producen
controversias, especialmente en cuanto al uso de servicios médicos externos o de
prevención ajenos a la empresa. También se advierte de lo controvertido del des-
pido por enfermedad, especialmente tras la Ley 15/2022 de igualdad.

Más allá de los controles tradicionales, la autora explica diversas estrategias
para prevenir y gestionar el absentismo, y mejorar incluso el clima laboral, que pue-
den adoptar las empresas centrándose en el análisis de causas, la formación y los
incentivos. 

Para finalizar, la última publicación de este número, la ponencia presentada por
la profesora D.ª Carmen Sáez Lara al Congreso Mundial de Roma, lleva por título
«Nuevas tendencias del derecho colectivo del trabajo desde una perspectiva euro-
pea». En ella se analiza cómo las transiciones digital y ecológica exigen impulsar el
diálogo social y la negociación colectiva, adaptándose a los cambios tecnológicos,
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especialmente en sectores afectados por la inteligencia artificial (IA). Cómo, además,
se requieren marcos legales que protejan los derechos laborales en la economía di-
gital y promuevan la participación sindical, incluso a nivel transnacional; siendo re-
ferentes globales, para gestionar estas transiciones, normas europeas como el
Reglamento de IA y las Directivas sobre plataformas digitales y diligencia debida.

La autora analiza cómo estas transformaciones impactan en las relaciones la-
borales y la necesidad de que sindicatos, empresas y legisladores adapten sus es-
trategias para garantizar la tutela de los derechos laborales. El análisis se centra
en tres normas europeas clave de 2024: el Reglamento de Inteligencia Artificial
(RIA), que regula los riesgos de la IA en el ámbito laboral, exigiendo transparencia,
supervisión humana y protección de derechos; la Directiva sobre trabajo en plata-
formas, que establece garantías frente a la gestión algorítmica y promueve la trans-
parencia y la equidad laboral; y la Directiva sobre diligencia debida, que obliga a
las grandes empresas a gestionar los riesgos sociales y medioambientales en sus
cadenas de suministro, imponiendo responsabilidades en caso de incumplimiento.
Esta normativa tiene un protagonismo esencial en la evolución del derecho colec-
tivo del trabajo y debe integrarse con la negociación colectiva y los acuerdos marco
internacionales para enfrentar desafíos como el dumping social y la explotación en
cadenas globales de producción. 

Por su parte, y en relación con la tutela colectiva del trabajo frente a la transición
digital, pone de manifiesto los problemas que para los sindicatos suponen la digi-
talización y el uso de la IA; por un lado, el aumento del poder empresarial a través
de la gestión algorítmica y, por otro, la debilitación de la representación sindical
debido a la dispersión e individualización de la fuerza laboral, especialmente en la
economía de plataformas.

La profesora Sáez Lara analiza, por separado, cada una de estas normas, con-
cluyendo que el RIA carece de mecanismos que fortalezcan la participación sindi-
cal, lo que ha sido criticado por la Confederación Europea de Sindicatos (CES);
que la Directiva (UE) 2024/2831 amplía la tutela colectiva a los trabajadores de
plataformas, reconociendo derechos de participación sindical tanto para asalaria-
dos como autónomos. Reconoce que, sin duda, estas regulaciones representan
avances, pero que es necesario reforzar los derechos colectivos en la gestión de
la IA más allá del ámbito de las plataformas, extendiendo estas garantías al con-
junto del mercado laboral. 

Por otro lado, hace referencia a cómo la globalización económica y el cambio
climático, exigen una acción sindical transnacional, dada la fragmentación de los
procesos productivos y el debilitamiento de la protección laboral. En este terreno,
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la Directiva (UE) 2024/1760 sobre diligencia debida en materia de sostenibilidad,
convierte en obligaciones legales las prácticas antes voluntarias de responsabilidad
social empresarial, reconociendo a sindicatos y representantes de trabajadores
como partes interesadas y otorgándoles competencias en la elaboración de políti-
cas de diligencia, en procedimientos de reclamación y en demandas de responsa-
bilidad civil.

El trabajo también analiza el papel de los Acuerdos Marco Internacionales (AMI)
como instrumentos clave de negociación colectiva transnacional que, a pesar de
ser mayoritariamente europeos, han fortalecido la representación sindical a nivel
transnacional, promoviendo la creación de redes sindicales y comités de empresa
mundiales. En este contexto, la autora subraya la necesidad de reformar la Direc-
tiva 2009/38/CE sobre comités de empresa europeos, para fortalecer su carácter
obligatorio y avanzar en la transnacionalización de la representación colectiva.

Aborda también la importancia de la tutela colectiva y sindical del trabajo de-
cente en la era postpandemia, el papel de la UE en la promoción del diálogo social,
destacando la importancia de regulaciones como las contenidas en la Directiva
sobre salarios mínimos y las Directrices sobre negociación colectiva para autóno-
mos, así como la Recomendación del Consejo de 2023 que aboga por fortalecer
el diálogo social en la UE, adaptándolo a la era digital y promoviendo acuerdos co-
lectivos a nivel europeo.

La profesora Sáez Lara sostiene que la tutela de los derechos laborales es, fue
y será esencialmente colectiva y sindical. Propone que las normas europeas ana-
lizadas sirvan como modelo global para impulsar prácticas de diálogo social y ne-
gociación colectiva en las transiciones digital y climática, garantizando que los
trabajadores participen activamente, mediante sus representantes, en la gestión
de estos cambios estructurales.

La AEDTSS reafirma, con este nuevo número de Documentación Laboral, su
compromiso con la difusión del conocimiento y la excelencia académica, agrade-
ciendo profundamente las valiosas contribuciones publicadas en esta edición.
Estos trabajos, caracterizados por su rigor y utilidad, enriquecen y aportan pers-
pectivas fundamentales para el debate científico. Asimismo, la Asociación expresa
su sincero agradecimiento a todos los autores y colaboradores por su dedicación
y generosidad, así como a quienes hacen posible la organización de eventos y en-
cuentros científicos, consolidando así el propósito de visibilizar y compartir los fru-
tos de su intensa actividad académica. 
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RESUMEN

El estudio examina litigios recientes que han sido objeto de enjuiciamiento por la Sala IV del
Tribunal Supremo en materia de incapacidad temporal que evidencian los puntos críticos de
esta figura. Pretendemos el mejor edificio, el más adecuado, el más actual y protector para quie-
nes se encuentran en esa situación; sin embargo, las sombras del absentismo y cuestiones de
índole económica modulan su arquitectura.

ABSTRACT

The study examines recent litigation prosecuted by the Fourth Chamber of the Supreme
Court regarding temporary disability, highlighting the critical points of this legal concept. We aim
for the best, most suitable, up-to-date, and protective framework for those in this situation; ho-
wever, the shadows of absenteeism and economic considerations shape its structure.

Palabras clave: Incapacidad Temporal. Jurisprudencia de la Sala IV del Tribunal Supremo.
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1. INTRODUCCIÓN

A la hora de examinar la institución de la Incapacidad Temporal (IT) lo primero que observa-
mos es la existencia de puntos de tensión en su construcción. Pretendemos el mejor edificio, el
más adecuado, el más actual y protector para quienes se encuentran en esa situación; sin em-
bargo, las sombras del absentismo y cuestiones de índole económica modulan su arquitectura.

Seguidamente examinaremos litigios recientes que han sido objeto de enjuiciamiento por la
Sala IV del Tribunal Supremo, pues evidencian precisamente los puntos críticos de esta figura.

Afectan a la competencia funcional, a la fecha de extinción del subsidio por IT (la de la re-
solución del alta o la de su notificación al beneficiario), a los requisitos de las notificaciones, a
la fecha de efectos económicos del cambio de contingencia, a la determinación de esta, a los
límites de reintegro de gastos médicos/farmacéuticos, a la responsabilidad en el pago de las
prestaciones, a situaciones de recaída en la IT, a las mejoras voluntarias, al RETA y a los agra-
rios por cuenta ajena.

2. PUNTOS CRÍTICOS

2.1. En materia competencial

En materia competencial es necesario advertir que por decisión del legislador hay categorías
procedimentales que no tienen acceso a los recursos de naturaleza extraordinaria, es decir, ni
a la casación unificadora ni previamente al recurso de suplicación, quedando firmes en la ins-
tancia. Pensemos en las altas médicas, ex art. 140.3.c de la Ley Reguladora de la Jurisdicción
Social (LRJS).

En otras ocasiones devendrá necesaria la concurrencia de una afectación general para que
la vía a los recursos extraordinarios de suplicación y casación quede expedita.

Un grupo de sentencias de la Sala han abordado si la extinción del subsidio por IT debe
tener como fecha de efectos la de la resolución administrativa del alta médica o la de su notifi-
cación al interesado. 

Analizamos al efecto la temática acerca de la recurribilidad de la sentencia del juzgado de
lo social, entendiendo que cabe recurso de suplicación pese a que la cantidad reclamada no al-
cance los 3000 euros. La abundante litigiosidad ha conducido a constatar la existencia de una
afectación general que anteriormente no aparecía acreditada y no se había apreciado.

Con relación al fondo del litigio se sienta la doctrina de que el subsidio debe abonarse hasta
la fecha de notificación de la correspondiente resolución al beneficiario. La relevante modifica-
ción normativa producida con la Ley 40/2007, de 4 de diciembre, de medidas en materia de Se-
guridad Social, en el art. 128.1 a) de la Ley General de Seguridad Social (Real Decreto
Legislativo 1/1994, de 20 de junio), obligó a modificar los criterios precedentes. 

El subsidio de IT debe subsistir hasta aquella notificación «porque sólo a partir de ese mo-
mento el trabajador debe incorporarse a su puesto de trabajo y, por tanto, sólo entonces tendrá
derecho a lucrar el correspondiente salario. De ahí que la mayor o menor demora en la notifi-
cación de la resolución administrativa en la que se declara el alta médica no pueda perjudicar
al beneficiario de la prestación».

Entre las últimas STS IV dictadas al efecto cabe citar la de fecha 14 de mayo de 2024, rcud.
972/2023 que atiende al criterio que emana de la STS de 6 de abril de 2022, rcud. 1289/2019,
y otras posteriores. 
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2.2. Requisitos de las notificaciones

La Sala IV también ha examinado las consecuencias legales de la incomparecencia injusti-
ficada de un beneficiario del subsidio por IT al reconocimiento médico acordado por la Mutua
demandada, en función de la forma adoptada para la notificación. 

En un supuesto en el que se había utilizado la vía de burofax, que no pudo ser entregado
por el servicio de correos, dejando aviso en el domicilio, fue reiterado antes del plazo prevenido
y tampoco pudo ser entregado. Fracasaba la postura de la mutua frente a la sentencia de su-
plicación que consideró justificada la incomparecencia por no apreciar negligencia en la con-
ducta de la trabajadora, citando la doctrina sobre la aplicación del art. 131 bis.1 LGSS.

Se concluye señalando que la mutua, tras el intento infructuoso de notificación de la citación
a reconocimiento médico, debió practicarla conforme dispone el art. 59 Ley 30/1992 de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común —vigente art. 44 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Admi-
nistrativo Común de las Administraciones Públicas—. En los supuestos previstos en dicho art.
59.5, las notificaciones que no hayan podido realizarse en la sede electrónica de la Seguridad
Social o en el domicilio del interesado, se practicarán exclusivamente por medio de un anuncio
publicado en el Boletín Oficial del Estado. 

Análoga dicción encontramos en el actual art. 132 del TRLGSS 8/2015, de 30 de octubre,
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, incardinado
en el capítulo atinente a las notificaciones (concretamente intitulado Procedimientos y notifica-
ciones en materia de Seguridad Social).

El criterio contenido en la STS IV de 18 de junio de 2020, rcud. 3302/2017, que enjuiciaba
el caso relatado, se reitera en otras resoluciones posteriores (rcud. 4586/2018 —ST de fecha 4
de mayo de 2021—, rcud. 732/2020 o 3656/2020 —de 27 de abril de 2023—).

2.3. Fecha de efectos económicos. Cambio de contingencia

La STS de 26 de febrero de 2024, rcud. 1701/2021, determinaba que los efectos económicos
derivados del procedimiento judicial de determinación de contingencia de la prestación de IT,
reconocida en vía administrativa como accidente de trabajo, no es la fecha del hecho causante
y reconocimiento de una IT inicialmente considerada como derivada de accidente no laboral,
sino que es la de los tres meses anteriores a la presentación de la solicitud de determinación
de contingencia (art. 53.1 del TRLGSS).

No puede aplicarse el principio de oficialidad a las prestaciones económicas de IT derivadas
de accidente de trabajo, cuando las circunstancias del caso determinen que el trabajador «tiene
obligación de colaborar documentalmente en la gestión de la contingencia y por tanto tenía que
formular la solicitud a la que se refiere el art. 43 LGSS, por ser la interpretación que resulta, en
este excepcional supuesto, más adecuada a la finalidad perseguida por el precepto».

2.4. Determinación de la contingencia

a) Camarera de pisos. Síndrome del túnel carpiano.

STS de 11 de febrero de 2020, rcud. 3395/2017. 

Dicha patología debe calificarse como enfermedad profesional, porque, aunque la profesión
de camarera de pisos con funciones equivalentes a las de las limpiadoras y definidas por el art.
17 del IV Acuerdo laboral de ámbito estatal para el sector de la Hostelería no está expresamente
incluida en la enumeración que realiza el RD 1299/2006, de 10 de noviembre, por el que se
aprueba el cuadro de enfermedades profesionales en el sistema de la Seguridad Social y se
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establecen criterios para su notificación y registro, de actividades capaces de producir enfer-
medad profesional de síndrome del túnel carpiano, la lista se configura de manera abierta y no
exhaustiva. 

Las tareas que llevan a cabo las limpiadoras exigen la realización de movimientos de exten-
sión y flexión de la muñeca forzados, continuados o sostenidos, con la sobrecarga de muñeca
que ello implica, y con la intensidad y repetición necesarias para generar la citada patología.

b) Auxiliar domiciliaria.

La doctrina anterior se reproduce en sentencias posteriores. Entre otras en STS IV de 7 de
julio de 2022, rcud. 3442/2019, que califica igualmente de enfermedad profesional el mismo pa-
decimiento que sufre una auxiliar domiciliaria. 

La Sala analiza las referencias normativas tomando en consideración el contenido de la pro-
fesión de la trabajadora, las tareas o actividades que la conforman y los riesgos de exposición
asociados. Así el conjunto de tareas que implican una relevante exigencia manipulativa y la in-
eludible necesidad de realizar importantes esfuerzos sostenidos y posturas forzadas con las
muñecas. 

Concretamente recogimos, como riesgo de exposición, en las tareas de limpieza (barrido,
fregado, retirada de residuos, empleo de productos de limpieza), figuran entre otras: Fatiga
física por adopción de posturas forzadas e inadecuadas y movimientos repetitivos propios de
las tareas de limpieza y sobreesfuerzos ante la manipulación manual de bolsas de basura. En
las relativas a hacer la cama y movilizaciones del usuario: Fatiga física por adopción de posturas
forzadas y movimientos repetitivos, y sobreesfuerzos. Y en el aseo y cuidado personal: Fatiga
física por adopción de posturas forzadas e inadecuadas y movimientos repetitivos. Sobrees-
fuerzos por manipulación manual.

Las actividades descritas requieren repetidos movimientos de hiperflexión y de hiperexten-
sión de la muñeca y de aprehensión con la mano, susceptibles de generar el síndrome del túnel
carpiano, que no pueden considerarse como meramente esporádicos, secundarios y residuales
en dicha profesión, lo que evidencia la relación de causalidad sin posibilidad de prueba en con-
trario, por aparecer esa dolencia entre las enfermedades legalmente codificadas (STS
10.03.2020, rcud. 3749/2017).

c) Personal sanitario.

En STS IV de 27 de abril de 2023, rcud. 2029/2023, se analiza un proceso en el que la IT
inicial deriva de enfermedad profesional por virus de la hepatitis C (neoplastia malina hígado
primaria), el cuadro clínico residual en el informe de síntesis era cirrosis hepática cancerígena. 

Concurrían las exigencias el art. 116 LGSS (hoy 157 TRLGSS 8/2015) en cuanto al desem-
peño de una de las actividades configuradas legalmente (prevención, asistencia médica…). 

Se declara por la Sala que la incapacidad permanente absoluta para toda profesión u oficio
dimanaba en este caso de enfermedad profesional por la conexión de la enfermedad cancerí-
gena determinante de tal grado con la enfermedad infecciosa listada que determinó la IT pre-
via.

2.5. Límites de reintegro de gastos médicos/farmacéuticos

a) STS IV de 24 de enero de 2024, rcud. 755/2022.

Proceso de IT que se había calificado en su inicio derivado de accidente de trabajo. La Mutua
colaboradora abona los gastos y postula el reintegro en su totalidad del Servicio Público Sani-
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tario (Servicio Andaluz de Salud). Más tarde la contingencia se modifica y es declarada por la
Entidad Gestora como contingencia común.

Esta resolución reitera doctrina conforme a la cual se indica la competencia del INSS para
la concreción de la contingencia y la obligación de la Mutua colaboradora en la prestación inicial
de la asistencia sanitaria. Tras acreditarse el origen, concluye que el reintegro de los gastos
abonados se encuentra limitado en su quatum. Resultan, por tanto, de aplicación los límites le-
galmente establecidos para las prestaciones sanitarias como consecuencia del carácter común
de la contingencia (en este supuesto ese límite es del 60% de los gastos farmacéuticos). 

No hay que olvidar que la prestación de asistencia sanitaria se efectúa dentro del marco del
Sistema de la Seguridad Social (que dispensa la protección contemplada en el art. 41 de la
Constitución Española: «Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad
Social para todos los ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes
ante situaciones de necesidad…») y del Sistema Nacional de Salud.

b) STS IV de 8 de mayo de 2024, rcud. 4754/2022.

El núcleo litigioso consistió en determinar la concurrencia de los requisitos de urgencia vital.
El afectado fue un profesional sanitario (celador) que acude durante la primera oleada de COVID
a urgencias de un Hospital Público y le dan de alta al día siguiente, apreciando ya focos neu-
mónicos bilaterales. Al siguiente día acude a la sanidad privada, sufriendo un empeoramiento
que provoca su traslado a la UCI, con severas y diversas complicaciones. 

La sentencia recuerda la dotrina en materia de urgencia vital y reintegro de gastos y los ele-
mentos atinentes a la calidad vital de la asistencia; su naturaleza urgente e inmediata; la impo-
sibilidad de utilizar oportunamente los servicios públicos de salud; y el carácter no desviado o
abusivo del manejo de los servicios, bajo el marco constitucional del art. 43 CE, que reconoce
el derecho a la Salud, indicando que «compete a los poderes públicos organizar y tutelar la
salud pública a través de las medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios».
Es por esto que la prestación de asistencia sanitaria de la Seguridad Social, a partir de la vi-
gencia constitucional y especialmente de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad,
debe ser entendida como un servicio público esencial de obligatoria dispensa por los poderes
públicos.

En el litigio señalamos que no puede mantenerse que el demandante no intentara que su
asistencia sanitaria se asumiera por la sanidad pública, pues, efectivamente lo hizo, y ante su
alta -y con la evidencia de la saturación de medios materiales y humanos existente- se viera
obligado a acudir a la sanidad privada. No es posible entender en esas circunstancias, que se
hizo un uso abusivo de servicios ajenos al sistema sanitario público.

2.6. Responsabilidad en el pago de las prestaciones

a) STS IV de 21 de febrero de 2024, rcud. 3316/2020.

Reitera doctrina: si el trabajador no está en alta en la fecha del hecho causante y sufre una
contingencia común —accidente no laboral (ANL)—, la responsabilidad del pago del subsidio
por IT recae directa y exclusivamente sobre la empresa —responsabilidad directa, única y ex-
clusiva del empleador—. 

No existe obligación alguna de anticipo para el INSS (ni para la Mutua, si es esta la que
cubre en la empresa tales contingencias), puesto que no rige el principio de automaticidad de
las prestaciones. Tampoco surge la responsabilidad subsidiaria para la Entidad Gestora (o la
Mutua, en su caso) por la eventual insolvencia patronal.

Esta sentencia repasa la doctrina sobre responsabilidad en orden al pago de las prestacio-
nes, la diferencia entre ausencia de alta y defectos en la cotización, la distinción cuando la IT
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deriva de Accidente de trabajo o Enfermedad profesional y la que existe entre insolvencia em-
presarial y de la Mutua colaboradora.

b) STS IV de 13 de febrero de 2022, rcud. 159/2023.

La cuestión suscitada en este recurso de casación para la unificación de doctrina se centra
en determinar a quién corresponde abonar el subsidio de IT derivada de enfermedad común
hasta la calificación de incapacidad permanente que se produce más allá del agotamiento del
plazo de 545 días.

Con sustento en pronunciamientos precedentes examina la Sala el contenido del art.
131.bis.3, LGSS (en la actualidad art. 174 LGSS 8/2015) cuya rubrica es «Extinción del derecho
al subsidio». Infiere así que, cuando la extinción se produjera por el transcurso del plazo máximo
fijado o por alta médica con declaración de incapacidad permanente, los efectos de la situación
de IT se prorrogarán hasta el momento de la calificación de la invalidez permanente, en cuya
fecha se iniciarán las prestaciones económicas de ésta, salvo que las mismas sean superiores
a las que venía percibiendo el trabajador, en cuyo caso se retrotraerán aquellas al momento en
que se haya agotado la IT.

Este precepto de la LGSS, entre otras cuestiones, hace referencia a dos supuestos: 1) ex-
tinción de la prestación por el transcurso del plazo máximo; y, 2) la extinción de la prestación
por alta médica con declaración de incapacidad permanente. Para ambos casos, y cuando la
extinción no es coetánea con la declaración de incapacidad permanente, dispone que los efectos
de la situación de IT prorrogarán hasta el momento de la calificación de incapacidad perma-
nente, en cuya fecha se iniciarán las prestaciones económicas de ésta. 

En consecuencia, se afirma que la obligación del pago del subsidio de la situación de IT
hasta el momento de la declaración sobre la concurrencia incapacidad permanente, y la excep-
ción que a continuación se contiene, ha de entenderse que no afecta al mantenimiento de la
obligación del pago del subsidio, sino únicamente a los efectos del inicio de las prestaciones
económicas inherentes a la incapacidad permanente, en lo que se refiere a la diferencia resul-
tante, cuando dice salvo que las mismas sean superiores a las que venía percibiendo el traba-
jador, en cuyo caso se retrotraerán aquellas al momento en que se haya agotado la IT.

c) STS IV de 21 de febrero de 2024, rcud. 1527/2021.

Partiendo de la doctrina anterior, la resolución toma en consideración la singular y específica
situación que concurre en este supuesto, señalando que, a partir de los 365 días, al cesar la
colaboración obligatoria de la empresa, se hacen cargo de la prestación la entidad gestora, la
mutua colaboradora o la empresa que voluntariamente colabore. Y este contexto se mantiene
hasta que, definitivamente, se extinga la IT, aunque lo sea más allá de los 545 días y hasta la
resolución que califique la incapacidad permanente.

Siendo ello así, si en un momento determinado se produce un cambio en la entidad que
cubre la prestación de IT, manteniéndose suspendido el contrato de trabajo, debe asumir la co-
bertura la nueva entidad que se coloca en la situación de la anterior.

Esto, aunque ese cambio de aseguradora lo sea en un momento en el que no existe obliga-
ción de cotizar porque el aseguramiento se rige por la regla de la unidad, ex art, 72.1 a) de la
LGSS —protección de todos los trabajadores de la empresa con la misma entidad, aunque al-
gunos estén al momento del cambio en situación de IT o con contrato suspendido—, y porque
desde ese momento se asume la gestión de la prestación, así como su pago, incluido el de las
situaciones en ese momento ya generadas. 

Como ha venido señalando la Sala, «el sistema financiero de reparto establecido para las
contingencias comunes en el art. 87 LGSS significa que lo cotizado para el conjunto de los tra-
bajadores se dedica a la cobertura de las contingencias del colectivo asegurado, sin acumular
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a largo plazo recursos para el futuro, pero no tiene trascendencia jurídica directa en el régimen
de la acción protectora». 

Es más, si no existiendo obligación de cotizar ni cambio en la entidad aseguradora se man-
tiene la obligación de ésta de seguir asumiendo el pago de la prestación, no hay razón alguna
para que otra aseguradora que la sustituye no siga con ese mismo pago y en esa misma situa-
ción de inexistencia de obligación de cotizar, aunque lo sea el INSS, con el que la empresa ha
concertado la cobertura.

d) STS IV de 15 de octubre de 2024, rcud. 2662/2021.

Aplica el criterio que se acaba de señalar, si bien en un supuesto de IT derivada de contin-
gencia común en el que acaece un cambio de la entidad aseguradora durante la prórroga de
dicha prestación por recaída. Es el INSS el que asume la cobertura.

En sentido similar, STS de 19 de noviembre de 2024, rcud. 1306/2022: responsabilidad en
el pago de las prestaciones de IT (enfermedad común) cuando tal situación se inició estando
vigente la cobertura del riesgo con una mutua y, pendiente la calificación de la incapacidad, la
empresa concierta la cobertura con el INSS.

2.7. Recaída de IT

a) Base reguladora: se cuestiona si debe ser la del mes anterior y no la del primer proceso
de incapacidad temporal.

El art. 169.2 segundo párrafo de la LGSS 8/2015, establece que «Se considerará que existe
recaída en un mismo proceso cuando se produzca una nueva baja médica por la misma o similar
patología dentro de los 186 días naturales siguientes a la fecha de efectos del alta médica an-
terior…».

Aplicamos en la STS IV de 11 de septiembre de 2024, rcud. 2314/2021, doctrina ya cristali-
zada: «si partimos de la naturaleza contributiva de (la) prestación (de incapacidad temporal) y
de la finalidad de este subsidio, que no es otra que la de suplir (con aquella prestación) la falta
de rentas derivada de una situación de baja laboral, la solución lógica a la situación planteada
no puede ser otra que la de entender que la prestación ha de estar conectada con la situación
más próxima a la de la última baja», de manera que esta «nueva situación es la que determina...,
el reconocimiento del derecho y la cuantía del mismo, lo que significa que..., es en el momento
de la recaída en el que habrá que volver a calcular la base reguladora de la prestación en aten-
ción a las circunstancias concurrentes en ese momento...»

b) Desempleo. 

La STS IV de 15 de octubre de 2024, rcud. 3302/2022, resuelve si el periodo de percepción
de la prestación por desempleo se amplía en el caso de que el beneficiario que está percibiendo
dicha prestación pasa a la situación de IT, analizando al efecto el art. 283 de la LGSS/2015. Ex-
presamente prevé el legislador la no ampliación por tal motivo, a diferencia de lo específica-
mente dispuesto en el art. 284.2 LGSS en el caso de maternidad y paternidad.

2.8. Mejoras voluntarias

a) STS IV de 23 de febrero de 2024, rcud. 487/2022. Examina las instituciones de prescrip-
ción y caducidad. 

En el caso la actora cursó proceso de IT derivado de riesgo durante el embarazo desde el
6 de marzo de 2017 al 21 de agosto de 2017, y no fue hasta 14 de junio de 2018 en que presentó
la demanda rectora del proceso, lo que determina que su pretensión no esté prescrita, pero sí
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que carezca de efectos económicos, pues éstos se limitan a los tres meses anteriores a la so-
licitud, momento en que la trabajadora ya había dejado de percibir la mejora voluntaria.

b) STS IV de 5 de marzo de 2024, rec. 180/2021, dictada en la modalidad de conflicto co-
lectivo sobre concreción de las partidas retributivas que deben conformar el complemento de
IT. 

Utilizando los diferentes criterios interpretativos se considera que no cabe estimar la con-
clusión de todo lo pedido, precisando para ello la periodicidad de las retribuciones fijas que se
vinieran percibiendo.

c) STS IV de 25 de junio de 2024, rcud. 3091/2021. 

En línea con pronunciamientos de la Sala I del TS, enjuicia un debate que radica en deter-
minar si una cláusula de un contrato de seguro colectivo es una cláusula delimitadora del riesgo
o una cláusula limitativa de los derechos del asegurado. Se trata de un seguro de vida y de in-
capacidad permanente que incluye la siguiente cláusula: están asegurados los empleados del
tomador que en el momento de suscribirse la póliza no se encuentren en situación de baja la-
boral y tengan menos de 70 años.

2.9. RETA

Responsabilidad en el pago de contingencia profesional. 

STS IV de 21 de mayo de 2024, rcud. 3346/2021. 

En el lapso cuestionado y hasta el 31-07-2014 —fecha del cese como trabajadora autónoma
y de alta en el Régimen General—, esta optó voluntariamente por no asegurar el riesgo de EP.
No consta aportación adicional al respecto, ni como presupuesto que hubiere optado volunta-
riamente por la inclusión de la prestación económica por IT en el ámbito de la acción protectora
del RETA, posibilidad abierta desde principios de 2004, ex art. 47.3 del Real Decreto 84/1996,
de 26 de enero, por el que se aprueba el Reglamento General sobre inscripción de empresas
y afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores en la Seguridad Social. Siendo
que la Mutua circunscribió su demanda a un reparto de responsabilidad frente al INSS, la con-
secuencia inexorable era la de desestimación de la petición en tal forma articulada.

La Sala verifica un recorrido sobre la normativa de cobertura, remitiéndose al rcud.
3169/2019 sobre el reparto de la responsabilidad en atención al tiempo de exposición al riesgo.

2.10. Agrarios por cuenta ajena

STS de 26 de junio de 2024, rcud. 2713/2021.

El debate suscitado en casación para la unificación de doctrina por el INSS se centró en de-
cidir si las cotizaciones realizadas en periodos de inactividad bajo la cobertura del Sistema Es-
pecial de Trabajadores por Cuenta Ajena Agrarios (SETCA) computan a efectos de alcanzar el
periodo mínimo de cotización para causar derecho a la prestación económica de IT por enfer-
medad común.

Aplica doctrina: ninguna norma jurídica excluye que las cotizaciones durante los periodos
de inactividad puedan computarse a efectos de reunir el periodo mínimo de cotización exigido
para la prestación de IT derivada de enfermedad común iniciada durante un periodo de actividad.
Se evita así la desprotección de estos trabajadores.

Sin embargo, dichas cotizaciones del propio trabajador no implican que la base reguladora
del subsidio pueda superar el promedio mensual de las cotizaciones por el trabajo efectivo. Con
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ello se evita que el subsidio por IT supere el salario efectivamente percibido por el trabajador
antes de la baja médica.

El SETCA evita la desprotección de los trabajadores agrarios en los periodos de inactividad,
si bien no les reconoce la misma protección que a los trabajadores que están prestando servicios
y percibiendo salarios, por lo que ha excluido varias prestaciones de la Seguridad Social, incluido
el subsidio por IT derivado de enfermedad común.

Y la doctrina sentada: «en el SETCA, para alcanzar la carencia exigida para la prestación
de incapacidad temporal por enfermedad común, deben computarse las cotizaciones realizadas
por el propio beneficiario durante los periodos de inactividad».
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SUMARIO: I. Procedimiento de reclamación del subsidio de IT; 1) procedimiento de las presta-
ciones de la Seguridad Social (Arts. 71 y 140 LRJS); 2) Acción de resolución del contrato de
trabajo (Art. 50. 1 B) E.T.); 3) Denuncia ante la ITSSL. –II. Procedimiento de revisión del alta
médica de los servicios públicos de salud (Arts. 71 y 140 LRJS). –III. Procedimiento de discon-
formidad con el alta médica de las entidades gestoras (INSS O ISM). –IV. Procedimiento especial
de revisión del alta médica de las mutuas. –V. Procedimiento de determinación de la contingen-
cia causante de los procesos de incapacidad temporal. –VI. Bibliografía citada.

RESUMEN

El análisis de la regulación de los distintos procedimientos relacionados con las reclamacio-
nes en materia de incapacidad temporal, comprendiendo en el mismo, tanto la vía judicial como
también la vía administrativa previa, exige para su sistematización, una identificación previa de
los distintos objetos de tales reclamaciones. Partiendo así, de este criterio, pueden clasificarse
los distintos procedimientos de reclamación, en función de su objeto, entre los que tienen como
tal, la reclamación de la cuantía económica de la prestación de incapacidad temporal, la impug-
nación del alta médica y los dirigidos a la determinación de la contingencia. Subdividiéndose
los segundos —los relacionados con la impugnación del alta médica— entre aquellos, en los
que el alta se produce con anterioridad del agotamiento del plazo de 365 días de incapacidad
temporal, al cumplirse exactamente dicho plazo y, finalmente aquellos en los que alta se emite
por la Mutuas.

ABSTRACT

The analysis of the regulation of the different procedures related to claims regarding tempo-
rary disability benefits, including both the judicial route and the prior administrative route, requi-
res, for its systematization, a prior identification of the different objects of such claims. Based on
this criterion, the different claim procedures can be classified, depending on their object, between

Doc. Labor., núm. 134-Año 2025-Vol. I. ISSN: 0211-8556. Guía práctica de los procedimientos..., págs. 23 a 31

GUÍA PRÁCTICA DE LOS PROCEDIMIENTOS EN LAS RECLAMACIONES
RELACIONADAS CON LA INCAPACIDAD TEMPORAL

PRACTICAL GUIDE TO PROCEDURES FOR CLAIMS RELATED 
TO TEMPORARY DISABILITY*

Ignacio Martínez Sabater
Abogado

* Recibido el 21 de febrero de 2025. Aprobado el 3 de marzo de 2025.

DL entera 134_Maquetación 1  12/03/25  13:31  Página 23



those that have as such, the claim for the economic amount of the temporary disability benefit,
the challenge of medical discharge and those aimed at determining the contingency. The latter
—those related to the challenge of medical discharge certificate issued by the INSS— are sub-
divided between those in which the discharge occurs prior to the exhaustion of the 365-day pe-
riod of temporary disability, when said period is exactly fulfilled and, finally, those in which the
discharge is issued by the Mutual Insurance Companies or Mutual Society.

Palabras clave: incapacidad temporal, subsidio, reclamación, procedimiento, impugnación
alta médica, determinación de contingencia    

Key words: temporary disability, subsidy, claim, procedure, medical discharge challenge,
determination of contingency

I. PROCEDIMIENTO DE RECLAMACIÓN DEL SUBSIDIO DE IT 

VÍAS DE RECLAMACIÓN

El procedimiento de reclamación del subsidio de incapacidad temporal no puede considerase
en sí, como un procedimiento especial con relación a lo que la doctrina define como el proceso
de Seguridad Social: «El proceso de Seguridad Social es un proceso especial, en tanto que se
deduce una pretensión procesal basada en normas jurídico – materiales de Seguridad Social».1

La singularidad así, de este procedimiento para la reclamación del subsidio no difiere de lo
que es común a los procesos de Seguridad Social. Es decir, su especialidad radica en el carácter
vinculante de la reclamación previa (que, en esta materia (Seguridad Social), persistió a la re-
forma de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Ad-
ministraciones Públicas, cuya disposición final tercera,  que modificó el art. 69 de la LRJS,
suprimiendo, con carácter general, el trámite de la reclamación administrativa). Reclamación
previa que se interpone en la vía administrativa y con la vía judicial, puesto que sin ésta no
puede iniciarse dicha vía.

Además, el incumplimiento de la obligación de pago de la prestación de IT puede dar lugar
a la rescisión del contrato de trabajo, en caso de que aquel sea reiterado. Y también, puede
conllevar la comisión de una infracción administrativa. Lo que, permite afirmar que caben más
vías para reclamar el incumplimiento del abono del subsidio, que la mera reclamación directa a
través del proceso de seguridad social.     

1) PROCEDIMIENTO DE LAS PRESTACIONES DE LA SEGURIDAD SOCIAL (Arts. 71 y
140 LRJS) 

En cuanto al plazo de reclamación del subsidio de IT, existe una especialidad, pues no resulta
de aplicación el plazo general de prescripción del art. 53 del TRLGSS), sino el de un año desde
el vencimiento de cada mensualidad impagada (art. 54 del TRLGSS). Además, surge la duda,
por el tenor literal del precepto que lo regula, de si el mismo es un plazo de prescripción o de
caducidad (el precepto dice literalmente que el derecho caducará). Sin embargo, la Jurispru-
dencia ha aclarado que es un plazo de prescripción (STS 20/06/2019, Recurso: 53/2018). Y,
por consiguiente, susceptible de ser interrumpido por cualquiera de los medios legales adecua-
dos a tal efecto conforme al art. 1973 del Código Civil.
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Respecto al cumplimiento de requisitos preprocesales, como ya se ha adelantado, es requi-
sito necesario para formular demanda la interposición de reclamación previa ante la Entidad
gestora de las mismas. 

El plazo para la contestación de la misma es de cuarenta y cinco días, entendiéndose des-
estimada una vez transcurrido dicho plazo.

La demanda ha de formularse en el plazo de treinta días, a contar desde la fecha en que se
notifique la denegación de la reclamación previa o desde el día en que se entienda denegada
por silencio administrativo.

Con relación a quienes están legitimados pasivamente, resulta preciso llamar al proceso a
la Entidad gestora, a la entidad colaboradora, en su caso (cuando tenga atribuida las contin-
gencias profesionales o la gestión del subsidio de IT por contingencias comunes), y a la em-
presa, como responsable del pago directo (en los primeros doce días) o delegado (a partir del
décimo sexto en adelante).  

En cuanto al procedimiento, también se ha comentado que el cauce procesal regulado en el
Capítulo VI del Título II de la LRJS: De las prestaciones de la Seguridad Social. 

Finalmente, respecto del régimen de Recursos, es el ordinario. Si bien, en cuanto a la cuantía
que da acceso a la suplicación, ha de acudirse a la regla del artículo 192. 4 del LRJS; que
remite, en materia de prestaciones a lo dispuesto en el apartado 3 para las prestaciones eco-
nómicas periódicas de cualquier naturaleza o diferencias sobre ellas: la cuantía litigiosa vendrá
determinada por el importe de la prestación básica o de las diferencias reclamadas, ambas en
cómputo anual.   

2) ACCIÓN DE RESOLUCIÓN DEL CONTRATO DE TRABAJO (Art. 50. 1 B) E.T.)

El impago o retraso del subsidio se considera un incumplimiento empresarial grave que jus-
tifica la resolución del contrato, al amparo del art. 50 del ET, con los mismos parámetros tem-
porales que para los salarios (tres mensualidades completas, en el período de un año, o retrasos
en el pago de más de 15 días, durante seis meses, aún no consecutivos, también en el periodo
de un año).

3) DENUNCIA ANTE LA ITSS

Infracciones del Empresario relacionadas con el impago de la prestación de IT:

Se considera grave la infracción de incumplir las obligaciones económicas derivadas de su
colaboración obligatoria en la gestión de la Seguridad Social, sancionable con multa de 751 a
7 500 € (art. 22. 4 del RDL 5/2000, por el que se aprueba el texto refundido de la LISOS, por
incumplir las obligaciones económicas derivadas de su colaboración obligatoria en la gestión
de la Seguridad Social). 

Incluso podría constituir una infracción muy grave del art. 23.1 f) por efectuar declaraciones
o facilitar, comunicar o consignar datos falsos o inexactos, que ocasionen liquidaciones, deduc-
ciones o compensaciones fraudulentas en las cuotas a satisfacer a la Seguridad Social, o in-
centivos relacionados con las mismas, si la empresa se practica deducciones o compensaciones
por los subsidios, pese a no haberlos abonado previamente al denunciante.    

II. PROCEDIMIENTO DE REVISIÓN DEL ALTA MÉDICA DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS
DE SALUD (Arts. 71 y 140 LRJS) 

Se aborda en este apartado el procedimiento a seguir en la revisión del alta médica, con an-
terioridad al agotamiento del plazo de doce meses de duración de la incapacidad temporal. O
también, cuando el alta se emita después de transcurridos los 365 días.  
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Requisitos preprocesales: Necesaria interposición de reclamación previa.  

Es requisito necesario para formular demanda la interposición de reclamación previa ante
la Entidad gestora de las mismas. 

Debe interponerse ante la Entidad Gestora, en el plazo de once días desde la notificación
de la resolución. Pero la impugnación no prorroga la situación de IT, debiendo el trabajador rein-
corporarse a su puesto de trabajo.

El plazo para la contestación de la misma es de siete días, entendiéndose desestimada una
vez transcurrido dicho plazo.

La demanda ha de formularse en el plazo de veinte días, a contar desde la fecha en que se
notifique la denegación de la reclamación previa o desde el día en que se entienda denegada
por silencio administrativo.

Legitimados Pasivamente, en este supuesto estaría la entidad gestora y el servicio público
de salud, cuando se impugne el alta emitida por dicho organismo.  

Está previsto en la LRJS como un procedimiento urgente y preferente, con la consecuencia
de que el señalamiento de la vista ha de llevarse a cabo en los cinco días siguientes a la admi-
sión de la demanda. Y los días del mes de agosto y los que median entre el 24 de diciembre y
el 6 de enero del año siguiente, ambos inclusive, serán hábiles. Debiendo dictarse la sentencia
en el plazo de tres días.

Respecto del régimen de recursos, no cabe recurso contra la sentencia.   

Finalmente, rige una regla especial de acumulación (art. 140. 3. c), que supone una prohi-
bición de acumulación de otras acciones, incluso la reclamación de diferencias en la prestación
económica, sin perjuicio de que la sentencia que estime indebida el alta, disponga la reposición
en la prestación que hubiera venido percibiéndose.      

III. PROCEDIMIENTO DE DISCONFORMIDAD CON EL ALTA MÉDICA DE LAS ENTIDA-
DES GESTORAS (INSS O ISM) 

(Art. 3 R.D. 1430/2009, de 11 de septiembre y Art 170.3 TRLGSS).

Este procedimiento de revisión del alta cuando el mismo se produce al cumplirse los 365
días, se inicia por el interesado, en el plazo máximo de los cuatro días naturales siguientes a la
notificación de la resolución. 

Se cumplimenta en el modelo aprobado a tal efecto por la correspondiente entidad gestora,
que está disponible en la página web de dicha entidad. 

Se ha de presentar ante la Inspección Médica Del Servicio Público De Salud.

Y existe la obligación del interesado de comunicar su iniciación a la empresa, en el mismo
día en que lo presente o en el siguiente día hábil.

Por otro lado, existe un deber de comunicación recíproca entre las entidades gestoras y los
Servicios Públicos De Salud de la presentación de la disconformidad, así como todas las deci-
siones que adopten en el desarrollo del procedimiento. Y asimismo de la entidad gestora com-
petente, respecto de la empresa, tanto de la iniciación como de las decisiones que puedan
afectar a la duración de la situación de Incapacidad Temporal del interesado. 

Dichas comunicaciones se han de llevar a cabo preferentemente por medios electrónicos,
informáticos o telemáticos.
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Resolución de la Inspección Médica del Servicio Público de Salud: Opciones: Dicho órgano
puede: 

A) Discrepar del criterio de la entidad gestora, proponiendo, en el plazo máximo de siete
días naturales, la reconsideración de la decisión de aquélla, especificando las razones y funda-
mento de su discrepancia.

B) Confirmar la decisión de la entidad gestora. 

C) No emitir pronunciamiento alguno en el plazo de los once días naturales siguientes a la
fecha de la resolución.

Efectos de la confirmación del alta o del silencio confirmatorio: el alta médica adquiere plenos
efectos; prorrogándose la situación de Incapacidad Temporal, durante el período de tiempo
transcurrido entre la fecha del alta médica y aquella en la que la misma adquiera plenos efec-
tos.

Efectos de la discrepancia con el alta: obliga a pronunciarse a la Inspección Médica de la
entidad gestora en los siete días naturales siguientes, notificando la correspondiente resolución
al interesado, así como a la Inspección Médica del Servicio Público de Salud.

Pronunciamientos de la entidad gestora: Opciones que tiene esta Entidad:

A) Reconsiderar el alta médica, con el efecto de que se prórroga la situación de Incapacidad
Temporal a todos los efectos. 

B) Reafirmarse en su decisión, debiendo aportar las pruebas complementarias que funda-
menten aquélla. Supuesto en el que sólo se prorroga la situación de Incapacidad Temporal hasta
la fecha de la última resolución.

En los supuestos de confirmación del alta médica, cabe su impugnación directa mediante
demanda ante el juzgado de lo social, en el plazo de 20 días; plazo que se computará desde la
adquisición de plenos efectos del alta médica o desde la notificación del alta definitiva acordada
por la Entidad gestora.

Se exceptúa de reclamación previa, en virtud de lo dispuesto en el art. 71. 1, segundo inciso
de la LRJS. 

Legitimada pasivamente, en este caso, estaría solo la entidad gestora.

Y como en el supuesto anterior que tiene en común ser también la impugnación judicial de
un alta médica, es un procedimiento urgente y preferente, no cabe recurso contra la sentencia
y rige también la regla especial de acumulación del art. 140. 3. c).

IV. PROCEDIMIENTO ESPECIAL DE REVISIÓN DEL ALTA MÉDICA DE LAS MUTUAS

(Art. 4. RD 1430/2009, de 11 de septiembre, con la modificación incorporada por la disposi-
ción final tercera del RD 625/2014).

Este procedimiento que seguir cuando el alta se emite por las Mutuas, con anterioridad al
agotamiento del plazo de doce meses de duración de la incapacidad temporal, se inicia por el
interesado ante la entidad gestora competente:

- La tramitación del procedimiento debe considerarse preferente por la entidad gestora,
con el fin de que se dicte la resolución correspondiente en el menor tiempo posible.

- El plazo es de diez días hábiles siguientes al de la notificación del alta.
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- La solicitud manifestará los motivos de su disconformidad con dicha alta médica. Deberá
acompañar el historial médico previo relacionado con el proceso de Incapacidad Temporal
de que se trate o, en su caso, copia de la solicitud de dicho historial a la entidad colabo-
radora.

- El interesado lo ha de comunicar a la empresa en el mismo día en que presente su soli-
citud o en el siguiente día hábil.

- La mera iniciación del procedimiento suspende los efectos del alta médica emitida, de-
biendo entenderse prorrogada la situación de Incapacidad Temporal derivada de contin-
gencia profesional durante la tramitación de dicho procedimiento, manteniéndose, en su
caso, el abono de la prestación en la modalidad de pago delegado, sin perjuicio de que
posteriormente puedan considerarse indebidamente percibidas las prestaciones econó-
micas de la Incapacidad Temporal.

Tras la solicitud por el interesado, la entidad gestora hade comunicar a la mutua colaboradora
con la Seguridad Social el inicio del procedimiento para que, en el plazo improrrogable de cuatro
días hábiles, aporte los antecedentes relacionados con el proceso de Incapacidad Temporal de
que se trate e informe sobre las causas que motivaron la emisión del alta médica. En el caso
de que no se presente la citada documentación, se ha de dictar la resolución que proceda, te-
niendo en cuenta la información facilitada por el interesado.

La mutua colaboradora con la Seguridad Social correspondiente puede pronunciarse reco-
nociendo la improcedencia del alta emitida, lo que motivará, sin más trámite, el archivo inmediato
del procedimiento iniciado por el interesado ante la entidad gestora.

También la entidad gestora ha de poner en conocimiento de su inicio a la empresa, en el
plazo de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud por parte del interesado.
Y cuando el interesado hubiera presentado a la empresa parte médico de baja emitido por el
Servicio Público de Salud, aquélla, con el fin de coordinar las actuaciones procedentes, debe
informar de dicha circunstancia al Instituto Nacional de la Seguridad Social o al Instituto Social
de la Marina, con carácter inmediato.

Asimismo, el Servicio Público de Salud tiene el deber de informar:   

A) Al interesado: cuando solicite una baja médica derivada de contingencia común y se co-
nociera la existencia de un proceso previo de Incapacidad Temporal derivada de contingencia
profesional en el que se hubiera emitido un alta médica, sobre la posibilidad de iniciar procedi-
miento especial de revisión.

B) A la entidad gestora: de la existencia de dos procesos distintos de incapacidad temporal
que pudieran estar relacionados.

Respecto a los efectos sobre el abono de la prestación de Incapacidad Temporal por contin-
gencias comunes, se reconocerá hasta la fecha de resolución del procedimiento, sin perjuicio
de que cuando el alta expedida por la mutua colaboradora con la Seguridad Social no produzca
efecto alguno, ésta deba reintegrar a la entidad gestora la prestación abonada al interesado y
a éste la diferencia que resulte a su favor.

En cuanto a la Resolución de la entidad gestora, ésta debe producirse, en el plazo máximo
de quince días hábiles, a contar desde la aportación de la documentación por parte de la entidad
colaboradora; previo informe preceptivo del equipo de valoración de incapacidades, que debe
examinar y valorar el caso concreto.

Y la misma, debe determinar la fecha y efectos del alta médica o el mantenimiento de la
baja médica, fijando, en su caso, la contingencia de la que deriva el proceso de Incapacidad
Temporal, así como, en su caso, la improcedencia de otras bajas médicas que pudieran haberse
emitido durante la tramitación del procedimiento especial de revisión por el Servicio Público de
Salud. 
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En consecuencia, el procedimiento termina con alguno de los siguientes pronunciamientos:

a) Confirmación del alta médica emitida por la mutua de accidentes de trabajo y enferme-
dades profesionales de la Seguridad Social y declaración de la extinción del proceso de
Incapacidad Temporal en la fecha de la mencionada alta.

b) Mantenimiento de la situación de Incapacidad Temporal derivada de contingencia profe-
sional, por considerar que el interesado continúa con dolencias que le impiden trabajar:
el alta médica emitida por la entidad colaboradora no produce efecto alguno.

c) Determinación de la contingencia, común o profesional, de la que derive la situación de
incapacidad temporal, cuando coincidan procesos intercurrentes en el mismo periodo de
tiempo, y, por tanto, existan distintas bajas médicas. Asimismo, se han de fijar los efectos
que correspondan, en el proceso de Incapacidad Temporal, como consecuencia de la
determinación de la contingencia causante.

d) Cuando el interesado hubiera recuperado la capacidad laboral durante la tramitación del
procedimiento, se puede declarar sin efectos el alta médica emitida por la entidad cola-
boradora por considerarla prematura. En estos casos, la resolución ha de determinar la
nueva fecha de efectos del alta médica y de extinción del proceso de Incapacidad Tem-
poral.

Cuando la entidad gestora competente confirme el alta médica emitida por la entidad cola-
boradora o establezca una nueva fecha de extinción de la situación de Incapacidad Temporal,
se consideran indebidamente percibidas las prestaciones económicas de la Incapacidad Tem-
poral, derivada de contingencias profesionales, que se hubieran abonado al interesado a partir
de la fecha establecida en la resolución.

Si llegara a cumplirse la duración máxima de la situación de Incapacidad Temporal de un
año, durante la tramitación de este procedimiento especial de revisión, la entidad gestora com-
petente ha de resolver de conformidad con lo previsto en el artículo 170. 3 de la Ley General de
la Seguridad Social.

El abono de la prestación de Incapacidad Temporal durante la tramitación de este procedi-
miento especial es incompatible con las rentas derivadas del ejercicio de la actividad profesio-
nal.

No existen requisitos preprocesales: Las resoluciones emitidas por la entidad gestora, se
consideran dictadas con los efectos atribuidos a la resolución de una reclamación previa, de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 71 de la LRJS, por  lo que para su impugnación pro-
cede demanda directa ante el juzgado de  lo social en el plazo de 20 días.  

Legitimados Pasivamente, lo estarán la entidad gestora, la colaboradora en la gestión y la
empresa. 

Como en los supuestos anteriores de impugnación judicial de un alta médica, es un proce-
dimiento urgente y preferente, no cabe recurso contra la sentencia y rige también la regla es-
pecial de acumulación del art. 140. 3. c).

V. PROCEDIMIENTO DE DETERMINACIÓN DE LA CONTINGENCIA CAUSANTE DE DE
LOS PROCESOS DE INCAPACIDAD TEMPORAL 

Artículo 6 del Real Decreto 1430/2009, de 11 de septiembre (incorporado por la disposición
final tercera del RD 625/2014, de 18 de julio)

Este procedimiento puede iniciarse, a partir de la fecha de emisión del parte de baja mé-
dica:
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a) De oficio, por las Entidades Gestoras, o como consecuencia de petición motivada de la
Inspección de Trabajo y Seguridad Social o del Servicio Público de Salud competente para ges-
tionar la asistencia sanitaria de la Seguridad Social.

b) A instancia del trabajador.

c) A instancia de las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o de las empresas co-
laboradoras, en aquellos asuntos que les afecten directamente.

Las solicitudes han de ir acompañadas de toda la documentación necesaria para poder de-
terminar la contingencia, incluidos, en su caso, los informes y pruebas médicas realizadas. 

La Entidad Gestora tiene el deber de comunicar su iniciación al Servicio Público De Salud
competente, a la Mutua colaboradora con la Seguridad Social o a la empresa colaboradora,
según corresponda, cuando el procedimiento no se hubiera iniciado a su instancia y en aquellos
asuntos que les afecten, para que, en el plazo improrrogable de cuatro días hábiles, aporten
los antecedentes relacionados con el caso de que dispongan e informen sobre la contingencia
de la que consideran que deriva el proceso patológico y los motivos del mismo. 

También se ha de dar traslado al trabajador, cuando no hubiera sido a instancia suya, co-
municándole que dispone de un plazo de diez días hábiles para aportar la documentación y
hacer las alegaciones que estime oportunas.

Cuando por el Servicio Público De Salud se hubiera emitido parte de baja por contingencias
comunes, se ha de iniciar el abono de la prestación de Incapacidad Temporal que por estas co-
rresponda hasta la fecha de resolución del procedimiento, sin perjuicio de que cuando la reso-
lución determine el carácter profesional de la contingencia, la mutua que la cubra deba abonar
al interesado la diferencia que resulte a su favor, y reintegrar tanto a la entidad gestora, en su
caso, la prestación abonada a su cargo, mediante la compensación de las cuantías que proce-
dan, como al Servicio Público De Salud el coste de la asistencia sanitaria prestada.

Asimismo, cuando la contingencia profesional estuviera a cargo de la entidad gestora, ésta
abonará al interesado las diferencias que le correspondan.

De igual modo se ha de proceder cuando la resolución determine el carácter común de la
contingencia, modificando la anterior calificación como profesional y su protección hubiera sido
dispensada por una mutua. Debiendo ésta ser reintegrada por la entidad gestora y el Servicio
Público De Salud de los gastos generados por las prestaciones económicas y asistenciales
hasta la cuantía que corresponda a dichas prestaciones en consideración a su carácter común.
Asimismo, la mutua, cuando ambas contingencias fueran protegidas por la misma, realizará las
correspondientes compensaciones en sus cuentas.

Debe emitirse con carácter preceptivo Informe del Equipo De Valoración De Incapacidades
(EVI), sobre  la contingencia que ha originado el proceso de dicha incapacidad.

Y tras la emisión del informe anterior, se ha dictar resolución por la Entidad Gestora, en el
plazo máximo de quince días hábiles a contar desde la aportación de la documentación por las
partes interesadas, o del agotamiento de los plazos fijados para ello.

En cuanto a su contenido, la misma ha de pronunciarse sobre los siguientes extremos:

a) Determinación de la contingencia, común o profesional, de la que derive la situación de
Incapacidad Temporal y si el proceso es o no recaída de otro anterior. 
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b) Efectos que correspondan, en el proceso de Incapacidad Temporal, como consecuencia
de la determinación de la contingencia causante, cuando coincidan en el tiempo dolencias de-
rivadas de distintas contingencias.

c) Sujeto responsable de las prestaciones económicas y sanitarias.

Finalmente, la misma ha de comunicarse al interesado, a la empresa, a la Mutua y al Servicio
Público De Salud.

No existen requisitos preprocesales, ya que la resolución de la entidad gestora tiene los
efectos atribuidos a la resolución de una reclamación previa, por lo que contra la misma cabe
demanda directa en el plazo de 30 días. 

Resultan legitimados pasivamente, la Entidad gestora, la colaboradora en la gestión y la em-
presa. 

En cuanto al procedimiento, en la vía judicial, es el cauce procesal regulado en el Capítulo
VI del Título II de la LRJS: De las prestaciones de la Seguridad Social. Y, respecto del régimen
de Recursos, es el ordinario. 
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SUMARIO: 1. El contexto ubérrimo de la incapacidad temporal y los reconocimientos médicos
como marco para el estudio del árido panorama de los programas de retorno al trabajo. –2. El
retorno al trabajo en los supuestos de disminución (temporal o definitiva) de capacidad laboral a
través de la negociación colectiva; 2.1. La incorporación de medidas aisladas que sirven para
facilitar el retorno o mantenimiento del trabajo en situaciones en las cuales la salud se ve afec-
tada; 2.2. El retorno al trabajo de los pacientes con cáncer. El éxito convencional de un modelo-
tipo de afrontamiento; 2.3. Los primeros pasos hacia unos verdaderos programas de retorno al
trabajo. Esbozo de un plan-tipo; 2.3.1. Los problemas de salud temporales o permanentes como
situación que proteger; 2.3.2. Adecuación de condiciones y movilidad como medidas con impor-
tantes variantes; 2.3.3. Procedimiento que observar en la implantación —y modificación— de las
medidas; 2.3.4. Otras previsiones complementarias. –3. A modo de conclusión: el camino que
transitar en los programas de retorno ceñidos a la incapacidad temporal. –4. Bibliografía citada.

RESUMEN

Los numerosos y sustanciales problemas que sigue suscitando la incapacidad temporal, in-
cluso si ceñidos al simple doble control médico-laboral y médico-valorativo a lo largo de sus dis-
tintas vicisitudes, han relegado a un segundo plano la propuesta de planes de retorno destinados
a preparar un reingreso pleno después de la baja, a pesar de resultar particularmente necesarios
en las de larga duración. El repaso a un nutrido grupo de convenios permite la taxonomía de
sus propuestas de adaptación y movilidad vinculada a menoscabos físicos y psíquicos, tempo-
rales o permanentes, así como esbozar el contenido de cuanto en un futuro próximo podrían
ofrecer.

ABSTRACT

The numerous and substantial problems that continue to be caused by absences for health
reasons, even if they are limited to the double medical-occupational and medical-valuative con-
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trol, have put on the back burner the proposal of return –to- work planes aimed at preparing for
a full re-entry, which are particularly necessary in the case of long-term absences. A review of a
large number of collective agreements provides a taxonomy of their proposals for adaptation
and mobility linked to physical or mental, temporary or permanent disabilities, as well as outlining
the content of what they might offer in the future.

Palabras clave: Incapacidad temporal, Vigilancia de la Salud, Planes de retorno al trabajo,
Negociación colectiva.   

Key words: Sick absence, Health surveillance, Return-to-work programas, Collective bar-
gaining.

1. EL CONTEXTO UBÉRRIMO DE LA INCAPACIDAD TEMPORAL Y LOS RECONOCI-
MIENTOS MÉDICOS COMO MARCO PARA EL ESTUDIO DEL ÁRIDO PANORAMA DE LOS
PROGRAMAS DE RETORNO AL TRABAJO

En numerosas ocasiones el transcurso del tiempo tiene la virtud de poner las cosas en su
lugar y, en el caso de los discursos, permite disponer de la oportunidad de volver sobre los
pasos y plasmar por escrito cuanto no fue posible abordar en persona. En este sentido, y ha-
biendo sido invitado al Coloquio de Otoño de la AEDTSS, patrocinando por la Cátedra de Pre-
vención Cantabria UC-ICASST, Mutua Montañesa y el Ilustre Colegio de Abogados de
Cantabria, para intervenir con una ponencia cuyo título coincide con el de este ensayo, quien
suscribe pronto sucumbió o la tentación de centrar su atención en dos de los tres pilares sobre
los que se alzaba su enunciado, por ser aquellos donde una copiosísima normativa, su constante
presencia en los tribunales y una exuberante literatura jurídica proporcionaban información más
que suficiente para construir un relato satisfactorio. Lo hacía con grave menoscabo del tercero,
sin ninguna norma importante de referencia, una muy difícil recolección y sistematización de
convenios cuyo estudio conducía a resultados inciertos, escaso número de pronunciamientos
judiciales suscitados por su aplicación y apenas unas pocas —aunque magnificas— monogra-
fías jurídicas cuyos criterios resultaban valiosísimos, pero con referencias a la negociación co-
lectiva anterior a la crisis sanitaria suscitada por la COVID-191.

A resultas de tal elección, la atención gravitó en aquel momento sobre la vigilancia de la
salud a lo largo del complejo itinerario por el cual puede transitar la incapacidad temporal: desde
los periodos de observación en los supuestos de enfermedad profesional, pasando por los dis-
tintos periplos a lo largo de su duración ordinaria y las prórrogas (agotando o no el periodo má-
ximo ordinario o el extraordinario que permite alcanzar los 730 días —según contempla en el
art. 174.2 LGSS— y, por supuesto, sopesando este alargamiento a través de recaídas y recidi-
vas), hasta alcanzar el momento de su finalización, ya sea con continuación de la relación la-
boral, declaración de incapacidad permanente (sometida  o no a revisión) o con extinción del
contrato.

Valorando, además, las distintas variantes de vigilancia, para contemplar no solo la médico-
sanitaria, sino otra vertiente doble y concurrente. La primera, médico-laboral, fundamentalmente
ordenada en los art. 22 LPRL y 37.3 b) RSP, con relieve tanto antes de la contratación (por la
incidencia de una eventual enfermedad profesional según previene el art. 243 LGSS o demanda
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la presencia de un requisito habilitante para ejercer la profesión), como inmediatamente después
(con vinculación a la necesaria adaptación de la persona las tareas concretas del puesto a des-
empeñar), a lo largo de la ejecución (tanto exámenes voluntarios como obligatorios, con el re-
lieve singular que merecen aquellos a realizar tras ausencias prolongadas por motivos de salud
o los practicados al calor de la importante expresión del poder de dirección y control conferido
por el art. 20.4 ET) e, incluso, puede que una vez finalizado el vínculo contractual.

La segunda, médico-valorativa, conferida a los facultativos del Sistema de Salud (Inspectores
Médicos), mutuas colaboradoras, Inspección Médica del INSS, Equipos de Valoración de Inca-
pacidades o, también y en su caso, facultativos de compañías de seguros. Toma forma signifi-
cativa en los actos administrativos dados por los partes de baja (con los curiosos «de consulta»
y «de reposo» como sorprendente práctica2), de seguimiento (partes de confirmación e informes
complementarios, informes trimestrales de control con propuesta de alta dirigida a la Inspección
Médica y la situación de prórroga de 180 días o de demora en la calificación de otros 180 días)
y de alta (con continuación del contrato y eventual recaída o recidiva, declaración de incapacidad
permanente, opción por la jubilación y extinción del contrato por vencimiento del término e in-
aptitud sobrevenida). 

Un menú suculento que también permitía revisar los fundamentos de la evaluación de la in-
capacidad temporal, centrados en el individuo (diagnóstico, grado funcional, capacidades e in-
forme de síntesis) y en la profesión (ocupación, rendimiento, demandas y profesiograma,
ordenados a partir las diferentes guías de valoración a disposición de los facultativos), para así
confeccionar la ficha ocupacional y, a la postre, acercarse a la aptitud profesional.

Y cuando el tiempo se agotaba, acercar la atención con premura a la singular situación de
la incapacidad laboral de larga duración y a las dificultades que quienes la sufren deben afrontar
para sobrevivir como persona trabajadora, dando pie a la necesidad de crear un marco jurídico
capaz de proporcionar respuesta adecuada a las inquietudes de un colectivo merecedor de tal
atención.

Curiosamente allí donde acabó la exposición comenzaron las preguntas del público, tanto
en aquel momento como a lo largo de los últimos meses, aprovechando la facilidad en las co-
municaciones. Justificación última para dedicar estas breves páginas a cubrir aquella laguna
que aquí y ahora quiere ser completada, con la pretensión de corresponder de algún modo a
quienes hicieron el honor de cursar la invitación.

2. EL RETORNO AL TRABAJO EN LOS SUPUESTOS DE DISMINUCIÓN (TEMPORAL O
DEFINITIVA) DE CAPACIDAD LABORAL A TRAVÉS DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA

Cuando el art. 82 LGSS entra a describir las prestaciones y los servicios atribuidos a la ges-
tión de las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social, contempla, en la mitad final del pá-
rrafo 1.º de su apartado 3, que «también comprenderán actividades de asesoramiento a las
empresas asociadas (…), al objeto de que adapten sus puestos de trabajo y estructuras para
la recolocación de los trabajadores accidentados o con patologías de origen profesional». Salvo
error u omisión, se trata de la única mención legal a lo que cabría considerar una actuación di-
rigida directamente a establecer iniciativas cuyo propósito se dirija a favorecer el regreso al tra-
bajo de las personas que han visto reducida su capacidad o habilidad laboral cualesquiera haya
sido su causa, aun cuando en esta ocasión se limite a las contingencias profesionales (al igual
que ocurre en el art. 2.2.4 RD 860/2018, de 13 de julio); afrontando, por tanto,  la supresión de
cuantas barreras se opusieran a la reintegración y/o acelerando el regreso a su ocupación
cuando esté enfermo.
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2 CRESPÍ FERRIOL, M. M., «Absentismo burocrático: consideraciones críticas al hilo de la reforma de la incapa-
cidad temporal», Trabajo y Empresa, vol. 2, núm. 1, 2013, pp. 140 y 141.
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El precepto cuenta con unos precedentes dignos de destacar, pues la disposición adicional
4.ª RD 1630/2011, de 14 de noviembre, amén de una habilitación para intervenir en la incapa-
cidad de origen profesional y en la reducción de aquella de origen común, también autorizaba
a las mutuas «a participar en la elaboración de procesos y protocolos de reincorporación al tra-
bajo, así como en la reubicación y el rediseño de los puestos de trabajo, en colaboración con la
empresa y sus servicios de prevención y con la participación de los representantes de los tra-
bajadores». En línea, por tanto, con cuanto ya había contemplado la disposición adicional 19
de la Ley 35/2010, de 17 de septiembre, al aludir a planes prácticos en el ámbito de la empresa
definidos con la representación de los trabajadores «que modifiquen las condiciones de trabajo
[y] flexibilicen el cambio de puesto de trabajo de los trabajadores afectados por la enfermedad
común». 

Escaso bagaje, claramente indicativo de que la cuestión dista de constituir una prioridad
para el legislador, quien abandona la iniciativa en manos de las mutuas, dentro de los márgenes
de actuación —más limitados— que hoy en día les confiere la norma, y, sobre todo, de la inicia-
tiva del banco social y económico en la negociación de convenio colectivo.

La consulta en la aplicación REGCON del Ministerio de Trabajo y Economía Social, estable-
ciendo como texto a localizar, de una parte, las referencias «incapacidad temporal Y retorno»,
«incapacidad temporal Y ingreso», «incapacidad temporal y adaptación», y «capacidad dismi-
nuida» bajo el patrón de coincidencia aproximada total (todas las palabras en cualquier orden)
y, de otra, los textos «movilidad por razones de salud» y «adaptación por motivos de salud»
(demandando, en estas dos referencias, una coincidencia exacta), devuelve una respuesta con-
junta de más de 1 800 convenios de cualquier ámbito actualmente vigentes.

Convenientemente depurados en atención al propósito aquí acometido, las muestras obte-
nidas pueden ser calificadas en tres grandes grupos, según su mayor o menor completitud: ini-
ciativas estrictamente puntuales con un variable grado de compromiso de la patronal, programas
destinados al retorno al trabajo de aquellas personas trabajadoras que hayan estado sometidas
a tratamiento de radioterapia y quimioterapia y, por último y localizados en exclusiva en la Ad-
ministración, verdaderos programas aplicables al retorno en el marco dado por una incapacidad
permanente o por cualquier pérdida de aptitud o necesidad de rehabilitación, donde cabrá ubicar
significativamente los procesos de incapacidad temporal.

2.1. La incorporación de medidas aisladas que sirven para facilitar el retorno o man-
tenimiento del trabajo en situaciones en las cuales la salud se ve afectada

La clasificación de las respuestas posibles a la demanda que late bajo este estudio permite
constatar cómo, desde un punto de vista cuantitativo, la más común es la cualitativamente
menos exigente, consistente en medidas aisladas (cuando no remisiones a la ley o futuros
acuerdos3) llamadas a facilitar el regreso o preservar la actividad de quien ha de hacer frente a
un episodio en el cual su salud se ha visto comprometida de manera temporal y definitiva.

Aun cuando no faltan algunas otras iniciativas que tienen que ver con la evaluación de cara
a adoptar las medidas de prevención y/o protección imprescindibles en estos supuestos4, la re-
serva de puesto de trabajo5 o el fomento de la participación de quienes se ven afectados por
cualquier problema que disminuya su capacidad de manera temporal o previsiblemente defi-
nitiva6, una lectura atenta de su contenido permitirá de inmediato comprobar que la referencia
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3 Sirva la muestra ilustrativa del art. 44 CC Ayuntamiento de Llanes (BOP Asturias núm. 182, de 21 de agosto de
2022).
4 Art. 37.13 CC Lufthansa, Líneas Aéreas Alemanas en España (BOE núm. 11, de 12 de enero de 2024).
5 Art. 43.1 CC Refrescos Envasados del Sur, SLU (BOJA núm. 43, de 1 de marzo de 2024).
6 Art. 37.14 CC personal laboral de la Comarca del Jiloca (BOP Teruel núm. 194, de 10 de octubre de 2022).

DL entera 134_Maquetación 1  12/03/25  13:31  Página 36



inmediata de tal tenor viene dada siempre por la relación con la necesaria adaptación del puesto
o la reubicación del trabajador como medidas fundamentales cuya taxonomía lleva a diferenciar
entre, de un lado, aquellas ocasiones en las cuales el beneficio convencional únicamente asiste
a quienes han visto afectada su salud por una contingencia profesional o se extiende a cual-
quiera con independencia de su origen; de otro, a los supuestos en los cuales la cláusula apa-
rece dirigida, bien a la situación derivada de una incapacidad permanente total o parcial, bien
abierta a cualquier otro proceso patológico.

Desde el primero de las perspectivas, y al margen de algunos ejemplos excepcionales en
los cuales la protección ampara únicamente al accidente de trabajo7, la contraposición más fre-
cuente se establece entre contingencias profesionales y cualquiera otras de diferente origen.

A.– Mucho más protector resulta el régimen diseñado para las primeras (bastando para ello
con observar los convenios que únicamente otorgan la preferencia para ocupar los puestos más
adecuados a los provenientes de estas contingencias8, o prevén en favor de los afectados una
reserva de grupos profesionales o de puestos concretos para esta movilidad9). A su amparo
constituye fórmula llamada a cobrar fortuna aquella según la cual «todas aquellas personas tra-
bajadoras que, por accidente de trabajo o enfermedad profesional sufran una discapacidad, ten-
drán preferencia para ocupar los puestos más aptos, en relación con sus condiciones, que
existan en la empresa. En estos casos, el salario que le corresponderá a la persona afectada
en su nueva situación será el asignado a la categoría profesional de que se trate, respetándose
en todo caso el salario que venía disfrutando antes de la incapacidad sobrevenida y los aumen-
tos de antigüedad, que serán calculados sobre la nueva base salarial»10.
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7 Art. 30 CC Comercio de equipos, recambios, componentes y accesorios del Principado de Asturias (BOPA núm.
194, de 9 de octubre de 2023) o art 23 CC Mecanizaciones y Fabricaciones, SA (BOPA núm. 18, de 27 de enero
de 2023).
8 Art. 41 CC Láser Galicia, SL (BOP Pontevedra núm. 125, de 27 de junio de 2024); art. 44 CC Aperitivos y Extru-
sionados, SA (BON núm. 125, de 18 de junio de 2024); art. 27 CC SNA Europe Industries Ibérica, SA (BOP Gui-
puzkoa núm. 101, de 27 de mayo de 2024); art. 72 CC Gelaqui Ibérica, SL, de Milagro (BON núm. 120, de 11 de
junio de 2024) o art. 26 CC Proyectos Onddi, SA (BOP Guipuzkoa núm. 231, de 30 de noviembre de 2023).
9 En alusión a determinados grupos profesionales enteros o puestos concretos como porterías, vigilantes, guardias,
conserjes, etc., art. 16 CC Pastas, papel y cartón (BOE núm. 243, de 11 de octubre de 2023); art. 35 CC Industrias
cárnicas (BOE núm. 187, de 13 de junio de 2022); art. 11 CC Limpieza de edificios y locales de la Comunidad de
Madrid (BOCM núm. 228, de 24 de septiembre de 2022); art. 17 CC Industrias vinícolas de Navarra (BON núm.
85, de 3 de mayo de 2022) o art. 24 m) CC Confiterías, Pastelerías, Masas Fritas y Turrones de Murcia (BORM
núm. 241, de 19 de octubre de 2015).
10 Art. 39 CC Industrias de granjas avícolas y otros animales (BOE núm. 43, de 19 de febrero de 2021); art. 54 CC
Mataderos de aves y conejos (BOE núm. 10, de 29 de diciembre de 2021); art. 38 CC Industria de fabricación de
alimentos compuestos para animales (BOE núm. 280, de 23 de noviembre de 2021). Con distinto literal en el se-
gundo de los incisos, pero igual extensión y consecuencias en cuanto hace a la retribución, art. 29 CC Bellota
Elementos, SLU, y Bellota Agrisolutions (BOE núm. 22, de 26 de enero de 2023); art. 12 CC Galfor, SA (BOP
Orense núm. 249, de 29 de octubre de 2022); art. 63 CC Delafruit, SLU (BOP Barcelona de 5 de agosto de 2022).
Reproduciendo solo el primer párrafo, art. 37 CC Acuicultura (BOE núm. 108, de 3 de mayo de 2024); art. 34 CC
Automoción de Huelva (BOP Huelva núm. 182, de 24 de septiembre de 2024) o art. 46 CC Industria y comercio
del vino de Álava (BOTHA núm. 47, de 21 de abril de 2023). Con otro literal pero igual limitación, entre otros, art.
64 VIII CC Industria de azulejos de la Comunidad Valencia (BOCV núm. 9915, de 14 de agosto de 2024); art. 13
CC Industrias CIMA, SA (BOP Asturias núm. 85, de 5 de mayo de 2023); art. 15 CC Regional de sidra del Princi-
pado de Asturias (BOP Asturias núm. 35, de 21 de febrero de 2013) o art. 17 CC Entidad Pública Empresarial
Diario Lanza (BOP Ciudad Real núm. 108, de 6 de junio de 2022). En las pocas ocasiones en que se aborda la
cuestión, las posiciones en torno a la relación entre la retribución derivada de la reubicación y la pensión a recibir
lleva a igual conclusión,  pues si bien en algún supuesto se establece que la suma de sus haberes en el nuevo
destino y la pensión debe llevar a percibir la misma cantidad que en el anterior puesto [Art. 39 CC Ayuntamiento
de Somiedo (BOPA núm. 52, de 16 de marzo de 2023)], en otros el planteamiento lo es a la inversa y se afirma
que no puede haber reducción del salario como consecuencia de haber estado recibiendo una prestación [CC
Entidad Pública Empresarial Diario Lanza (BOP Ciudad Real núm. 108, de 6 de junio de 2022)].
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B.– Sin perjuicio de la asimilación en el tratamiento que en ocasiones se dispensa a las con-
tingencias de origen «común pero de larga duración»11, otro cuantioso número de convenios se
extiende a los supuestos con causa en una enfermedad cualquiera que sea su origen, o en —
literal llamada a repetirse— el «desgaste físico natural como consecuencia de una dilatada vida
al servicio de la empresa»12; también referida como «motivos de edad, disminución de facultades
y otras causas similares»13 o a «cualquier otro motivo»14. Admitiendo, así, formulaciones tan
abiertas como cuantas solo demandan un deterioro que obedece «a causas no imputables al
trabajador ni externa a la empresa»15; «deficiencias o reducción de las condiciones físicas [que]
supongan una disminución del rendimiento normal»16 o que, a sus resultas, «no pueda realizarse
sin riesgo para la salud de la tarea habitual»17; en última muestra —e importante orientación
preventiva—, «sin merma de la capacidad, pero que pudiera resultar perjudicado en su
salud»18, o «de manera preventiva y antes de llegar a una capacidad disminuida» en favor de
quienes desarrollan trabajos penosos19.

Como elemento de contraste, y con independencia del origen, mientras que en algunos su-
puestos se exige expresamente que no obre el reconocimiento de una incapacidad permanente
parcial o total20 o precisamente haya sido denegada la petición a tal efecto, en otros no basta con
la presencia de una contingencia profesional, sino que se exige como consecuencia la declaración
de incapacidad permanente21, lo cual mueve a examinar la segunda variante de clasificación.

De atender a la existencia o no de una calificación administrativa de la incapacidad, dos son
los escenarios en presencia:

1. En los supuestos en los cuales mediara una declaración de incapacidad permanente (a
veces solo total22, en otras únicamente parcial23, pero en la mayoría de las ocasiones haciendo
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11 Art. 70 CC Industria siderometalúrgica de A Coruña (BOP A Coruña núm. 146, de 3 de agosto de 2022) o art.
39 CC Rodicut Industry, SAU (BOP Pontevedra núm. 90, de 11 de mayo de 2023).
12 Art. 54 CC Metalgráfica y de fabricación de envases metálicos (BOE núm. 172, de 19 de julio de 2022); art.
6.2.2 CC Artes gráficas, manipulados de papel, manipulados del cartón, editoriales e industrias auxiliares (BOE
núm. 245, de 13 de octubre de 2023); art. 31 VIII CC Santa Bárbara Sistemas, SA (BOE núm. 47, de 22 de febrero
de 2024); art. 27 c) TI Group Automotive Systems, SA,  Brake & Fuel (BOP Zaragoza núm. 68, 21 de marzo de
2023) o art. 31 c) CC Urbaser, SA (BOP A Coruña núm. 222, de 23 de noviembre de 2022).
13 Art. 14 CC Industria Química del Nalón, SL (BOPA núm. 151, de 7 de agosto de 2023); con similar alusión que
incluye la edad, art. 38 CC Industria salinera (BOE núm. 17, de 19 de enero de 2018); art. 53 CC Industria del cal-
zado (BOE núm. 85, de 10 de abril de 2023) o art. 25 CC Transporte urbano de personas por carretera de Segovia
(BOP Segovia núm. 56, de 10 de mayo de 2023).
14 Art. 49 CC Gestión Ambiental de Castilla-La Mancha, SA (BOCM núm. 49, de 10 de marzo de 2023).
15 Art. 21 CC Preparados alimentarios y productos dietéticos de la Comunidad Autónoma de Cataluña (BOGC
núm. 8930, de 6 de junio de 2013).
16 Art. 10 CC Sinifo Instalaciones y Telecomunicaciones, SL (BOE núm. 86, de 11 de abril de 2022).
17 Art. 51.2 b) CC Instituto Andaluz del Patrimonio Histórico (BOJA núm. 41, de 2 de marzo de 2022).
18 Art. 8 VII CC General de la construcción (BOE núm. 228, de 23 de noviembre de 2023).
19 Art. 13.2 Ayuntamiento de Almodóvar del Campo (BOP Ciudad Real núm. 15, de 22 de enero de 2024).
20 Art. 21 CC Preparados alimentarios y productos dietéticos de la Comunidad Autónoma de Cataluña (BOGC
núm. 8930, de 6 de junio de 2023); art. 36. 11 CC Ayuntamiento de Conil (BO Cádiz núm. 170, de 6 de septiembre
de 2023); art. 10.1 V CC Centrales Nucleares Almaraz-Trillo, AIE (BOE núm. 36, de 11 de febrero de 2021) o art.
46 CC European Air Transport Leipzig, GMBH, sucursal en España (BOE núm. 118, de 15 de mayo de 2018); art.
54 CC La Voz de Galicia (BOE núm. 54, de 21 de noviembre de 2019) o art. 61 CC La Verdad de Multimedia, SA
(BORM núm. 108, de 11 de mayo de 2024).
21 Art. 64 VII CC Industria de azulejos de la Comunidad Valenciana (DOCV núm. 9915, de 14 de agosto de 2024).
22 Art. 34 CC UTE Cepsa, SA, Centro de Almonte (BOP Huelva núm. 231, de 3 de diciembre de 2022). 
23 Art. 27 CC Siemens Enterprise Communications, SA (BOE núm. 24, de 28 de enero de 2023); art. 46.3 f) CC
Distribución Integral Logística, SAU (BOE núm. 232, de 27 de septiembre de 2022); art. 37 CC Aigües i Saneja-
ments d’Elx, SA (BOP Alicante núm. 116, de 20 de junio de 2022); art. 125 bis 2 CC Empresas vinculadas a Tele-
fónica España, SAU; Telefónica Móviles España, SAU y Telefónica Soluciones de Informática y Comunicaciones,
SAU (BOE núm. 18, de 21 de enero de 2016).
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referencia a ambas –aunque cuando puede que con un régimen diferenciado24—), y deman-
dando siempre que la configuración del nuevo lugar de trabajo o puesto resulte acorde tanto a
las condiciones físicas como a la aptitud profesional del trabajador o trabajadora, dos plantea-
mientos separan de manera nítida las decisiones diseñadas en la negociación: de un lado, cuan-
tos configuran la adaptación a un nuevo puesto de trabajo como una posibilidad o mera
alternativa de la empresa, condicionada a que las necesidades organizativas y productivas o
de servicio lo permitan25, la entidad no renuncie a la extinción por causas objetivas o a ello con-
duzca la gestión de su recolocación —de acuerdo con los representantes— al considerarla fac-
tible26; por otro, cuantos consideran que se trata de un verdadero derecho de la persona
trabajadora no solo si se trata de una incapacidad permanente total de carácter suspensivo o
parcial —como siempre se recoge—27, sino también si atañe a una incapacidad puramente tem-
poral28.

En este último supuesto, no obstante, también cabrá apreciar una variedad en la intensidad
del compromiso —que se extiende de manera ciertamente anómala en su  formulación a los
supuestos en los cuales la declaración de incapacidad permanente quedara sin efecto por me-
joría29—, pues va desde el menos exigente a partir de la cual el empleador «facilitará si hubiere
puesto vacante»30, «ubicará cuando el puesto no este ocupado»31 o «dará ocupación siempre
que no suponga incremento de plantilla y tenga financiación adecuada»32, a unos términos más
concluyentes relativos a que la persona trabajadora «tendrá derecho», «tendrá la opción», «será
ocupada», o el empresario «deberá» o «se compromete». Mayor compromiso, por ende, aun
cuando en ocasiones las previsiones convencionales limitan a un número máximo los posibles
beneficiarios33, o llevan a estar y pasar por un nuevo contrato previa inscripción en la Oficina de
Empleo en el registro de discapacitados (si bien reconociendo al afectado la antigüedad a los
efectos del cálculo de la indemnización por despido cuando procediera)34, y que en las situa-
ciones en las cuales se muestra mayor sensibilidad pasan por intentar adaptar el puesto que
venía desarrollando hasta la fecha, y, únicamente cuando ello no fuera factible, ubicar al desti-
natario de la garantía en otro lugar apropiado35.
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24 Así, la tendencia muy extendida, a través de una fórmula incorporada con el mismo tenor a distintos convenios,
en virtud de la cual en la incapacidad permanente parcial se efectuará la adaptación sin disminución del grupo
profesional, mientras que en el supuesto de la total la obligación  se limita a procurarlo y no obra la garantía de
clasificación mentada; art. 17 CC Electronic Trafic, SA (BOPA núm. 124 de 26 de junio de 2024); art. 17 CC Servicio
de Tráfico de la UTE Gijón Tráfico en Gijón (BOPA núm. 106, de 5 de junio de 2023) o art. 23 CC Mayoristas de
alimentación de Asturias (BOPA núm. 224, de 22 de abril de 2022). Para el supuesto de revisión de la total se
sigue igual preferencia, mientras que, en la parcial, hasta tanto no haya vacante adecuada, la relación quedará
en suspenso en art. 9 CC Cementos Alfa, SA (BOP Cantabria núm. 41, de 28 de febrero de 2023).
25 Art. 18.1.º a 3.º CC Industrias siderometalúrgicas de Toledo (BOP Toledo núm. 69, de 8 de abril de 2022).
26 Art. 57 CC Synectic, Tecnologías de la Información, SA (BOP Barcelona de 7 de septiembre de 2023).
27 Art. 16 CC Costa Salud, SL, Centro de trabajo Arévalo (BOP Ávila núm. 9, de 16 de enero de 2023).
28 Como ejemplo saliente de la contraposición, sirva el proporcionado por el art 50.2 CC Aguas y Saneamientos
de Axarquía, SAU (BOP Málaga núm. 6, de 9 de enero de 2024) o, con una graduación que lleva a la de adaptación
del propio puesto o adscripción a uno de igual categoría o a otro de distinta categoría, art. 31.2 CC Ayuntamiento
de Baltanás (BOP Palencia núm. 74, de 21 de junio de 2023).
29 Disposición final 5.ª CC Daorje, SLU en su centro de Alcoa (BOP Lugo núm. 246, de 26 de octubre de 2023).
30 Art. 60 CC Establecimientos sanitarios de hospitalización y asistencia privada de Aragón (BOE Aragón núm.
201, de 17 de octubre de 2002).
31 Art. 33 CC Urbaser, SA (RSU Mairena de Aljarafe) (BOP Sevilla núm. 43, de 22 de febrero de 2023). 
32 Art. 50 CC Pompas fúnebres y tanatorios de la provincia de Huelva (BOP Huelva núm. 136, de 18 de julio de 2023).
33 Dos trabajadores en el Art. 49 CC Prezero, SAU para el Ayuntamiento de A Coruña (BOP A Coruña núm. 121,
de 15 de septiembre de 2022).
34 Art. 26 CC Comisiones Obreras de las Islas Baleares (BOIB núm. 121, de 15 de septiembre de 2022).
35 Art. 22 Tedcom Ingeniería Aeronáutica, SL (BOP Cádiz núm. 232, de 7 de diciembre de 2023); art. 50.2.º CC
Aguas y Saneamientos de Axarquía, SAU (BOP Málaga núm. 6, 9 de enero de 2024); art. 84 CC Agencia Andaluza
de Cooperación Internacional para el Desarrollo (BOP Sevilla núm. 150, de 1 de junio de 2022) o art. 27 CC Ayun-
tamiento de la Puebla de los Infantes (BOP Sevilla núm. 187, de 13 de agosto de 2022).
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La diferencia es trascendental, pues mientras cuando se trata de una mera posibilidad total-
mente discrecional o sometida a algún tipo de condicionante (fundamentalmente la existencia
de una vacante y la compatibilidad del estado físico o psíquico del afectado con las tareas a
desempeñar) la cuestión se ceñirá a probar si la justificación proporcionada es adecuada y sa-
tisfactoria, los mayores problemas jurídicos se suscitarán cuando la obligación patronal, y el co-
rrelativo derecho de la persona trabajadora, son incondicionados. Una primera línea de
interpretación llegó a entender que, en tal caso, la persona trabajadora debía continuar perci-
biendo su salario hasta tanto el derecho se hiciera efectivo36; sin embargo, con posterioridad —
y sin desdecir expresamente tal criterio—, surge una jurisprudencia cuyo literal se reitera casi
sacramentalmente para proclamar que no cabe aludir a una efectividad del derecho a la reco-
locación que nazca de forma automática, pues «si no existe plaza vacante adecuada a las con-
diciones del trabajador (…) es patente que nos hallamos ante una obligación de imposible
ejecución a la fecha de la reclamación». De igual modo, «no cabe extremar la interpretación
del precepto por el hecho de que no se prevea expresamente la supeditación del derecho a la
existencia de vacante de características adecuadas al trabajador [, pues] sería necesario para
que el efecto pretendido, creación de un puesto ad hoc, se produjera, que el mismo se hallara
expresamente previsto  en la norma a cuyo aparo se postula la incorporación», y cuanto suele
ocurrir es que «el precepto establezca una sola garantía, la incorporación a un puesto de trabajo
que no aparece completada con otras, ya afecten a la composición de la plantilla con alteración
de la misma, ya sustituyan la obligación por compensación, pues esto último haría necesario el
previo diseño de un puesto de trabajo, aunque no alcanzara efectividad, a fin de fijar la remu-
neración que le corresponda»37.

Esta movilidad de puesto en beneficio del interesado38 llevará aparejado, en su caso, el opor-
tuno cambio en la clasificación profesional y la consiguiente novación a otras condiciones labo-
rales y económicas39. No obstante, esporádicamente se establece, como mejora personal, que
«mantendrá la retribución y condiciones que correspondan al puesto en el que trabajaba pre-
viamente»40, o que la supresión de los complementos y retribuciones voluntarias únicamente
podrá tener lugar si la suma del nuevo salario y la prestación de Seguridad Social es superior
por todos los conceptos a cuanto percibía antes de la incapacidad41. Con igual lógica, habrá de
quedar excluido de la póliza que cubre la mejora voluntaria y del derecho a reclamar cantidad
alguna por el concepto de incapacidad si hubiera cobrado tal importe; con la excepción, claro
está, de una nueva situación derivada del accidente protegido42.

2. Cuando la atención se centra en la adaptación del puesto o reubicación de la persona por
genéricos motivos de salud, las previsiones convencionales abren aún más el abanico de res-
puestas a las que, mutatis mutandis, también resultará de aplicación la doctrina judicial arriba
reseñada. Así,  en un extremo, aumenta el porcentaje de supuestos en los cuales el empresario
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36 STS 21 marzo 2000 (rec. 1324/2000).
37 STS 4 abril 2006 (rec. 360/2006); consolidando doctrina, SSTS 1 julio y 3 noviembre 2009 (recs. 2826/2008 y
4314/2008) o 12 julio 2010 (rec. 4460/2009). Tesis acogida por los Tribunales Superiores, que reciben total o par-
cialmente su tenor; por ejemplo, SSTSJ Madrid 3 junio 2011 (rec. 869/2011) y 4 abril 2017 (rec. 115/2017), Cas-
tilla-La Mancha 11 octubre 2012 (rec. 1035/2012), Castilla y León/Burgos 18 diciembre 2013 (rec. 656/2013),
Canarias/Sta. Cruz de Tenerife 27 marzo 2016 (rec. 1188/2016) y 11 mayo 2022 (rec. 749/2021), Andalucía/Gra-
nada 9 enero 2020 (rec. 815/2019) o Andalucía/Sevilla 25 octubre 2024 (rec. 3566/2021).
38 De ahí que algunos convenios recalquen la necesidad de que el desempeño de las nuevas tareas «no menos-
cabe la dignidad del trabajador», art. 49 CC Prezero, SAU, para el Ayuntamiento de A Coruña (BOP A Coruña
núm. 215, de 14 de noviembre de 2022).
39 Art. 18.3º CC Industrias siderometalúrgicas de Toledo (BOP Toledo núm. 69, de 8 de abril de 2022) o art. 26.2º
CC Comisiones Obreras de las Islas Baleares (BOIB núm. 121, de 15 de septiembre de 2022).
40 CC Tedcom Ingeniería Aeronáutica, SL (BOP Cádiz núm. 232, de 7 de diciembre de 2023).
41 Art. 57 CC Synectic, Tecnologías de la Información, SA (BOP Barcelona de 7 de septiembre de 2023).
42 Art. 49.2º CC Prezero, SAU, para el Ayuntamiento de A Coruña (BOP A Coruña núm. 215, de 14 de noviembre
de 2022).
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dispone de la facultad para adoptar algún tipo de medida, dejando expedito el camino a que
decida —o no— el traslado como «acción derivada de aspectos preventivos (por ejemplo, salud
de la persona y su adaptación al puesto)»43, o cualquier otra iniciativa ordenada a proporcionar
una ocupación acorde con las capacidades de la persona afectada, prevaleciendo verbos y ex-
presiones como «procurará»44, «podrá acudir»45, «tendrá la opción»46 «se estudiará»47, «tendrán
preferencia»48, «podrán ser adscritos»49. Mayor flexibilidad en favor del empresario que, a veces,
viene acompañada de la facultad de someter al trabajador a una prueba de capacitación50; como
contrapartida, en la mayor parte de ejemplos que se han localizado, la eventual ubicación en
un puesto de nivel o grupo inferior viene acompañada de garantías en la remuneración51 y, en
todo caso, la reubicación habrá de contar con la garantía de una adecuada formación si fuera
precisa para desempeñar las nuevas tareas52.
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43 Art. 35 a) 5.º CC Aiala Vidrio, SAU (BOTHA núm. 9, de 23 de enero de 2023).
44 Art. 6. 1.º CC Guardián Llodio Uno, SL (BOTHA núm. 12, 29 de enero de 2024); disposición adicional 5ª CC
Más Cerca, SMA (BOP Mälaga núm. 10, de 17 de enero de 2023); art. 25.2.º CC personal laboral de la Comarca
del Jiloca (BOP Teruel núm. 94, de 10 de octubre de 2022); art. 26 CC Eulen Servicio de Sociosanitarios, SA
(BOP Guipuzkoa núm. 24, de 6 de febrero de 2023); art. 10 CC Elis Manomatic, SA (BO Bizkaia núm. 131, de 11
de julo de 2022); art. 22.3 CC Conservas y salazones de pescado de Bizkaia (BO Bizkaia núm. 61, de 30 de
marzo de 2022); art. 50 CC Hostelería y turismo de Toledo (BOP Toledo núm. 1,  de 2 de enero de 2023); o art.
56 CC Ayuntamiento de Alfamén (BOP Zaragoza núm. 215, de 19 de septiembre de 2022).
45 Art. 17.4 CC Industrias transformadoras de materias plásticas de la provincia de Alicante (BOP Alicante núm.
71, de 15 de abril de 2024).
46 Art. 29 CC Siemens Healthcare, SLU (BOE núm. 79, de 30 de marzo de 2024).
47 Fórmula casi ritual incorporada a los convenios de bastantes Ayuntamientos de la provincia de Zaragoza y que
aparece, por ejemplo, en el art. 48 CC Entidad local menor de Ontanar de Salz (BOP Zaragoza núm. 79, 4 di-
ciembre de 2021) o art. 55 CC Ayuntamiento de Remolinos (BOP Zaragoza núm. 183, de 10 de agosto de 2020).
48 Art. 35 CC Metalships & Docks, SAU (BOP Pontevedra núm. 212, de 3 de noviembre de 2023).
49 Disposición adicional 5ª CC Más Cerca, SMA (BOP Málaga núm. 10, de 17 de enero de 2023); disposición tran-
sitoria 1ª CC Ayuntamiento de Málaga (BOP Málaga núm. 74, de 2 de agosto de 2022) o art. 8.4 CC Ingeniería
de los Suelos y Explotaciones de Recursos, SA (INSERSA) (BOP Huelva núm. 20, de 29 de enero de 2024).
50 Art. 25.2.º CC personal laboral de la Comarca del Jiloca (BOP Teruel núm. 94, de 10 de octubre de 2022).
51 En este sentido, la fórmula más común viene dada por una declaración a partir de la cual se garantiza el respeto
al salario anterior. Entre más, por ejemplo, art. 17.4 CC Industrias transformadoras de materias plásticas de la
provincia de Alicante (BOP Alicante núm. 71, de 18 de abril de 2024); art. 25 CC Trasportes urbanos de personas
por carretera de Segovia (BOP Segovia núm. 56, de 10 de mayo de 2023); art. 16 b) CC Industrias Cima, SA
(BOP Asturias núm. 85, de 5 de mayo de 2023); art. 27 c) CC TI Group Automotive System, SA, Brake & Fuel
(BOP Zaragoza núm. 68, de 25 de 2023); art. 15 CC Regional de sidra del Principado de Asturias (BOPA núm.
35, de 21 de febrero de 2023); art. 26 CC Eulen Servicios Sociosanitarios (BOP Guipuzkoa núm. 24, de 6 de fe-
brero de 2023) o art. 7 CC Frissa Finalidad Social, SL (BOP Málaga núm. 164, de 20 de agosto de 2022).
En otras ocasiones se mantiene el salario anterior, pero solo durante un plazo determinado, art. 16 CC Krosaki
AMR Refractarios, SA (BOP Guipuzkoa núm. 180, de 18 de septiembre de 2023); o hasta que opere la compen-
sación y absorción por los incrementos en el salario del nuevo puesto en el art. 6.1 CC Valoriza Servicios Me-
dioambientales, SA (BOCM núm 26, de 8 de noviembre de 2022) o en el art. 46.3 f) CC Distribución Integral
Logística, SAU (BOE núm. 232, de 27 de septiembre de 2002).
Garantizando solo el salario base, pero con los complementos del nuevo puesto de trabajo, art. 50 CC Hostelería
y turismo de Toledo (BOP Toledo núm. 1, de 2 de enero de 2024); art. 37 CC Aigües i Sanejamts d’Elx, SA (BOP
Alicante núm. 116, de 20 de junio de 2022); o art. 10 CC Sinifo Instalaciones y Telecomunicaciones, SL (BOE
núm. 86, de 11 de abril de 2022). Con garantía, no obstante, de una indemnización si el destino es otra categoría
inferior, art. 14 CC Residuos Urbanos (BOP Jaén núm. 11, de 18 de enero de 2023).
Aclarando que solo se garantiza el beneficio si el cambio proviene de una contingencia profesional, art. 36.1 CC
Ayuntamiento de la Victoria (BOP Córdoba núm. 8, de 28 de abril de 2022), motivo por el cual la persona traba-
jadora pasa a tener la retribución propia del nuevo puesto, art. 8.6 CC Ingeniería de Suelos y Explotaciones de
Recursos, SA (INSERSA) (BOP Huelva núm. 20, de 29 de enero de 2024); art. 31 c) CC Group Automotive, SA
(BOP Barcelona de 26 de mayo de 2023) o art. 24 CC FCC Medioambiente, SAU, Centro de Galapagar (BOCM
núm. 240, de 8 de octubre de 2022).
52 Art. 6.2.º CC Guardián Llodio Uno, SL (BOTHA núm. 1, de 29 de enero de 2024).
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En un grado superior de carácter vinculante se declara la preferencia (que llega a ser califi-
cada como «absoluta» si la patología es de origen profesional53) para ocupar un puesto ade-
cuado a la capacidad y estado de salud de la persona afectada54. Criterio que completar, como
fueran varias las interesadas, por el que concede prioridad a quienes perciban subsidios o pen-
siones inferiores al salario mínimo interprofesional y vigente y, de subsistir la igualdad, en aten-
ción a la antigüedad y al número de hijos menores o discapacitados55.

En el otro extremo se mantiene la obligatoriedad de la medida («procederá»56, «será desti-
nado»57, «tendrá derecho»58, «realizará»59, «se le asignará»60, «estará obligada»61, «será ads-
crito»62) y debiendo adaptar el puesto o reubicar al trabajador en otro destino más acorde con
sus facultades. Medida acompañada de algunas previsiones puntuales de interés, lo cual enri-
quece su contenido, entre las cuales cabría destacar, por ejemplo, la concesión de un periodo
razonable de adaptación63 —incluida la formación oportuna a tal fin—64, o la incorporación de
la movilidad geográfica como derecho en favor del trabajador cuando con el cambio de localidad
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53 Art. 22 ter III CC Transporte y Trabajos aéreos con helicópteros, su mantenimiento y reparación (BOE núm.
189, de 10 de julio de 2020); proclamando su carácter «absoluto», pero para todos los que han visto cómo su ca-
pacidad disminuye, art. 119.2 Finanzauto, SA (BOE núm. 107, de 5 de mayo de 2022). Manifestando la preferencia,
sin otro adjetivo, en favor de este colectivo, art. 21 CC Industrias de curtido, correas y cueros industriales y curtición
de pieles para peletería (BOE núm. 69, de 22 de marzo de 2023) o art. 52.1 CC Industria del calzado (BOE núm.
85, de 10 de abril de 2023).
54 Art. 13 CC Al Air Liquide España, SA y Air Liquide Ibérica de Gases, SLU (BOE núm. 290, de 5 de diciembre de
2023); art. 39 CC Rodicut Industry, SAU (BOP Pontevedra núm. 90, de 11 de mayo de 2023); art. 35 CC Talleres
Mecánicos del Sur, SA (BOP Huelva núm. 64, de 4 de abril de 2023); art. 51 CC Gestamp Vigo, SA (BOP Ponte-
vedra núm. 2, de 3 de enero de 2022); art. 42 CC Persan, SA (BOP Sevilla núm. 273, de 25  de noviembre de
2022) o art. 30 CC Avanza Movilidad Integral, SL (BOP Ávila núm. 148, de 2 de agosto de 2022).
55 Art. 6. 2.2 CC Artes gráficas, manipulados del papel, manipulados de cartón, editoriales e industrias auxiliares
(BOE núm. 245, de 13 de octubre de 2023); art. 6.2.2. Westrock Packaging Systems Spain, SL (BO Bizkaia núm.
106, de 3 de junio de 2022); art. 22.3 CC Conservas y salazones de pescado de Bizkaia (BO Bizkaia núm. 62, de
30 de marzo de 2022) o art. 13.5 CC General industria química (BOE núm. 191, de 8 de agosto de 2018).
56 Art. 27.1 c) CC Itron Spain, SLU (BOP Barcelona de 27 de julio de 2022).
57 Exigiendo la tramitación de expediente, en el cual intervendrá la comisión de seguimiento del convenio, así
como informes de los órganos competentes de la administración y de la mutua aseguradora convenida por el
Ayuntamiento, art. 13 CC Ayuntamiento del Viso del Marqués (BOP Ciudad Real, núm. 110, de 7 de junio de
2024).
58 Art. 21.1 CC Preparados alimentarios y productos dietéticos de la Comunidad Autónoma de Cataluña (DOGC
núm. 8930, de 6 de junio de 2023) o art. 126 CC Diputación Foral de Bizkaia e Instituto Foral de Asistencia Social
(BO Bizkaia núm. 106, de 4 de junio de 2018).
59 Art. 64 CC Museo del Prado (BOE núm. 142, de 16 de junio de 2023).
60 Art. 34 CC Hostelería de Cuenca (BOP Cuenca núm. 24, de 24 de febrero de 2023).
61 Supeditándola, no obstante, a la existencia de vacante adecuada, art. 49.1 CC Gestión Ambiental de Castilla-
La Mancha, SA (BOCLM núm. 49, de 10 de marzo de 2023).
62 Art. 37.1. CC Ayuntamiento de Alcalá de los Gazules (BOP Cádiz núm. 243, de 26 de diciembre de 2023).
63 «Este periodo se fijará, en cada caso y de mutuo acuerdo, en el preceptivo proceso de negociación entre las
partes, teniendo en cuenta la importancia de las modificaciones operadas y las condiciones particulares de los
trabajadores y trabajadoras afectados. En todos los casos, si la modificación afectase al sistema de retribución,
por cantidad o calidad de trabajo, se establecerá un periodo mínimo de 3 meses, durante el cual se abonará a la
persona afectada, como mínimo, la media de los complementos por cantidad o calidad de trabajo que hubiese
percibido en los 6 meses laborales anteriores a la modificación, salvo que, de la aplicación del nuevo sistema, se
dedujeran cantidades superiores, en cuyo caso se aplicarán estas», conforme reza el tenor del art. 59 CC VII In-
dustrias de ferralla (BOE núm. 41, de 16 de febrero de 2024). Como ocurría en la adaptación por incapacidad
permanente, también aquí las opciones sobre el salario son muy variadas, pudiendo servir de contraste la previsión
a partir de la cual  «en estos supuestos se respetará el salario de la categoría profesional ostentada por el pro-
ductor afectado por el traslado, aplicándose, en cuanto a las demás condiciones económicas, las que rijan para
el nuevo puesto»; en este sentido, art. 27.2 CC Itron Spain, SLU (BOP Barcelona de 27 de julio de 2022) o art.
37.2.º CC Ayuntamiento de Alcalá de los Gazules (BOP Cádiz núm. 243 de 26 de octubre de 2023).
64 Art. 64.2 CC Museo del Prado (BOE núm. 142, de 16 de junio de 2023).
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se vea favorecido el tratamiento de rehabilitación65, e incluso la recepción de la edad como
factor que otorga igual derecho de movilidad66.

Nota destacada a lo largo de tantos preceptos, es la escasa participación reconocida de ma-
nera expresa a los representantes de las personas trabajadoras, no en vano —y además de
las previsiones ya mentadas— son excepcionales las llamadas a establecer la extensión nu-
mérica o porcentual del beneficio cuando este aparece así limitado67, la exigencia de informe o
dictamen preceptivo con carácter previo a la decisión68 (cuando no el necesario acuerdo al
efecto69 ) o la intervención para buscar soluciones a los problemas que pueden acompañar el
procedimiento70. Sirva esta llamada de atención para rectificar con tiento.

2.2. El retorno al trabajo de los pacientes con cáncer. El éxito convencional de un mo-
delo-tipo de afrontamiento

Con la extensión limitada a un conjunto muy concreto de procesos patológicos, tanto si con-
llevan baja en el trabajo —y aparentemente apertura de la prestación de incapacidad tempo-
ral— como si su abordaje fuera posible sin necesidad de una suspensión de la actividad,
procederá dejar noticia de la preocupación cada vez más presente en la negociación colectiva
por los tratamientos de quimioterapia y radioterapia y su incidencia sobre la relación laboral.

Aun cuando las dificultades para mantener y retornar al trabajo varían de manera sustancial
en función del tipo de cáncer o la vía médica destinada a afrontarlo71, y habrían de mover a dis-
cernir entre una variada gama de iniciativas ordenadas a romper las barreras que lleven a un
reingreso exitoso y pongan coto al riesgo de exclusión laboral y social72, los convenios colectivos
han centrado su atención casi en exclusiva en la adaptación del tiempo de trabajo73.
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65 «Para hacer efectivo su derecho de protección a la salud, los trabajadores con discapacidad que acrediten la
necesidad de recibir fuera de su localidad un tratamiento de rehabilitación, físico o psicológico relacionado con su
discapacidad, tendrán derecho preferente a ocupar otro puesto de trabajo, del mismo grupo profesional, que la
empresa tuviera vacante en otro de sus centros de trabajo en una localidad en que sea más accesible dicho tra-
tamiento, en los mismos términos y condiciones establecidos para las trabajadoras víctimas de violencia de género
y para las víctimas del terrorismo»; así, art. 17.6.º CC Agencias de Viajes (BOE núm. 210, de 2 de septiembre de
2023).
66 Art. 37 CC Ayuntamiento de Alcalá de los Gazules (BOP Cádiz núm. 243, de 26 de diciembre de 2023); exigiendo
acuerdo entre las partes y consulta a los representantes de los trabajadores, art. 24 in fine CC Centros y servicios
de atención a personas con discapacidad de Álava (BOTHA núm. 15, de 5 de febrero de 2024); con necesidad
de informe de los servicios médicos correspondientes, art. 26 CC Ayuntamiento de Alfamén (BOP Zaragoza núm.
215, de 19 de septiembre de 2022).
67 Art. 36.3 CC Ayuntamiento de la Victoria (BOP Córdoba núm. 80, de 28 de abril de 2022).
68 Art. 7 CC Fissa Finalidad Social, SL (BOP Málaga núm. 164, de 26 de agosto de 2022).
69 Art. 33 CC Ayuntamiento de Cabrales (BOPA núm. 149, de 3 de agosto de 2022).
70 Art. 11 CC Fomento de Benicasim (BOP Alicante núm. 149, de 3 de agosto de 2022).
71 Una amplia descripción en LÓPEZ-GUILLÉN GARCÍA, A. y VICENTE PARDO, J. M., «Dificultades de retorno
al trabajo tras cáncer de mama», Medicina y Seguridad del Trabajo, vol. 66, núm. 258, 2020, en especial pp. 58-
61 o MAGNAVITA, N. et alii, «Supporting return to work after breast cancer: A mixed method study», Healthcare,
vol. 11, núm. 16, 2023, p. 2343.
72 TIKKA, C. y VERVEEK, J., Rehabilitación y reincorporación al trabajo después del cáncer, Agencia Europea
para la Seguridad y Salud en el Trabajo, Bilbao, 2017; VICENTE PARDO, J. M. y LÓPEZ-GUILLÉN GARCÍA, A.,
«Cáncer en la población trabajadora. Incapacidad y riesgo de exclusión laboral y social», Medicina y Seguridad
del Trabajo, vol. 64, núm. 23, 2018, en especial pp. 371-373.
73 Su conjugación con otras variables locativas o funcionales en GUILLÉN SUBIRÁN, C., «De vuelta al trabajo:
rehabilitación y recuperación», Gestión Practica de Riesgos Laborales, vol. 164, núm. 57, 2017, pp. 3 y 4; LÓPEZ
BARÓN, F., «Protocolo de adaptación gradual y progresiva al puesto de trabajo después de un periodo de baja
de muy alta duración», Revista de Trabajo y Seguridad Social (CEF), núms. 425-426, 2018, pp. E-11 y E.12 o
INSTITUTO NACIONAL SEGURIDAD Y SALUD EN EL TRABAJO (INSST): Return to work after a breast cancer
diagnosis. Enhabling factors and barriers: Executive summary, INSST, Madrid, 2024.
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De este modo, en ocasiones sencillamente se contempla la reducción de la jornada en un
porcentaje dado, sin disminución de la retribución, mientras dure el tratamiento oncológico frente
a tumores malignos, melanomas y carcinomas74; en otros, esta minoración se aplica a la finali-
zación de los tratamientos de radiología o quimioterapia, «para contribuir a la plena recuperación
en estos procesos de especial dificultad», extendiéndose durante el mes siguiente al alta mé-
dica, con derecho a la totalidad de los emolumentos en un porcentaje decreciente de la jornada
a medida que trascurran las semanas75.

Al lado de estas disposiciones escuetas, y con variantes de menor detalle, se alza la repro-
ducción literal de cuanto ya constituye un verdadero protocolo a seguir en estas ocasiones, to-
mando como modelo el que en su día se adoptó a través de la Resolución de 25 de noviembre
de 2015 de la Secretaria de Estado de Administraciones Públicas, mediante la cual se añadió
un epígrafe 6 al apartado 8 de la Resolución de 2012, hoy mantenido como epígrafe 7 del apar-
tado 8 en la Resolución de 28 de febrero de 2019.

Su literal puede ser sistemáticamente compendiado en los siguientes aspectos relevantes,
que recibe tal cual la negociación colectiva en el sector público76:

1.º– «Los empleados o empleadas públicos que se reincorporen al servicio activo a la fina-
lización de un tratamiento de radioterapia o quimioterapia, podrán solicitar una adaptación
cuando la misma coadyuve a la plena recuperación funcional de la persona o evite situaciones
de especial dificultad o penosidad en el desempeño de su trabajo». Lejos de un derecho sub-
jetivo puro, que no exigiría sino la simple acreditación de la enfermedad, la baja y el tratamiento
médico específicamente enunciado, la precisión introduce un sesgo de discrecionalidad que
habrá de llevar a constatar por la entidad o servicio competentes que la medida es realmente
necesaria en el caso concreto77.
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74 Contemplando una reducción del 25 % de la jornada, art. 18.5 CC Grupo Asegurador Reale, SA (BOE núm.
259, de 30 de octubre de 2023).
75 Con una reducción del 50 % las dos primeras semanas, un 20 % la tercera y un 10 % hasta el cumplimiento del
mes, el art. 60 p) CC Agencia del Medicamento y Agua de Andalucía (BOJA núm. 245, de 20 de diciembre de
2018).
76 Su reproducción en art. 9.3 CC Ayuntamiento de Conil de la Frontera (BOP Cádiz núm. 170, de 6 de septiembre
de 2023); art. 43 CC personal laboral de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón (BOA núm. 94,
de 10 de mayo de 2023); art. 31.5 CC Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (Centro de Trabajo
de Barcelona) (BOP Barcelona de 17 de febrero de 2023); art. 30.6 CC Comisión de los Mercados y la Compe-
tencia (BOCM núm. 24, de 28 de enero de 2023); art. 13 CC personal laboral de la Comarca de Jiloca (BOP Teruel
núm. 194, de 10 de octubre de 2022); art. 31 CC Ayuntamiento de Gibraleón (BOP Huelva núm. 162, de 24 de
agosto de 2022); art. 19 CC Ayuntamiento de la Puebla de los Infantes (BOP Sevilla núm. 187, de 13 de agosto
de 2022); art. 40 CC Ayuntamiento de Quintanar de la Orden (BOP Toledo núm. 91, de 13 de mayo de 2022); art.
29 g) CC Ayuntamiento de Cájar (BOP Granada núm. 76, de 22 de abril de 2022); art. 42.7.7 CC Ayuntamiento
de Andújar (BOP Jaén núm. 245, de 12 de enero de 2022); art. 35 j) CC Agencia de Régimen Especial Ciclo In-
tegral «Aguas de Retortillo» (BOP Sevilla núm. 218, de 20 de septiembre de 2021); art. 17.12 CC Mancomunidad
de Islantilla (BOP Huelva núm. 166, de 31 de agosto de 2021); art. 19 CC Ayuntamiento de Berlanga de Duero
(BOP Soria núm. 64, de 7 de junio de 2021); art. 14.24 CC Ayuntamiento de Villanueva de la Torre (BOP Guada-
lajara núm. 96, de 19 de mayo 2021); art. 26 j) CC Iniciativa Municipal para la Vivienda, SA, Limpieza de Instala-
ciones y Edificios del Ayuntamiento de Lebrija (BOP Sevilla núm. 81, de 10 de abril de 2021); art. 11.1 g) CC
Ayuntamiento de Oropesa (BOP Castellón núm. 147, de 8 de diciembre de 2020); art. 11 d) CC Ayuntamiento de
Remolinos (BOP Zaragoza núm. 183, de 10 de Agosto de 202); art. 45.2 h) CC Universidad de Extremadura (DOE
núm. 162, de 20 de agosto de 2020); art. 43.9 CC personal de tierra de la E.I.E. Sociedad de Salvamento y Se-
guridad Marítima (SASEMAR) (BOE núm. 182, 16 de julio de 2019); o art. 9 [por el cual se añade un nuevo apar-
tado m) al art. 110 RTBE] CC Banco de España (BOE núm. 25, de 18 de enero de 2017).
77 CRESPÍ FERROL, M. M., Incapacidad temporal y absentismo laboral: prevención, control y retorno al trabajo,
cit., p. 271.
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2.º– «Esta adaptación podrá extenderse hasta un mes después de el alta médica y podrá
efectuar hasta un 25 % de la duración de la jornada diaria, preferentemente en la parte flexible
de la misma, considerándose como tiempo de trabajo efectivo». A renglón seguido, el precepto
continúa contemplado que «el plazo (…) podrá ampliarse en un mes más cuando el empleado
público justifique la persistencia en su estado de salud de las circunstancias derivadas del tra-
tamiento de radioterapia o quimioterapia».

Los márgenes expuestos encuentran, en las normas o acuerdos de algunas comunidades
autónomas —y, por ende, en algunos convenios ceñidos a ese ámbito territorial—, pautas más
favorables. Así ocurre, a título de mero ejemplo, en el art. 9 Orden ECD/1479/2019, de 22 de
octubre, sobre permisos, licencias y medidas para la conciliación de la vida personal, familiar y
laboral de personal funcionario docente no universitario de la Comunidad Autónoma de Aragón,
donde se amplía al 30 % (en decisión que por vía de negociación colectiva se extiende a todo
el personal laboral de la Comunidad78); o en el Acuerdo adoptado por la Mesa General de ne-
gociación de los empleados públicos de la Generalidad de Cataluña por el que se establecen
varias medidas relativas a la prestación de servicios con enfermedades de especial gravedad79,
donde se contempla un procedimiento de reincorporación con reducción del 50 % el primer mes,
un 25 % el segundo y un 10 % el tercero, con un trabajo mínimo efectivo de dos horas diarias.

En el supuesto que con mayor detalle aborda la forma de disfrute se contempla una doble
posibilidad añadida: de un lado, «podrá acumularse en las dos primeras semanas todo el tiempo
de reducción de jornada que como máximo corresponda por aplicación de los porcentajes indi-
cados»; de otro, quien se acoja a la medida «podrá solicitar una adaptación del horario en el
que deba cumplir la parte de la jornada que le corresponda, así como la concentración de esta
en menos de cinco días semanales»80.

3.º– Por cuanto a la tramitación hace, se establece que «la solicitud irá acompañada de la
documentación que aporte el interesado para acreditar la existencia de esta situación, y la Ad-
ministración deberá resolver sobre la misma en un plazo de tres días, sin perjuicio de que, para
comprobar la procedencia de esta adaptación, la Administración podrá recabar los informes del
Servicio de Prevención de Riesgos Laborales o de cualesquiera otros órganos que considere
oportuno sobre el tratamiento recibido o las actividades de rehabilitación que le hayan sido pres-
critas».

4.º– Finalmente, y como puerta abierta a una eventual ampliación a otras patologías, se con-
templa cómo, «con carácter excepcional, y en los mismos términos indicados, esta adaptación
de jornada podrá solicitarse en procesos de recuperación de otros tratamientos de especial gra-
vedad, debiendo en este supuesto analizarse las circunstancias concurrentes en cada caso».

Solo en una ocasión se ha encontrado una aclaración —para mayor seguridad jurídica— de
lo que pueda suponer esta extensión. Así se precisa cómo, a «estos efectos, se consideran de
especial gravedad los tratamientos continuados para cualquier dolencia o lesión física o psíquica
que incapacite temporalmente para la ocupación o actividad habitual de la persona afectada
durante un período continuado mínimo de tres meses, y que requiera intervención clínica de ci-
rugía mayor en un hospital o tratamiento prescrito en el mismo, con independencia de que dicho
tratamiento se preste directamente en el hospital o bien en un centro de salud no hospitalario».
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78 Art. 43 personal laboral de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón (BOA núm. 94, de 19 de
mayo de 2023).
79 DOGC de 18 de noviembre de 2019. Idénticos parámetros a los adoptados en art. 45.1.18 CC Empresa Muni-
cipal de Aguas de Córdoba (BOP núm. 239, de 16 de diciembre de 2022); art. 54.1.º CC Agencia Andaluza para
la Cooperación del Desarrollo (BOP Sevilla núm. 150, 1 de julio de 2022); art. 12 n) CC Instituto Andaluz del Pa-
trimonio Histórico (BOJA núm. 41, de 2 de marzo de 2022); art. 22.5 CC Sociedad Andaluza para el Desarrollo de
las Telecomunicaciones, SA (BOP Sevilla núm. 228, de 1 de octubre de 2021).
80 Art. 54 CC Agencia Andaluza de Cooperación para el Desarrollo (BOP Sevilla núm. 150, de 1 de julio de 2022).
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2.3. Los primeros pasos hacia unos verdaderos programas de retorno al trabajo. Es-
bozo de un plan-tipo

Frente a la rica variante de soluciones ensayadas a nivel comparado81, o las sugerencias
que derivan de reputados modelos teóricos82, la realidad hasta ahora descrita constituye el ba-
gaje más frecuente —y escaso— en España.

La labor de criba de convenios acometida ha permitido descubrir un ámbito, el de las admi-
nistraciones públicas, donde se localizan ejemplos puntuales que bien pudieran ser considera-
dos como el germen de un modelo de intervención hasta este momento localizado en este
exclusivo sector. Lejos de medidas aisladas, diseñan un verdadero programa para los supuestos
en los cuales la persona trabajadora ha tenido que abandonar el trabajo por motivos de salud
y, tras una baja de duración que así lo aconseja, debe reincorporarse precisando algún tipo de
ajuste y apoyo por parte de quien le proporciona empleo.

A la cabeza se sitúa la Administración General del Estado y, siguiendo su estela, algunas
comunidades autónomas que sirven de inspiración a entidades locales y organismos y entidades
a su servicio. Con todo, el panorama no deja de ser marcadamente diverso, pues las distintas
fechas de firma de los convenios territoriales (algunos mantenidos y solo parcialmente modifi-
cados durante décadas), pesa de manera decisiva en el enfoque de una materia que claramente
ha experimentado un enriquecimiento al calor de la evolución legal en la conciliación de la vida
laboral y los intereses particulares de la persona trabajadora.

De este modo, la mayor parte de las comunidades autónomas, por mor de esa falta de re-
novación convencional, habrían de quedar situadas dentro de la tónica de iniciativas aisladas
en favor de quienes han visto alterada su salud de manera temporal o definitiva.

Así, y al margen de algún ocasional silencio83, o la remisión al procedimiento específico que
se habrá de desarrollar previa negociación con la representación especializada de los trabaja-
dores84, cabrá dar cuenta de respuestas cuyo detalle a veces se queda en la simple previsión
de reubicación del personal incapacitado para el desempeño de su trabajo, aplicando a tal efecto
al régimen previsto para los funcionarios y personal estatutario85; o, en una segunda muestra,
en la decisión de no ser objeto de provisión las plazas que se encuentren en tal trámite a partir
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81 Una perspectiva ilustrativa en el estudio pionero de CRESPÍ FERRIOL, M. M., «Incapacidad temporal y progra-
mas de retorno al trabajo: una reforma necesaria», Trabajo y Derecho, núm. 73, 2021, pp. 10-17.
82 ASOCIACIÓN INTERNACIONAL DE SEGURIDAD SOCIAL (ISSA), ISSA guidelines, return to work and rente-
gration, ISSA, Ginebra, 2013; INSTITUTE FOR WORK AND HEALTH:, Seven «principles» for successful return
to work, Institute for Work and Health, Toronto, 2014; BOIX I FERRANDO, P. et alii, Protocolo para la gestión de
programas de retorno al trabajo en casos de incapacidad temporal por trastornos músculo-esqueléticos, Barcelona
(Universidad Pompeu Fabra/Cisal), 2014; AGENCIA EUROPEA PARA LA SEGURIDAD Y SALUD EN EL TRA-
BAJO (OSHA), Rehabilitation and return to work: Analysis report on EU and Member States polices, strategies
and programmes, OSHA, Luxemburgo, 2016; BOIX I FERRANDO, P. et alii, «Programas de vuelta al trabajo para
bajas prolongadas por motivos de salud: barreras y facilitadores de su eficacia», Seguridad y Salud en el Trabajo,
núm. 98, 2018, pp. 6-13; WONG, D., «Rehabilitation and return to work», en  HOBSON, J. y SMEDLEY, J. (Eds.),
Fitness for work: The medical aspects, Oxford University Press,  Oxford, 2019, pp. 215 y ss.; o LÓPEZ BARÓN,
F., «Protocolo de adaptación gradual y progresiva al puesto de trabajo después de un periodo de baja de muy
alta duración», cit., pp. E-10-E-22.
83 CC único personal laboral de la Xunta de Galicia (DOG núm. 213, de 3 de noviembre de 2006).
84 Art. 82 CC colectivos laborales al Servicio de la Comunidad Autónoma de Euskadi (BOPV núm. 81, de 4 de
mayo de 2010).
85 Acompañando el compromiso de recolocar a cuantos les haya sido reconocida una incapacidad permanente
total, art. 103 D) CC personal laboral al servicio de Administración de la Comunidad Foral de Navarra y de los or-
ganismos autónomos dependientes de la misma (BON núm. 11, de 24 de enero de 2007).
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de un traslado por motivos de salud, o afectadas por solicitudes de reingreso de quienes hubie-
ran recobrado su aptitud tras un periodo de incapacidad permanente total, absoluta o gran in-
validez86. En otras, introduciendo elementos de mayor precisión, para contemplar distintas
variantes como: 1) El destino a un puesto de igual o inferior nivel profesional, contando a tal fin
con el informe del tribunal médico y del órgano preventivo competente (y ratificación de la co-
misión del propio convenio), o la movilidad geográfica si favorece las condiciones de la persona
afectada y media vacante, así como impartición de la formación profesional pertinente cuando
fuera necesaria para el ajuste87. 2) La evaluación de la solución de adaptación o traslado por
motivos de salud adoptada por el servicio de prevención y una comisión ad hoc; condicionando
la posible movilidad a la existencia de vacante con los mismos complementos de destino y es-
pecífico que el puesto desempeñado por el interesado o, en su defecto, otro de nivel inferior88.
3) La presencia de una declaración de incapacidad (o su denegación en vía judicial o adminis-
trativa), acompañada de solicitud favorablemente valorada por el equipo multidisciplinar previsto
en la Orden 37/2007, de 16 de marzo, como requisito que permite instar la movilidad a una va-
cante del mismo grupo y nivel o de niveles inmediatamente inferiores89. 4) La preferencia en el
ofrecimiento de vacantes por motivos de salud, previo proceso de reciclaje y formación suficiente
si fuera necesario, a quien insta la movilidad, exigiendo informe previo de los servicios de pre-
vención y del comité de seguridad y salud y garantizando las retribuciones del puesto anterior,
excepto los complementos de trabajo; aunque si la retribución total fuera inferior, llegando a ge-
nerar un complemento personal por la diferencia90.

Cuando obra el salto de calidad de dotar la protección de un plan o programa que propor-
cione un superior empaque a la medida y garantías en favor de los empleados, el planteamiento
común al resto de las iniciativas adoptadas por convenio toma como punto de partida el estado
de salud del empleado con incidencia sustancial en la prestación de servicios. Elemento com-
partido que destaca por encima de las diferencias en la delimitación de la necesidad o situación
a atender, la mayor o menor complejidad en el procedimiento a seguir o la distinta entidad y
concreción de las medidas a adoptar.

Permite aspirar, por ende, a diseñar un modelo-tipo construido sobre los siguientes aspectos
nucleares:

2.3.1. Los problemas de salud temporales o permanentes como situación que proteger

En todas las ocasiones los motivos de salud subyacen a la necesidad de movilidad de la
persona empleada; en alguna precedida de la opción —preferible— dada por adaptar el puesto
ocupado a las nuevas necesidades funcionales del interesado91. A partir de tal condicionante,
existen convenios en los cuales apenas si se matiza nada más, remitiendo «a algunas de las
situaciones descritas en el art. 25 LPRL». En otros, se precisa que con tal medida «se trata de
proteger la integridad de las personas que, por sus características sobrevenidas, resultan es-
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86 Art. 27.3.º VIII CC personal al servicio de la Administración de las Juntas de Comunidades de Castilla-La Mancha
(BOCM núm. 217, de 9 de noviembre de 2017); añadiendo el art. 114 la movilidad voluntaria por razones de salud,
así como la vinculada a procesos de rehabilitación en los términos en los cuales lo acuerde la comisión negocia-
dora.
87 Art. 23.1. VI CC personal laboral de la Junta de Andalucía (BOJA núm. 10, de 15 de enero de 2007).
88 Art. 66.1 a 4 V CC personal laboral al servicio de la Administración del Principado de Asturias (BOPA núm. 198,
de 26 de agosto de 2005).
89 Art. 58 CC personal laboral al servicio de la Administración Pública de la Comunidad de La Rioja (BOR núm,
34, de 13 de marzo de 2009).
90 Art. 22 CC personal laboral al servicio de la Administración de la Comunidad de las Illes Balears (BOIB núm.
174, de 19 de diciembre de 2013).
91 Art. 63 a) CC personal laboral al servicio de la Administración Pública de la Región de Murcia (BOPM núm. 179,
de 3 de agosto de 2012).
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pecialmente sensibles a los riesgos derivados del lugar de trabajo»92. Con un grado superior de
especificidad, no faltan muestras donde se segrega, de las razones de salud y disminución de
la aptitud con posibilidades de rehabilitación, la situación específica generada por una declara-
ción de incapacidad permanente total93. En último extremo, y para incorporar un detalle todavía
superior, cabrá mentar los modelos que distinguen entre la situación de incapacidad permanente
total y parcial —con regímenes separados— y el personal afectado por una disminución de la
aptitud no invalidante94.

2.3.2. Adecuación de condiciones y movilidad como medida con importantes variantes

A pesar de lo equivoco del título «movilidad» que encabeza la mayor parte de los preceptos,
la medida a adoptar será casi siempre la propia de quienes de forma expresa o tácita vienen a
ser reconocidas como personas especialmente sensibles, concretándose en la adaptación del
puesto de trabajo como fórmula preferente y, únicamente en su defecto (inviabilidad de llevar a
cabo el ajuste o, incluso si adoptado, cuando pudiera influir negativamente en la salud del em-
pleado o empleada), se inclina por la movilidad locativa. En la mayor parte de los supuestos,
esta última alternativa aparece condicionada a que exista vacante apropiada y la persona afec-
tada reúna los requisitos adecuados para poder acceder a esa ocupación; precisando, además,
que el nuevo puesto de trabajo será, preferentemente, del mismo grupo profesional o —si no
mediara ninguno adecuado— del inmediatamente inferior y dentro del mismo centro, dando
lugar a la oportuna modificación contractual.

En desarrollo de esta previsión común, la iniciativa adopta formulas muy diversas; entre las
más notables cabrá citar:

A.– La localización del nuevo puesto siguiendo, como orden de prelación, aquel que va
desde la unidad administrativa, pasando por el propio centro directivo, departamento, consejería
o variable denominación de los órganos de gobierno ejecutivos regionales, hasta situar la posi-
ción de ventaja de las personas afectadas en la misma localidad geográfica95 (y dentro de esta,
en el centro más cercano al anterior)96, o contemplando la prioridad para acceder a las vacantes
situadas en la localidad más próxima97.
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92 Art. 15.5 IV CC único de ámbito de Cataluña para el personal laboral de la Generalitat de Cataluña (DOGC
núm. 640, de 24 de mayo de 2006); sobre su literal, art. 13.1.º CC Empresa de Abastecimiento de Agua Ter-Llo-
bregat (DOGC núm. 9058, de 12 diciembre de 2023). La idea adquiere una formulación solemne en otro de los
convenios cuando reseña que «el personal incluido en el ámbito de aplicación del presente convenio no será em-
pleado en ningún caso, en puestos de trabajo en los que a causa de sus características personales, estado bio-
lógico o por su discapacidad física, psíquica o sensorial debidamente reconocida, pueda, tanto dicho personal
como las demás personas relacionadas con esta Administración Pública, ponerse en situación de peligro o de
riesgo para su salud e integridad física»; entre muchos convenios con igual sirva el tenor, entre los aquí consul-
tados, contenido en el art. 37 CC Ayuntamiento de Valladolid y sus organismos autónomos (BOP Valladolid núm.
186, de 28 de septiembre de 2022).
93 Este es el modelo original o previo en el tiempo, que hoy sigue recogiendo el art. 42 CC único para el personal
laboral de la Administración General del Estado (BOE núm. 118, de 17 de mayo de 2019); siguiendo su ejemplo
fielmente, art. 13 V CC personal laboral al servicio de la Junta de Extremadura (versión actualizada a 3 de abril
de 2003) o art. 19 F) CC Ayuntamiento de Quintanar de la Orden (BOP Toledo núm. 91, de 13 de mayo de 2022).
94 Art. 94 VIII CC personal laboral al servicio de la Comunidad Autónoma de Cantabria (actualización de 19 de fe-
brero de 2021); arts. 150 a 155 CC único de personal laboral de servicio de la Administración de la Comunidad
de Madrid (BOCM núm. 112, de 12 de mayo de 2021); arts. 29 y 30 CC personal laboral de la Administración Ge-
neral de la Comunidad Autónoma de Castilla y León y organismos autónomos dependientes de esta (BOCYL
núm. 118, de 21 de junio de 2023) o art. 38 CC Ayuntamiento de Valladolid y sus organismos autónomos (BOP
Valladolid núm. 186, de 28 de septiembre de 2022). 
95 Art. 63.1.3 CC personal al servicio de la Administración Pública de la Región de Murcia (BORM núm. 125, de 1
de junio de 2007.
96 Art. 150 CC único personal laboral al servicio de la Administración de la Comunidad de Madrid (BOCM núm.
112, de 12 de mayo de 2021).
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En este último sentido, se completan las previsiones sobre esta extensión estableciendo
ocasionalmente que, siempre y cuando «contraviniendo sus deseos, le fuese asignado a la per-
sona trabajadora un puesto ubicado en distinta localidad, se le reconocerá por una sola vez de-
recho preferente a ocupar un puesto de trabajo compatible con su estado en la localidad de
origen, lo que deberá hacer efectivo mediante su participación obligatoria en el concurso de
traslados abierto y permanente a partir de la fecha de resolución de su expediente de traslado
por causa de salud»98.

En sentido distinto, pero fijando también la atención en la movilidad geográfica, se establece
en favor de la persona trabajadora la petición de traslado para atender convenientemente a su
patología, en cuyo caso, junto a la solicitud «se aportará la documentación que acredite de
forma fehaciente la necesidad de recibir fuera de su localidad un tratamiento de habilitación o
rehabilitación médico-funcional o atención, tratamiento u orientación psicológica relacionado
con su discapacidad, así como la inexistencia de un centro en el que se le pueda prestar la
atención o tratamiento que necesita en su localidad de residencia o en aquella en la que se en-
cuentre ubicado su puesto de trabajo o en un radio de cuarenta kilómetros de éstas»99.

De existir varias plazas vacantes y varios trabajadores o trabajadoras con solicitud de tras-
lados por causas de salud, la adjudicación puede ser efectuada atendiendo a la paridad que
otorga la fecha de la instancia100; frente a tal criterio, en algún otro supuesto se otorga preferen-
cia a quienes sufrieran una patología de origen profesional frente a aquellos cuyo daño proviene
de causa común y, en último extremo, al más antiguo101.

B.— Respecto a la adecuación de las condiciones, cuando se entra en mayores matización
se afirma que «no podrá suponer una modificación extraordinaria en el contexto de la organi-
zación, respetando siempre las necesidades del servicio y la planificación general de los recur-
sos humanos, debiendo estar las empleadas y empleados públicos afectados en condiciones
de cumplir las tareas fundamentales de los puestos de trabajo y funciones a desempeñar, sin
que en ningún puedan ser modificadas las condiciones de titulación y capacidad suficiente para
el desempeño de los mismos»102.

C.– En la aplicación de tales criterios generales, como muestra de clara sensibilidad hacia
la situación del trabajador, y para los supuestos de necesidad de tratamiento médico a dispensar
en un lugar distinto a aquel en el que se trabaja, cabrá dar cuenta de la incorporación de una
medida voluntaria de movilidad geográfica en la línea arriba apuntada, aun cuando «en caso
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97 Art. 15.5 4.º, apartados 1 a 4, IV CC único de ámbito de Cataluña para el personal laboral de la Generalitat de
Cataluña (DOGC núm. 4640, de 24 de mayo de 2006). Extendiendo aún más el elenco hasta alcanzar la propia
Conserjería y, en su defecto, el resto de las Consejerías, art. 94.4 VIII CC personal al servicio de Comunidad Au-
tónoma de Cantabria (actualización de 19 de febrero de 2021). Acogiendo la variante locativa, también, art. 151.4
c) CC único personal laboral al servicio de la Comunidad de Madrid (BOCM núm. 112, de 12 de mayo de 2021);
art. 30.5 CC personal laboral de la Administración General de la Comunidad de Castilla y León y organismos de-
pendientes de esta (BOCYL núm. 118, de 21 de junio de 2023); indirectamente cabe alcanzar tal conclusión de
examinar el art. 13.1 b) V CC personal laboral al servicio de la Junta de Extremadura (actualizado a 3 de abril de
2013).
98 Art. 30.5 in fine CC personal laboral de la Administración General de la Comunidad de la Comunidad Autónoma
de Castilla y León y organismos autónomos dependientes de esta (BOCYL núm. 118, de 21 de junio de 2023).
99 Art. 42.4 in fine CC único para el personal laboral al servicio de la Administración General del Estado (BOE
núm. 118, de 17 de mayo de 2019).
100 Art. 30.5 CC personal laboral de la Administración General de la Comunidad Autónoma de Castilla y León y or-
ganismos autónomos dependientes de esta (BOCYL núm. 118, de 21 de junio de 2023).
101 Art. 94.4 y 5 VIII CC personal laboral al servicio de la Comunidad Autónoma de Cantabria (actualizada a 10 de
febrero de 2021).
102 Art. 63. a) 1.5 CC personal laboral al servicio de la Administración Pública de la Región de Murcia (BORM núm.
125, de 1 de junio de 2007).
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de rehabilitación deberá acreditarse la necesidad de asistir a un centro rehabilitador que se en-
cuentre ubicado en una determinada localidad, siempre que no exista un centro en el que se
pueda prestar la rehabilitación necesaria en un radio de cuarenta kilómetros desde la localidad
de residencia del trabajador o trabajadora o de aquélla en que se encuentra su puesto de tra-
bajo, en caso de no coincidir»103.

En el mismo sentido, puntualmente se decide otorgar protección específica a los trabajadores
nocturnos y a turnos, respecto de quienes se sienta que «deberán gozar en todo momento de
un nivel de protección en materia de salud y seguridad adaptado a la naturaleza de su trabajo
y equivalente al del resto de los empleados públicos. Los trabajadores nocturnos a los que se
reconozcan problemas de salud ligados al hecho de su trabajo nocturno tendrán derecho a ser
destinados a un puesto de trabajo diurno que exista y para el que sean profesionalmente
aptos»104.

D.- Para facilitar el cambio, y hacerlo menos traumático si no hubiera vacante en los destinos
posibles, pero alguno estuviera ocupado por contratos de interinidad, se determina que el tras-
lado tendrá lugar a los puestos ocupados por los trabajadores con esa vinculación temporal105;
con mayor convicción aún, se establece que «cuando existan varios puestos susceptibles de
ser utilizados para un cambio de puesto, se utilizarán en primer lugar los puestos vacantes des-
ocupados y en segundo lugar los ocupados por personal temporal, ofreciéndose en este caso
el puesto ocupado por el trabajador de menor antigüedad en el mismo»106. Del mismo modo, se
contempla la viabilidad de asignar a la persona afectada a un puesto con jornada a tiempo par-
cial107. Por su parte, y respecto de quienes estén contratados en virtud de un contrato de tipo
descontinuo, se señala que «solo se le ofertará un puesto de trabajo adscrito únicamente a per-
sonal laboral fijo con relación de servicios discontinuos, conforme a su situación de incapaci-
dad»108.

E.– De no ser posible finalmente el cambio, por no existir vacante dotada presupuestaria-
mente compatible con la capacidad laboral de la persona trabajadora, cobran actualidad varias
medidas subsidiarias:

a) Permanencia en su puesto (contemplando solo ocasionalmente que, en tal caso, «se le
podrá encomendar un desempeño provisional de funciones adecuadas a sus capacidades mien-
tras concurran dichas circunstancias»109), conservando el derecho de reincorporación a aquellos
que en un futuro queden vacantes, o se creen con posterioridad, siempre con carácter previo a
la celebración de los procesos selectivos110. Por este motivo, «las plazas vacantes de posible
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103 Art. 19 F) 3.3.º CC Ayuntamiento de Quintanar de la Orden (BOP Toledo núm. 91, de 13 de mayo de 2022).
104 Art. 155.5.3.º CC único personal laboral al servicio de la Comunidad de Madrid (BOCM núm. 112, de 12 de
mayo de 2021).
105 Art. 15.5.5.4.º IV CC único de ámbito de Cataluña para el personal laboral de la Generalitat de Cataluña (DOGC
núm. 4640, de 24 de mayo de 2006).
106 Art. 13.1 b) 2.º V CC personal laboral al servicio de la Junta de Extremadura (actualizado a 3 de abril de 2013).
107 Art. 15.3 b) 2.º CC único personal laboral al servicio de la Administración de la Comunidad de Madrid (BOCM
núm. 112, de 12 de mayo de 2021).
108 Art. 38 Primero CC Ayuntamiento de Valladolid y sus organismos autónomos (BOP Valladolid núm. 186, de 28
de septiembre de 2023).
109 Añadiendo la necesaria conformidad del interesado o interesada, art. 63 a) 1.2 CC personal laboral al servicio
de la Administración Pública de la Región de Murcia (BORM núm.125, de 1 de junio de 2007) o art. 15.5.2.º IV
CC único del ámbito de Cataluña para el personal laboral de la Generalitat de Cataluña (DOGC núm. 4640, de 24
de mayo de 2006).
110 Art. 94.3.3.º VIII CC personal al servicio de la Comunidad Autónoma de Cantabria (actualización de febrero de
2021) y art. 30.3 CC personal laboral de la Administración General de la Comunidad Autónoma de Castilla y León
y organismos autónomos de esta (BOCYL núm. 113, de 21 de junio de 2023).
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adjudicación a las personas trabajadoras con expediente de movilidad con declaración de inca-
pacidad permanente total y parcial para el desempeño de la profesión habitual conforme a las
previsiones contenidas en este artículo, se detraerán de las incluidas como de posible adjudi-
cación en la resolución inmediatamente posterior a la fecha de presentación de solicitud del
concurso abierto y permanente»111. Por su parte, «con respecto a las personas trabajadoras
con expediente de movilidad por disminución de la capacidad, las plazas de posible adjudicación
serán aquellas que resulten vacantes tras ser ofertadas y en su caso no adjudicadas en la re-
solución del concurso de traslados abierto y permanente correspondiente e inmediatamente
posterior a la fecha de la solicitud de la persona trabajadora».

La situación de permanencia en el trabajo devuelve la alternativa de movilidad a su papel
secundario, pasando la adaptación —en la medida de lo posible— a ser la alternativa principal.
En este sentido cabra leer, por ejemplo, cómo «durante el tiempo en que el trabajador perma-
nezca en su puesto de trabajo, al no existir otro puesto vacante más compatible con su estado,
por el centro de trabajo de pertenencia se procurará la adaptación funcional del puesto a las li-
mitaciones del trabajador (…), que requerirá del preceptivo informe técnico del servicio de salud
y riesgos laborales»112.

Obsérvese, empero, que una solución de tal tenor contraría el planteamiento de partida de
estos programas de retorno al trabajo, pues se asientan sobre el rediseño de puestos de trabajo
y solo como medida subsidiaria la reubicación en otro distinto, salvo solicitud expresa del inte-
resado113.

b) Facilitar las medidas oportunas que permitan a la persona en cuestión acudir a las moda-
lidades de jubilación previstas y contempladas en el propio convenio. Admitiendo que, si de ju-
bilación parcial se tratara, se posibilitará que reduzca su jornada en el porcentaje máximo
previsto en la normativa vigente, así como que concentre esta jornada en un período determi-
nado, siempre y cuando no esté contraindicada esta opción precisamente por motivos de
salud114.

c) En el caso específico de personas con declaración de incapacidad permanente total,
cuando vaya a ser previsiblemente objeto de revisión por mejoría que permita su reincorporación
al puesto de trabajo, «subsistirá la suspensión de la relación laboral, con reserva del puesto de
trabajo. La adjudicación de otro posible puesto perteneciente a una categoría profesional distinta
a la ostentada hasta entonces por la persona trabajadora tendrá un carácter provisional. Dicha
adjudicación provisional será motivo bastante y suficiente, para rescindir el contrato de trabajo
de la persona empleada contratada en el puesto que se adjudique al interesado o interesada,
sin perjuicio de lo establecido en el artículo 49 ET». Por el contrario, «en los supuestos de mo-
vilidad por disminución de la capacidad, la adjudicación de un puesto perteneciente a una ca-
tegoría profesional distinta a la ostentada hasta entonces por la persona trabajadora interesada
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111 Previsiones completadas con los oportunos detalles temporales, formales y de publicidad en el art. 30.4 CC
personal laboral de la Administración General de la Comunidad Autónoma de Castilla y León y organismos autó-
nomos dependientes de esta (BOCYL núm. 118, de 21 de junio de 2023).
112 Art. 13.2.4.º V CC personal laboral al servicio de la Junta de Extremadura (actualizado a 3 de abril de 2013).
113 En tal sentido, esclarecedora la Resolución de 28 de marzo de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad
Social, a aplicar por las mutuas colaboradoras de la Seguridad Social en la planificación de actividades para el
año 2019.
114 Art. 15.5 IV CC único de ámbito de Cataluña para el personal laboral de la Generalitat de Cataluña (DOGC
núm. 4640, de 24 de mayo de 2006) o art. 13 in fine CC Empresa de Abastecimiento de Agua Ter-Llobregat (DOGC
núm. 9058, de 12 de diciembre de 2023). Como medida relacionada, no faltan convenios en los cuales, «a pesar
de los problemas de salud las personas trabajadoras que tuvieran una edad superior a 65 años y voluntariamente
decidieran continuar su relación laboral con la Administración, no podrán solicitar el cambio de puesto de trabajo»,
art. 13.8 V CC personal laboral al servicio de la Junta de Extremadura (actualizado a 3 de abril de 2023).
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implica la adquisición de manera definitiva de aquella y la pérdida de la anteriormente ostentada,
sin perjuicio, no obstante, de la opción de retorno a aquella, a través de su participación en el
concurso de traslados, si en el futuro acreditase haber recuperado su capacidad»115.

En otro sentido, y también para este mismo supuesto, algún convenio contempla que, «si
transcurrido el plazo máximo de dieciocho meses desde la resolución estimando su solicitud,
no ha sido posible adjudicarle un puesto de trabajo compatible con su capacidad residual, el
trabajador que cumpliera con el requisito establecido para la indemnización de 15 000 euros
referida en el párrafo primero de este apartado, podrá solicitarla en el plazo de un mes. Si el
trabajador opta en el plazo señalado por solicitar una indemnización de 15 000 euros perderá
todo derecho al cambio de puesto de trabajo por motivos de salud y procediéndose a la extinción
de la relación laboral con la Administración»116.

d) En alguna muestra de las analizadas se cierra el conjunto de medidas fijando un plazo lí-
mite para encontrar un puesto adecuado. En concreto se contempla que «el tiempo máximo de
espera de la persona trabajadora será el que corresponda a ocho resoluciones del concurso de
traslados contados a partir de la entrada del expediente [en el órgano competente]. De produ-
cirse una vacante en un puesto de trabajo adecuado con anterioridad al término del período de
espera, y previa aceptación de la persona trabajadora, se dictará la pertinente resolución por el
órgano que resulte competente, conforme a los artículos siguientes. De no surgir puesto vacante
adecuada en dicho período, [el órgano competente], previo trámite de audiencia a la persona
interesada, dictará resolución de archivo por inexistencia de puesto de trabajo adecuado a su
situación. Dicha resolución será notificada a la persona interesada. La resolución de archivo
que ponga fin al procedimiento no conllevará la perdida por la persona trabajadora del derecho
a iniciar un nuevo expediente de la movilidad regulada en dicho precepto».117

F.– Dotando de sentido a la diferencia entre situaciones estables (como la incapacidad per-
manente parcial o la total no sometida a revisión118) y las estrictamente temporales, se articulan
vías en las cuales el carácter provisional de las segundas (o, por motivos de salud, puede que
también las primeras) encuentra específico reconocimiento. De este modo se recoge, por ejem-
plo, que: 

a) «Las adecuaciones serán revisadas anualmente por el servicio de prevención de riesgos
laborales del ámbito que corresponda, al objeto de determinar si perduran las circunstancias
que las motivaron, o en caso contrario efectuar propuesta de revocación de las adecuaciones
llevadas a cabo»119.

b) La movilidad tiene carácter provisional bajo los mismos condicionantes hasta tanto medie
informe del servicio de prevención contemplando la consolidación de su adecuación, momento
en el cual devendrá definitivo120; o «mientras dure la causa que lo motivó, procediéndose una
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115 Art. 30.10 y 14, respectivamente, CC personal laboral de la Administración General de la Comunidad Autónoma
de Castilla y León y organismos autónomos dependientes de esta (BOCYL núm. 118, de 21 de enero de 2023).
116 Art. 94.1. in fine VIII CC personal laboral al servicio de la Comunidad Autónoma de Cantabria (actualización a
19 de febrero 2021).
117 Art. 30.5.4.º CC personal laboral de la Administración General de la Comunidad Autónoma de Castilla y León
y organismos autónomos dependientes de esta (BOCYL núm. 118 de 21 de junio de 2023).
118 Cuando se trata de la denegación de la primera o la concesión de la segunda, algunos convenios contemplan,
como regla especial, que las personas interesadas «podrán solicitar el cambio de puesto de trabajo por motivos de
salud el plazo de un mes a contar desde la resolución de desestimación de la incapacidad total o comisionada la
parcial», art. 13.2.1.º V CC personal laboral al servicio de la Junta de Extremadura (actualizado a 3 de abril de 2013). 
119 Art. 63 a) 1.5 CC personal laboral al servicio de la Administración Pública de la Región de Murcia (BORM núm.
125, de 1 de junio de 2007).
120 En el caso concreto, tras revisión médica por el servicio de prevención en dos ocasiones, constatando que se
mantienen las circunstancias y adecuación que motivaron el cambio, art. 15.5.5.º IV CC único de ámbito de Ca-
taluña para el personal laboral de Generalitat de Cataluña (DOGC núm. 4640, de 24 de mayo de 2006), o art. 29
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vez desaparezca esta, de forma automática, a la reincorporación del trabajador a su puesto de
origen o, en su caso, a la asunción de todas las funciones y tareas del mismo»121. También de-
terminando que, si o hasta tanto el trabajador no pueda desempeñar su puesto por razones de
salud o de edad, será destinado con carácter temporal a un puesto compatible, a partir de un
informe médico que acredite la estricta necesidad de la iniciativa (incluida su extensión en el
tiempo), así como del informe favorable sobre las características del puesto a cubrir122.

c) Como consecuencia de esta declaración, cabe seguir que «la adjudicación de un puesto
perteneciente a una categoría profesional distinta a la ostentada hasta entonces por el trabajador
o trabajadora afectado por una discapacidad implica la adquisición de aquella mientras subsistan
las causas que han motivado dicha adjudicación. Si el trabajador o trabajadora recuperase ple-
namente su capacidad para el desempeño de su puesto anterior, se pondrá fin a la movilidad
acordada produciéndose su reincorporación a la categoría profesional que ostentase con ante-
rioridad»123.

En la Administración General del Estado, y solo para el supuesto de movilidad no asociada
a una incapacidad permanente, sino a otras razones de salud, «el traslado tendrá una duración
inicial de seis meses y será provisional, teniendo la Administración la obligación de reservar el
puesto de trabajo que tuviera el trabajador o la trabajadora en caso de que lo hubiera obtenido
con carácter definitivo. Terminado este periodo de seis meses deberá optar de forma expresa
entre el regreso a su puesto de trabajo o la continuidad en el nuevo puesto. En este último caso
decaerá la mencionada obligación de reserva. A partir de entonces la ocupación del nuevo
puesto de trabajo tendrá carácter definitivo cuando la persona interesada ocupara con tal ca-
rácter su puesto de origen»124.

G.– En último extremo, se contempla de forma generalizada que, si el puesto ofertado es
adecuado en los términos definidos en el propio convenio, cabra seguir la obligación de acep-
tarlo, pues de no ser así supondrá la extinción del derecho al cambio125. Mejorando la conclusión,
se otorga el plazo de un año para que acepte el ofrecimiento, y no decaiga en el derecho, salvo
si el puesto ofrecido estuviera ubicado en localidad distante más de 60 km de la del puesto de
origen de la personal empleada126. Previsión que tiene su correlato lógico en la decisión a partir
de la cual, «una vez resuelto y notificado el cambio de puesto de trabajo no se podrá renunciar
al destino elegido»127.
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Tercera 3.º  CC personal laboral de la Administración General de la Comunidad de Castilla y León y organismos
autónomos de esta (BOCYL núm. 118, de 21 de junio de 2023).
121 Art. 12.2.5.º V CC personal laboral al servicio de la Junta de Extremadura (actualizado a 3 de abril de 2013.
122 Art. 23 CC Ayuntamiento de Utrillos (BOP Teruel núm. 55, de 21 de marzo de 2022).
123 Art. 13 CC Ayuntamiento de Valladolid y sus organismos autónomos (BOP Valladolid núm. 186, de 28 de sep-
tiembre de 2022).
124 Art. 42.7 CC único personal laboral al servicio de la Administración General el Estado (BOE núm. 118, de 17
de mayo de 2019) o art. 19 F) 7 CC Ayuntamiento de Quintanar de la Orden (BOP Toledo núm. 91, de 13 de mayo
de 2022).
125 Art. 13.1 c) V CC personal laboral al servicio de la Junta de Extremadura (actualizado a 3 de abril de 2013),
art. 94.8 VIII CC personal al servicio de la Comunidad Autónoma de Cantabria (actualización de 19 de febrero de
2021); art. 42.2.5.º CC único personal laboral al servicio de la Administración General del Estado (BOE núm. 118,
de 17 de mayo de 2019); arts. 151.4 d), 153.2.2.º y 155.4.2.º CC único personal laboral al servicio de la Comunidad
de Madrid (BOCM núm. 112, de 12 de mayo de 2021); arts. 29 Primera 5.º y 30.6 CC personal laboral de la Ad-
ministración General de la Comunidad Autónoma de Castilla y León  y organismos dependientes de esta (BOCYL
núm. 118, de 23 de julio de 2023) o art. 33.4 CC Instituto para la competitividad Empresarial de Castilla y León
(BOP Valladolid núm. 187, de 20 de septiembre de 2021).
126 Art. 13.1 b) V CC personal laboral al servicio de la Junta de Extremadura (actualizado a 3 de abril de 2023).
127 Art. 13.5 V CC personal laboral al servicio de la Junta de Extremadura (actualizado a 3 de abril de 2013),
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2.3.3. Procedimiento que observar en la implantación —y modificación— de las medidas

Aun cuando la decisión de abordar conjuntamente los problemas derivados de las situacio-
nes específicas de salud de las personas trabajadores y su reflejo en el trabajo, así como la ri-
queza y detalle de las iniciativas destinadas a proporcionarles respuesta, constituyen un dato
fehaciente a la hora de diferenciar las medidas aisladas de un verdadero programa, la existencia
de un procedimiento específico se constituye, sin duda, en el elemento vertebrador de la evo-
lución, a modo de índice acabado de la ordenación final de medios al fin propuesto.

En este sentido, los convenios que han dado el paso adelante contemplan, bien un único
procedimiento (al no distinguir entre contingencias), bien una variedad, según que las medidas
afecten a situaciones de incapacidad consolidada o al resto de las situaciones de salud dete-
riorada o de necesidad de rehabilitación. En este último supuesto, y como bien deja constancia
alguno de los textos, el modelo de base, o más elemental, es el destinado a regir la movilidad
en los supuestos de incapacidad permanente; adaptándose y adquiriendo mayores matices en
el resto de los casos128.

Integrando todas las alternativas y variantes, bien cabría reconstruir un modelo-tipo a partir
de los siguientes aspectos destacados:

A.– El comienzo del procedimiento siempre parte de la solicitud del interesado cuando se
trata de adaptación o reubicación proveniente de situaciones declaradas de incapacidad per-
manente; fijando en algunos casos, además, plazos perentorios para formular la petición bajo
el riesgo de perder el derecho129.

También puede iniciarse a instancia de parte en el resto de los supuestos, aun cuando se
abre la posibilidad de que la actuación tenga lugar de oficio a partir de la resolución motivada
de la Administración; oportunamente comunicada a los representantes de los trabajadores,
según se precisa en ocasiones130.

Mientras que alguna vez se establece que en los supuestos de incapacidad permanente sea
el órgano administrativo el que solicite informe al INSS sobre la compatibilidad de la incapacidad
de la persona trabajadora con el desempeño de las funciones de otras «categorías» susceptibles
de ser utilizadas para el cambio de puesto131, en el resto se hace pesar sobre el interesado la
necesidad de aportar informe del médico de la Seguridad Social que le asista facultativamente
(del órgano competente en el supuesto de personas discapacitadas) sobre el proceso patológico
y observaciones que considere oportunas132, la acreditación de que ha realizado comunicación
formal a la Entidad Gestora que declaró la incapacidad sobre la solicitud de movilidad a un
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128 Art. 155 CC único personal laboral al servicio de la Administración de la Comunidad de Madrid (BOCM núm.
112, de 12 de mayo de 2021).
129 Fijando el plazo en 1 mes a partir de la resolución del INSS, art. 3 V CC personal laboral al servicio de la Junta
de Extremadura (actualizado a 3 de abril de 2003) y art. 94.1.2.º VIII CC personal laboral al servicio de la Comu-
nidad Autónoma de Cantabria (actualizado a 19 de febrero de 2021); 2 meses en el art. 42.2 in fine CC único el
personal laboral al servicio de la Administración General del Estado (BOE núm. 118, de 17 de mayo de 2019)  o
en el art. 38 Primera in fine, CC Ayuntamiento de Valladolid y sus organismos autónomos (BOP Valladolid núm.
186, de 28 de septiembre de 2028); 6 meses en el art. 29 Primera 7.º CC personal laboral de la Administración
General de la Comunidad de Castilla y León y organismos dependientes de esta (BOCYL núm. 118, de 13 de
julio de 2023) o art. 33.4 CC Instituto para la Competitividad Empresarial de Castilla y León (BOP Valladolid núm.
187, de 29 de septiembre de 2021.  
130 Así, art. 30 Tercera 1.º CC personal laboral de la Administración General de la Comunidad Autónoma de Castilla
y León y organismos autónomos dependientes de esta (BOCYL núm. 118, de 21 de junio de 2023).
131 Art. 13.2.2.º V CC personal laboral al servicio de la Junta de Extremadura (actualizado a 3 de abril de 2013).
132 Art. 63 a) 2.2. CC personal laboral al servicio de la Administración Pública de la Región de Murcia (BORM núm.
125, de 1 de junio de 2007) y art. 23 CC Ayuntamiento de Utrillos (BOP Teruel núm. 55, de 21 de marzo de 2022).
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nuevo puesto de trabajo133 o, en una tercera variable, la «diligencia en la que consten las mo-
dificaciones operadas sobre su contrato de trabajo como consecuencia de la declaración de in-
capacidad permanente»134.

B.– Precedido puntualmente de un informe de la comisión paritaria sobre el procedimiento
concreto a seguir135, o de un reconocimiento médico cuando la persona empleada reanude el
trabajo tras una situación de incapacidad temporal de más de 30 días de duración136, la instruc-
ción encuentra su pieza fundamental en el informe de los servicios de prevención (con la cola-
boración y el apoyo técnico, si fuere menester, de profesionales especializados de otros
departamentos137) relativo a la aptitud de la persona trabajadora para el puesto al cual puede
ser asignada, teniendo presente el informe médico que motivó la declaración de incapacidad o
suscitó la necesidad de adaptación o de movilidad. A tal efecto habrá de constar la evaluación
del puesto o puestos y su criterio, con expresión de aquellos para los cuales es apto y las tareas
que no puede realizar138. 

En alguna ocasión excepcional se contempla la necesidad de un informe del equipo de va-
loración que designe la Administración para sopesar la idoneidad del nuevo puesto a asignar
con relación a la capacidad residual del afectado, que servirá para aquilatar la propuesta a
elevar por un órgano específicamente constituido a tal fin139.

En este sentido, no faltan ejemplos en los cuales la resolución de la autoridad competente
no solo se va a ver auxiliada por aquel a quien designe el convenio, sino que queda  confiada
a la colaboración de un órgano técnico especializado ratione materiae; en concreto, se establece
que «la determinación del nuevo puesto compatible con el estado de la persona con discapaci-
dad se realizará por un equipo multiprofesional formado por un/a médico/a del trabajo, un/a mé-
dico rehabilitador/a y psicólogo/a dependiente de la unidad de valoración y la incorporación al
nuevo puesto de trabajo requerirá informe favorable del servicio de prevención de riesgos labo-
rales. De ser este desfavorable, por el equipo multiprofesional se señalará otro puesto de trabajo,
salvo que exista discrepancia con el contenido del informe del servicio de prevención, que de-
berá ser motivado, en cuyo caso, corresponderá al comité intercentros de seguridad y salud re-
solver las discrepancias»140.
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133 Art. 42.2.3.º CC único personal laboral al servicio de la Administración General del Estado (BOE núm. 118, de
17 de mayo de 2019).
134 Art. 155.1 CC único personal laboral al servicio de la Administración de la Comunidad de Madrid (BOCM núm.
112, de 12 de mayo de 2021) o art. 19 F) 2 3.º CC Ayuntamiento de Quintanar de la Orden (BOP Toledo núm. 91,
de 13 de mayo de 2022).
135 Art. 30.2.º CC personal laboral de la Administración General de la Comunidad Autónoma de Castilla y León y
organismos dependientes de esta (BOCYL núm. 118, de 21 de junio de 2023).
136 Art. 144.2 b) CC único personal laboral al servicio de la Administración de la Comunidad de Madrid (BOCM
núm. 143, de 12 de mayo de 2001) o art. 55. 3 d) VI CC del personal laboral de la Administración General de la
Junta de Andalucía (BOJA núm. 10, de 15 de enero de 2007).
137 Art. 13.7 V CC personal laboral al servicio de la Junta de Extremadura (actualizado a 3 de abril de 2013).
138 Art. 42.3.1.º CC único para el personal al servicio de la Administración General del Estado (BOE núm. 118, de
17 de mayo de 2019) y art. 19 F) 3.1.º CC Ayuntamiento de Quintanar de la Orden (BOP Toledo núm. 91, de 13
de mayo de 2022).
139 La denominada Comisión de Cambio de Puesto de Trabajo por Motivos de Salud, del art. 94.2.1.º y 3.2.º VIII
CC personal laboral al servicio de la Comunidad Autónoma de Cantabria (actualizado a 19 de febrero de 2021);
en semejantes  términos, art. 23 CC Ayuntamiento de Utrillos (BOP Teruel núm. 55, de 21 de marzo de 2022).
140 Art. 30.1 CC personal laboral de la Administración General de la Comunidad Autónoma de Castilla y León y or-
ganismos autónomos dependientes de esta (BOCYL núm. 118, de 21 de junio de 2023. La  confianza en una co-
misión técnica al efecto y la exigencia de informe por el Departamento de Prevención de Riesgos Laborales en
art. 39.1 y 2 CC Ayuntamiento de Valladolid y sus organismos autónomos (BOP Valladolid núm. 186, de 28 de
septiembre de 2022); sobre la necesidad de que los expedientes siempre sean informados con carácter previo
por el servicio de prevención de riesgos laborales y el comité de seguridad y salud correspondiente, art. 63 c) 2.4
CC personal laboral al servicio de la Administración Pública de la Región de Murcia (BORM núm. 115, de 1 de
junio de 2007).

DL entera 134_Maquetación 1  12/03/25  13:31  Página 55



De no localizar un puesto apropiado en Administración a la cual pertenece el interesado,
acaecerá la extensión ya significada y contemplada en algunos convenios, que no dudan en
abrir la recolocación a otros Departamentos141 o Consejerías142 en favor de los intereses del
empleado.

El proceso culmina con la notificación de su resultado al interesado (indicando el plazo con-
cedido para la incorporación o para renunciar al derecho, supuesto, este último, en el que de-
caerá en su solicitud)143 y —aun cuando no en todos los convenios así se indique— también a
los representantes de los trabajadores144. En cualquier caso, no faltan situaciones en las cuales
se recoge algún tipo de actuación posterior sobre la asignación efectuada. Así, en una primera
muestra, se establece que «la comisión paritaria efectuará un seguimiento de la prestación la-
boral de este personal, así como de su índice de absentismo, con objeto de dictaminar sobre la
permanencia del trabajador en el puesto de trabajo que le hubiese sido asignado. Si en el plazo
de seis meses las faltas de asistencia relacionadas con el hecho causante, aún justificadas, su-
peran el veinte por cien de las jornadas hábiles durante dicho período, se producirá la resolución
automática de la relación laboral, con derecho a percibir una indemnización en cuantía igual a
la diferencia entre los conceptos salariales percibidos durante los últimos seis meses y la can-
tidad establecida  [como indemnización por la extinción derivada de la declaración de incapaci-
dad permanente]»145. En otro segundo, que «los servicios de prevención revisarán cada dos
años todos los casos en que se haya procedido a la adaptación de puestos de trabajo con el fin
de verificar si las adaptaciones siguen siendo viables, tanto para la persona trabajadora con in-
capacidad como para la organización del centro»146.

2.3.4. Otras previsiones complementarias

La virtualidad de un programa viene dada no solo por la plasmación de las medidas funda-
mentales que lo integran, ordenadas de manera sistemática en sus distintas variantes, así como
del procedimiento a seguir, sino que se acompaña de otras previsiones destinadas a completar
adecuadamente un perfil que, al entrar en cuestiones de detalle, permite localizar algunas de
las diferencias más acusadas entre los distintos modelos regionales. Estas cuestiones de mayor
singularidad pueden ser reconducidas a los seis aspectos siguientes:

1.– Aunque son contados los convenios que introducen este factor, en los supuestos de in-
capacidad permanente total algunos establecen una indemnización como alternativa a la reu-
bicación por la que puede optar la persona interesada, pero declarando de manera expresa la
incompatibilidad de instar el derecho a la adaptación y lucrar la cantidad recogida en favor de
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141 Demandado informe de la unidad de recursos humanos del Departamento en el cual quede acreditado el hecho
de no ser factible la adscripción en su seno a vacantes y puestos ocupados por trabajadores interinos, así como
informe del servicio de prevención, en el cual conste un análisis detallado de los puestos que no pueden ser des-
empeñados por el trabajador y los motivos para ello, art. 15.5 4.º a) y b) IV CC único de ámbito de Cataluña para
el personal laboral de la Generalitat de Cataluña (DOGC núm. 4640, de 24 de mayo de 2006).
142 Art. 30.5.3.º CC personal laboral de la Administración General de la Comunidad Autónoma de Castilla y León
y organismos autónomos dependientes de esta (BOCYL núm. 118, de 21 de junio de 2023)
143 Art. 154 4 d) CC único personal al servicio de la Administración de la Comunidad de Madrid (BOCM núm. 112,
de 12 de mayo de 2021).
144 Dando ejemplo, art. 42.2.6.º CC único personal laboral de la Administración General del Estado (BOE núm.
118, de 17 de mayo de 2019); siguiéndolo, art. 19. F) 2.6 CC Ayuntamiento de Quintanar de la Orden (BOP Toledo
núm. 91, de 13 de mayo de 2022).
145 Art. 151.6 CC único para el personal laboral al servicio de la Administración de la Comunidad de Madrid (BOCM
núm. 112, de 12 de mayo de 2021).
146 Art. 30.15 CC personal laboral de la Administración General de la Comunidad Autónoma de Castilla y León y
organismos autónomos dependientes de esta (BOCYL núm. 118, de 21 de junio de 2023); en igual sentido, art.
39.15 CC Ayuntamiento de Valladolid y sus organismos autónomos (BOP Valladolid núm. 186, de 28 de septiembre
de 2022).
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quienes abandonen la actividad147. Tal es así que incluso se regula la necesaria devolución (a
través de módicos plazos) de la cantidad percibida cuando, por revisión de la incapacidad per-
manente, la persona trabajadora hubiera recobrado su aptitud.

2.– Con divergentes posiciones en torno a si se mantiene la categoría de origen —cuestión
siempre vinculada a una perspectiva estrictamente provisional de la medida—148 o, por el con-
trario, se pasa a ostentar la del nuevo destino —aquellos modelos en los cuales, con el trans-
curso del tiempo y la evaluación positiva de aptitud, se llega a consolidar como definitiva la
nueva asignación—149, la incidencia de los cambios sobre las retribuciones admite dos variantes
muy distintas: en primer lugar, cuantos establecen que la persona afectada sigue manteniendo
el salario base del puesto, pero no los complementos (precisándose, en algún supuesto, que la
referencia debe ceñirse a los pluses de puesto de trabajo y cantidad y calidad150), que pasarán
a ser los del nuevo destino151; de otro, aquellos de conformidad con cuyas previsiones —ya co-
nocidas— procede seguir —en literal varias veces repetidas— que «la persona trabajadora per-
cibirá todas las retribuciones que correspondan a la nueva categoría profesional y al nuevo
puesto de trabajo; no obstante, a la persona trabajadora con movilidad por disminución de la
capacidad, cuando la suma del sueldo base y plus de categoría profesional aplicables al nuevo
puesto sean inferiores a la suma del sueldo base y plus de categoría profesional correspon-
dientes al puesto anterior, la diferencia entre ambas le será satisfecha bajo el concepto de com-
plemento personal no absorbible»152.

4.– Idéntica discrepancia de pareceres obra en punto a la antigüedad. Obviamente no en
cuanto hace a efectos retributivos hace bajo la forma de complemento ad personam153; pero sí
con carácter general —incluida la promoción—, pues mientras algunos convenios no dudan en
proclamar el respeto a la antigüedad total acreditada por la persona trabajadora154, otros no son
menos precisos a la hora de proclamar que «desde la fecha de la firma de la diligencia [de ads-
cripción] el personal realizará las funciones propias de la nueva categoría, computando esta úl-
tima desde esa misma fecha a efectos de antigüedad»155.
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147 Art. 19. F) 5 CC Ayuntamiento de Quintanar de la Orden (BOP Toledo núm. 91, de 13 de mayo de 2022); art.
38.1º.4.º CC Ayuntamiento de Valladolid y sus organismos autónomos (BOP Valladolid núm. 186, de 28 de sep-
tiembre de 2022); o, en términos particularmente concluyentes, art. 151.4 g) CC único personal laboral al servicio
de la Administración de la Comunidad de Madrid (BOCM núm. 112, de 12 de mayo de 2021).
148 Art. 15.5.6 IV CC único de ámbito de Cataluña para el personal laboral de la Generalitat de Cataluña (DOGC
núm. 4640, de 24 de mayo de 2006) y art. 13.7.º CC Empresa de Abastecimiento de Agua Ter-Llobregat (DOGC
núm. 9058, de 13 de diciembre de 2023).
149 Art. 90.10 VIII CC personal laboral al servicio de la Comunidad Autónoma de Cantabria (actualización a 19 de
febrero de 2021) o art. 151.4 f) CC único personal laboral al servicio de la Administración de la Comunidad de
Madrid (BOCM núm. 112, de 12 de mayo de 2021).
150 Art. 42.2.2.3.º CC único personal laboral de la Administración General del Estado (BOE núm. 118, de 17 de
mayo de 2019) y art. 19. F) 1.3.º CC Ayuntamiento de Quintanar de la Orden (BOP Toledo núm. 91, de 13 de
mayo de 2022).
151 Arts. 9.4.2.4.º y 94.9 VIII CC personal laboral al servicio de la Comunidad Autónoma de Cantabria (actualización
a 19 de febrero de 2021).
152 Art. 30.7 CC personal de la Administración General de la Comunidad de Castilla y León y organismos depen-
dientes de esta (BOCYL núm. 118, de 21 de junio de 2023); art. 15.5 IV CC único de ámbito de Cataluña para el
personal laboral de la Generalitat de Cataluña (DOGC núm. 4640, de 24 de mayo de 2006) o art. 13.7.º CC Em-
presa de Abastecimiento de Agua Ter-Llobregat (DOGC núm. 9058, de 12 de diciembre de 2023).
153 Así lo manifiesta de manera elocuente, por ejemplo, el art. 13.8.º CC Empresa de Abastecimiento de Agua Ter-
Llobregat (DOGC núm. 9058, de 12 de diciembre de 2023).
154 Art. 30.8 CC personal laboral de la Administración General de la Comunidad Autónoma de Castilla y León y or-
ganismos autónomos dependientes de esta (BOCYL núm. 118, de 21 de junio de 2023) o art 13.1.1.º V CC per-
sonal laboral al servicio de la Junta de Extremadura (actualizado a 3 de abril de 2013).
155 Art. 154.4 f) 2.º CC único personal al servicio de la Administración de la Comunidad de Madrid (BOCM núm.
112, de 12 de mayo de 2021).
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5. Resulta habitual contemplar que, cuando las circunstancias así lo requieran por el des-
ajuste entre la capacidad y preparación del trabajador y las variaciones acaecidas en su puesto
o las tareas a acometer en el nuevo al cual accede, el empresario deberá proporcionar la per-
tinente formación que sirva para cubrir la brecha156.

6. Por último, soluciones disímiles merece también la posibilidad de una participación en fu-
turos concursos de traslados. Un primer criterio pasa por reconocer a quienes han obtenido el
cambio de puesto por motivos de salud la plena libertad para participar en futuros procesos de
movilidad con el solo condicionante de aportar un informe favorable del especialista en vigilancia
de salud del correspondiente servicio de prevención157. Otro, y bajo idéntico condicionante de
obrar un certificado acreditando que su capacidad residual de la persona trabajadora es ade-
cuada a las funciones del puesto al cual opta, contempla que «la participación voluntaria del
trabajador en un concurso de traslado conllevará, en el supuesto de obtener destino, la pérdida
de cualquier derecho que se haya obtenido en relación con el cambio de puesto de trabajo por
motivos de salud otorgado»158; o, con superior restricción aún, establece que «las personas tra-
bajadoras adjudicatarias con carácter definitivo de un expediente de movilidad para la protección
de la salud, únicamente podrán participar en posteriores concursos de traslados, a puestos de
la misma categoría profesional que la adjudicada, así como de aquellas que hayan sido infor-
madas por el equipo multiprofesional como de posible adjudicación, pero siempre dentro del
mismo grupo de pertenencia»159.

3. A MODO DE CONCLUSIÓN: EL CAMINO QUE TRANSITAR EN LOS PROGRAMAS DE
RETORNO CEÑIDOS A LA INCAPACIDAD TEMPORAL

El sucinto repaso a la regulación convencional muestra que la vía abierta a través de las ini-
ciativas de adaptación y movilidad por razones de salud constituye un primer paso sobre el cual
procede seguir avanzando para su afirmación en la negociación colectiva, acompañado de la
evolución hacia una acción más completa, coordinada y planificada. También especializada,
bajo el propósito de proporcionar una cabida que hasta ahora no tienen a las cuestiones espe-
cíficas suscitadas por la incapacidad temporal; en particular las atinentes a aquella con bajas
de larga duración que conduce con frecuencia a situaciones de cuanto, por contraposición al
concepto excluyente de «ineptitud sobrevenida», ha venido a denominarse «aptitud sobreve-
nida». Cobra así dimensión propia el estado en el que queda la persona trabajadora cuando ha
debido soportar procesos de baja de duración considerable, o tras graves dolencias que llevan
a periodos igualmente importantes de inactividad, sean continuados o intermitentes, pues si
bien se encuentra recuperada desde un punto de vista médico (en alta), no ocurre lo mismo
con su aptitud para el desempeño de las tareas habituales (no apto). 
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156 En este sentido, por ejemplo, art. 25.2.3.º CC Agencia Pública de Puertos de Andalucía (BOJA núm. 242, de
20 de diciembre de 2022); art. 29 Primera 3.º CC personal laboral de la Administración General de la Comunidad
Autónoma de la Junta de Castilla y León y organismos dependientes de esta (BOCYL núm. 118, de 21 de junio
de 2023); art. 15.5 IV CC único de ámbito de Cataluña para el personal laboral de la Generalitat de Cataluña
(DOGC núm. 4640, de 24 de mayo de 2006); art. 13.6.º CC Empresa de Abastecimiento de Agua Ter-Llobregat
(DOGC núm. 9058, de 12 de diciembre de 2023) o art. 19. F) 3.2.º CC Ayuntamiento de Quintanar de la Orden
(BOP Toledo núm. 91, de 13 de mayo de 2022).
157 Art. 15.5 in fine IV CC único de ámbito de Cataluña para el personal laboral de la Generalitat de Cataluña
(DOGC núm. 4640, de 24 de mayo de 2006); debiendo tener en consideración, como puesto desempeñado por
la persona trabajadora, aquel al cual se encuentra adscrito en el momento de la finalización del plazo de presen-
tación de solicitudes, art. 38 Tercera. 12 CC Ayuntamiento de Valladolid y sus organismos autónomos (BOP Va-
lladolid núm. 186, de 28 de septiembre de 2022).
158 Art. 13.6 V CC personal laboral al servicio de la Junta de Extremadura (actualizado a 3 de abril de 2023).
159 Arts. 26 Primero e) in fine y 30.9.2.º CC personal laboral de la Administración General de la Comunidad Autó-
noma de Castilla y León y organismos dependientes de esta (BOCYL núm. 118, de 21 de junio de 2023).
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Situación con trascendencia singular, en particular cuando ha podido adquirir nuevos riesgos
para el trabajo derivados del proceso patológico160, con necesidad de rehabilitación y/o restau-
ración de las capacidades mermadas161, y puede que con incidencia de factores psicosociales
y adaptativos que suponen cuanto ilustrativamente se han considerado «banderas amarillas»
(distintos problemas que muestran una dimensión psicosocial negativa a la integración162) o
«banderas rojas» (moduladores tales como la edad, excesiva rotación en el trabajo, precariedad,
ocupaciones que dificultan la conciliación por tener que desempeñar actividades intempestivas
o «insociales» antecedentes de enfermedad recientes, etc.163), los cuales tienden a potenciar
la inactividad y en numerosas ocasiones traen aparejado un cambio de empleo y/o empresa164.

En tal sentido, obran suficientes análisis abogando por esta necesaria sensibilidad normativa
en favor de quienes sufren alguno de esos procesos patológicos que suponen con frecuencia
bajas de considerable duración, como los tres más frecuentes según las estadísticas, relacio-
nados con el cáncer, los episodios psiquiátricos menores o los trastornos musculoesqueléticos165.
En todos ellos se insiste en que la ocupación no solo favorece una reintegración plena de futuro,
sino que también está en disposición de actuar como importante elemento de protección contra
el deterioros físicos y mentales del trabajador166, llevando a sinergias entre lo preventivo y lo
prestacional para conducir a un retorno y trabajo saludables167.

A los argumentos clásicos en la doctrina que inciden la reducción del gasto público y en la
corrección del absentismo laboral168, cabrá unir también los preventivo-sanitarios para abogar
no solo por el enriquecimiento de los programas de retorno actuales con medidas que, en la
adaptación del puesto, integren un factor tan básico como el tiempo de trabajo, flexibilizando
horarios, jornadas y permisos; a su lado, sería conveniente que aquella iniciativa viniera acom-
pañada de una modificación legal  imprescindible para —en paralelo a cuanto ocurre en otros
Estados— hacer viable una incapacidad temporal parcial169. Reconociendo, así, dentro la me-
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160 VICENTE PARDO, J. M., «No apto pero no incapacitado. La controversia del ser o no ser», Medicina y Segu-
ridad del Trabajo, vol. 63, núm. 247, 2017, pp. 131-158.
161 VICENTE PARDO, J. M. y LÓPEZ-GUILLÉN GARCÍA, A., «Los factores sociales como productores pronósticos
de difícil retorno tras incapacidad», Medicina y Seguridad del Trabajo, vol. 64, núm. 250, 2018, pp. 67 y 68.
162 VICENTE PARDO, J. M., «Reflexiones sobre los problemas a la reincorporación tras incapacidades médicas
largas», Medicina y Seguridad del Trabajo, vol. 64 núm. 242, 2016, pp. 61 a 63.
163 LÓPEZ-GUILLÉN GARCÍA y VICENTE PARDO, J. M., «Aptitud sobrevenida tras incapacidad laboral por cán-
cer», Medicina y Seguridad de Trabajo, vol. 65, núm. 255, 2019, pp. 15-19.
164 PUIG AVENTÍN, V., «Gestión del retorno al trabajo tras una incapacidad temporal prolongada por trastornos
musculoesqueléticos», Gestión Práctica de Riesgos Laborales, núm. 206, 2022 o UBALDE LÓPEZ, M. et alii,
«Más allá del retorno al trabajo: el efecto de la multimorbilidad en el caso de la capacidad funcional en el trabajo
después de la incapacidad temporal por trastorno mental», Archivos de Prevención de Riesgos Laborales, vol.
19, núm. 3, 2016, pp. 182 y 183.
165 Un elenco de estudios que acompañan a estos tres grupos de enfermedades planteando la necesidad de pro-
gramas de retorno en LÓPEZ-GUILLÉN GARCÍA, A. y VICENTE PARDO, M., «Necesidad de políticas de retorno
al trabajo tras incapacidad laboral prolongada, en materia de Seguridad Social», Medicina y Seguridad del Trabajo,
vol. 64, núm. 253, 2018, pp. 396 y 401-402, notas 23 a 26.
166 Ilustrativa la muestra que proporciona PICÓ MONLLOR, J. A., «La ocupación laboral como factor de protección
en el deterioro cognitivo leve», Medicina y Seguridad del Trabajo, vol. 68, núm. 267, pp. 83-89; resumiendo las
numerosas aportaciones doctrinales desde el punto de vista médico, BETANCOURT, G. y BRAND, A. C., «Revi-
sión sistemática. Intervenciones en los procesos de retorno al trabajo en los trastornos mentales comunes», Me-
dicina y Seguridad del Trabajo, vol. 67, núm. 264, 2021, pp. 212-231.
167 DÍAZ SALAZAR, C. E., «Referencias sobre la discapacidad y la aptitud laboral. Nuevas sinergias entre medicina
y medicina laboral. Historia clínica laboral única: la incapacidad laboral, un continuo evolutivo», Medicina y Segu-
ridad del Trabajo, vol. 60, núm. 1 extraordinario, 2014, pp. 125-130.
168 Un compendio adecuado de autores y obras que así lo sostienen en CRESPÍ FERRIOL, M. M., Incapacidad
temporal y absentismo laboral: prevención, control y retorno al trabajo, cit., p. 274.
169 Por todos, el discurso de GIMENO DÍAZ DE ATAURI, P., «La prestación de incapacidad temporal y su compa-
tibilización con el trabajo», en MERCADER UGUINA, J. R. y ARAGÓN GÓMEZ, C. (Dirs.), La compatibilidad de
las prestaciones del sistema de Seguridad y el trabajo, Lex Nova, Valladolid, 2013, pp. 33 y ss.
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dicina-valorativa, ese espacio bien aquilatado en la medicina-laboral entre la situación de apto
y no apto conocida como apto con restricciones, que no impide la prestación laboral, pero exige
una adecuación bajo control facultativo170.
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RESUMEN

La complejidad y multicausalidad del absentismo aconsejan superar una concepción basada
en el fraude, los controles y las sanciones para avanzar hacia un enfoque integral, que com-
prenda además la prevención, la sensibilización y la implicación de las empresas, con políticas
y actuaciones desde distintos ámbitos. Conviene poner el foco de atención en los riesgos psi-
cosociales, los entornos de trabajo saludables y el bienestar, mejorando las normas y políticas
de conciliación en las empresas, con un papel más activo de la negociación y la extensión de
fórmulas de trabajo flexible. Asimismo, debe tenderse a un mejor equilibrio entre las mejoras
voluntarias y el absentismo, formulando «incentivos» negociales capaces de influenciar las de-
cisiones sobre ausencias al trabajo «innecesarias». 

ABSTRACT

The complexity and multi-causality of absenteeism make it advisable to go beyond a concept
based on fraud, controls and sanctions to move towards a comprehensive approach, which also
includes prevention, awareness-raising and the involvement of companies, with policies and ac-
tions in different areas. The focus should be on psychosocial risks, healthy working environments
and well-being, improving work-life balance rules and policies in companies, with a more active
role for negotiation and the extension of flexible working formulas. A better balance between vo-
luntary improvements and absenteeism should also be sought by formulating negotiation ‘incen-
tives’ capable of influencing decisions on ‘unnecessary’ absences from work. 
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1. NOCIÓN DE ABSENTISMO

1.1. Aproximación conceptual

No existe un concepto unívoco de absentismo laboral, locución polisémica, difícil de concre-
tar, que admite diversos enfoques1, resultando su definición jurídica, en la que vamos a cen-
trarnos, repleta de aristas, influenciada por factores psicológicos, sociológicos, organizativos y
preventivos, entre los más significativos. Pese a la inexistencia de un concepto legal, no se da
una situación de «anomia» legislativa, puesto que se menciona en algunas normas legales, sin
un tratamiento integral ni en la legislación laboral ni en la normativa de Seguridad Social. 

Como se sabe, el precepto más polémico, que daba carta de naturaleza a la extinción por
circunstancias objetivas (letra d) del art. 52 ET)2 fue derogado mediante RDL 14/2020, de 18 de
febrero3, pese a la validación constitucional pocos meses antes por el TC4. Se otorgaba una fa-
cultad de extinción a coste más reducido como mecanismo extremo para combatir el absen-
tismo, aunque no lo definía, centrándose en la superación de unos umbrales «asumibles» en
un concreto lapso temporal5. Entre las causas de despido disciplinario se incluyen las faltas re-
petidas e injustificadas de asistencia o puntualidad en el trabajo, aludiéndose al índice de ab-
sentismo y sus causas, sin mayores precisiones, en los derechos de información de los
representantes de los trabajadores ex art. 64.2 d). 

No es fácil consensuar una definición, con un extenso abanico desde posiciones sumamente
amplias a otras muy restrictivas, pasando por las intermedias, casi tantas como aproximaciones
doctrinales a la cuestión6, al ser un fenómeno complejo, polifacético y multicausal, con diferen-
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1 VILLAPLANA GARCÍA, Absentismo e incapacidad laboral. Promover organizaciones saludables como garantía
de excelencia y efectividad organizativa, CES del Principado de Asturias, Oviedo, 2015, distingue el legal, econó-
mico, sanitario y sociológico, pp. 55 y ss.
2 Por todos, GÓMEZ SALADO, M. A., El absentismo laboral como causa del despido objetivo. Puntos críticos en
la redacción del art. 52 d) del Estatuto de los Trabajadores, Granada, 2019, en especial, pp. 41 y ss.; ARIAS DO-
MÍNGUEZ, A., El absentismo laboral, Civitas-Thomson Reuters, Madrid, 2013, sobre todo pp. 25 y ss.; CIALTI, P.
H., «Extinción del contrato de trabajo. El despido del artículo 52 d) ET no supera(ba) el control de convencionali-
dad», Temas Laborales n.º 152, 2020, pp. 301 y ss.; MORENO i GENÉ, J., «La extinción del contrato por absen-
tismo: productividad empresarial versus derechos constitucionales reconocidos al trabajador»; Revista General
de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social n.º 55, 2020.
3 RD 14/2020, de 18 de febrero, por el que se deroga el despido objetivo por faltas de asistencia al trabajo esta-
blecido en el artículo 52. d) del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real
Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre (BOE 19 de febrero). 
4 STC 118/2019, 16 de octubre (BOE 20 de noviembre).
5 Subsiste vigente su trasunto casi literal en el RD 1368/1985, 17 de julio, para los minusválidos en Centros Es-
peciales de Empleo (BOE 8 de agosto); estimado incompatible con la doctrina europea sobre el despido por ab-
sentismo de personas con discapacidad por CRESPÍ FERRIOL, M. M., Incapacidad Temporal y absentismo
laboral: prevención, control y retorno al trabajo, Cinca, Madrid, 2023, p. 130.
6 Sobre los orígenes históricos, GÓMEZ SALADO, M. A., El absentismo laboral…, op. cit., pp. 9 y ss.; LUELMO
MILLÁN, M. A., El absentismo laboral hoy a la luz de su actual literatura, doctrina, normativa y jurisprudencia. No-
vedades sobre el registro de la jornada laboral, Sepin, Madrid, 2019, pp. 15 y ss.
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cias incluso sobre si se refiere a jornadas completas o comprende también las faltas de pun-
tualidad, siendo mayoritaria la primera postura7. 

El grado de coincidencia es mucho mayor al revestirlo de connotaciones negativas8, por sus
notorias repercusiones para las empresas, las personas trabajadoras y el sistema de Seguridad
Social, pues el mayor volumen de ausencias corresponde a las situaciones de Incapacidad Tem-
poral (en adelante, IT). El TJUE9 despejó cualquier atisbo de duda sobre la legitimidad de com-
batir el absentismo, con medios proporcionados y no excesivos. Objetivo lícito también atisbado
por el TC (STC 118/2019, 16 de octubre): proteger la productividad de la empresa y la eficiencia
en el trabajo, atendiendo a la singular onerosidad que las bajas intermitentes y de corta du-
ración10 suponen para el empleador. 

1.2. Tipología

Dada la complejidad del fenómeno, es frecuente realizar tipologías del absentismo, en base
a distintos criterios, siendo los principales la existencia o no de causa justificativa, la voluntarie-
dad y la duración11. Respecto al primero, según su causa, el absentismo será justificado, esto
es, amparado en una causa legal, siendo lo más habitual un permiso o una enfermedad, o bien
injustificado. En función de la duración la falta de asistencia comprenderá un período corto,
pocos días, o será de larga duración o largo plazo, es decir, ausencias prolongadas que perdu-
ran en el tiempo, no necesariamente coincidente con los 61 días previstos en la Orden
ESS/1187/201512. 

Se suele también poner el acento en la voluntariedad, en función de que la ausencia res-
ponda a una decisión consciente de no asistir al trabajo o sea involuntaria, esto es, causada
por circunstancias que escapan al control de la persona trabajadora, con frecuencia la enfer-
medad o el accidente. Por último, el absentismo puede ser enfocado a título individual o venir
referido al total de la plantilla; como sostuvo el TS, puede abordarse de forma indistinta al guar-
dar una indiscutible proximidad y paralelismo y estar ambas asentadas sobre las ausencias la-
borales13. 

1.3. El absentismo «innecesario» 

En una acepción común, el diccionario de la RAE identifica el absentismo con «la abstención
deliberada de acudir al trabajo», por tanto, si es voluntaria o de propósito14. También se manejan
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7 CRESPÍ FERRIOL, M. M., Incapacidad Temporal y absentismo…, op. cit., p. 11.
8 También por las dificultades de desvelar el fraude y las conductas «evitables», por todos, VILLAPLANA GARCÍA,
Absentismo e incapacidad laboral…, op. cit., p. 33.
9 TJUE 18 de enero de 2018 (Asunto Ruiz-Conejero, C-270/216).
10 Es frecuente poner el acento en la dudosa veracidad de las motivaciones de muchas de las bajas de corta du-
ración, vid. MARTÍNEZ, R. y JANÉ, P., «Que lo urgente no relegue lo importante: absentismo vs. productividad»,
Revista catalana de Dret públic, n.º 48, 2014, pp. 134 y ss., www.rcdp.cat.
11 Por todos, SALA FRANCO, T. y PEDRAJAS MORENO, A., Ausencias al trabajo y absentismo. Tratamiento ju-
rídico, Tirant lo Blanch, Valencia, 2009, p. 11.
12 Orden EY SS./1187/2015, de 15 de junio, por la que se desarrolla el Real Decreto 625/2014, de 18 de julio, por
el que se regulan determinados aspectos de la gestión y control de los procesos de incapacidad temporal en los
primeros trescientos sesenta y cinco días de su duración (BOE 20 de junio), cuyo artículo 2 distingue 4 tipos de
procesos según su duración estimada.
13 STS 23 de enero de 2007 (R. 4465/2005). Algunas cuestiones sobre la relación entre ambos en ARIAS DO-
MÍNGUEZ, A., El absentismo laboral, op. cit., pp. 73 y ss.
14 A la concurrencia del elemento de la voluntariedad deben ceñirse las conductas absentistas, pese al coste que
le pueden suponer al empresario otras ausencias, así NIETO ROJAS, P., «La incidencia de los complementos
salariales en la reducción del absentismo. Su recepción en la negociación colectiva», Revista de Información La-
boral n.º 5, 2016, p. 1 (versión consultada en Aranzadi digital).
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acepciones más amplias incluyendo toda falta «imprevista» del trabajador en un día (u horas)
en que estaba llamado a acudir a su puesto de trabajo15, al margen de la causa o la voluntarie-
dad, centrándose en la previsión, excluyendo ausencias más o menos planificadas (vacaciones
o festivos) o determinadas por decisiones empresariales, como suspensiones, sanciones y otras
análogas16.

Dada la amplitud esbozada, lo esencial no es tanto una definición cerrada sino un análisis
que permita identificar su origen, sus causas y, en la medida de lo posible, cuales resultarían
evitables, con un especial acento en su «justificación». Es cierto que en la práctica el punto de
mira se pone en la IT por contingencias comunes al ser la vía más frecuente de encubrimiento
formal de una ausencia injustificada17, con cierta propensión a la sospecha de fraude en la per-
cepción de prestaciones, que ha marcado incluso el paso al legislador con reformas centradas
en evitar prácticas abusivas y luchar contra el fraude. Aunque los datos estadísticos manejados
muestran patentes divergencias18, se ha situado a España como líder del absentismo laboral
por incapacidad temporal en Europa, con un coste del 1,4 % del PIB19.

Sin dudar de la necesidad de controlar estas coberturas formales, para evitar abusos, no
debería criminalizarse a los trabajadores ni poner bajo sospecha el criterio médico, pues hay
ausencias indispensables para la preservación y recuperación de la salud. En definitiva, habría
que poner el acento en las faltas «innecesarias», por ejemplo, en caso de dolencias leves que
permiten continuar trabajando, sin riesgo para la salud y sin incidencia significativa en el des-
arrollo de la prestación o la productividad, buscando no caer en el presentismo, también inde-
seado, con notorias dificultades para desentrañar cuándo los problemas de salud no son reales
o no afectan la capacidad para el trabajo. 

1.4. Presentismo y absentismo virtual 

Enlazando con lo anterior, conviene llamar la atención acerca de un fenómeno al alza que
sería el denominado «presentismo» o síndrome de la silla vacía o caliente20. Como tal viene
entendiéndose tanto la comparecencia al trabajo encontrándose enfermo o aquejado de una
dolencia, por distintas motivaciones, como la asistencia con bajo rendimiento, procrastinación21,
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15 VILLAPLANA GARCÍA, Absentismo e incapacidad laboral…, op. cit., p. 31.
16 En algunos estudios se comprenden todas ellas, dando al traste con la finalidad de actuar sobre aquel que po-
dríamos considerar «innecesario» o evitable, vid. los 32 ítems que se incluyen en VV.AA., Informe sobre absen-
tismo laboral, Foment de Treball Nacional y The Adecco Group Institute, 2024. 
17 La mayoría de los estudios sitúan el mayor volumen de inasistencia al trabajo debido a la situación de IT, entre
otros, BARCELÓ FERNÁNDEZ, J., «El absentismo laboral: la incapacidad temporal del trabajador como principal
causa», en GARCÍA VIÑA, J. et al., La incapacidad temporal en el trabajo. Régimen jurídico laboral y su configu-
ración desde el punto de vista del absentismo, Atelier, Barcelona, 2016, p. 121. 
18 Estas divergencias en CRESPÍ FERRIOL, M. M., Incapacidad Temporal y absentismo…, op. cit., en especial p.
18. Pueden verse los datos en ADECCO, XIII Informe sobre Empresa Saludable y Gestión del Absentismo, Madrid,
2024, pp. 25 y ss. Son muy críticos con los datos aportados en algunos estudios de las patronales los autores del
informe VV. AA., El absentismo laboral, Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social, y financiado por la
Fundación Estatal para la Prevención de Riesgos Laborales y CCOO, Madrid, 2019, en especial pp. 4 y ss. Pueden
también consultarse los datos de absentismo en Europa debido a enfermedad, por empleado y año en https://Ga-
teway.euro.who.int/en/indicators/hfa_411_2700-absenteeism-from-work-due-to-illness-days-per-employee-per-
year/#id=19398. 
19 PEIRÓ, J. M. et al., Estudio sobre la incapacidad temporal y siniestralidad, Umivale Activa e Instituto Valenciano
de Investigaciones Económicas, Valencia, 2024, pp. 1 y ss., disponible en https://www.ivie.es/es-ES/espana-li-
dera-absentismo-laboral-incapacidad-temporal-europa-coste-del-14-del-pib
20 LUELMO MILLÁN, M.A., El absentismo laboral…, op. cit., p. 83.
21 La relación entre estos términos en DE ANTONIO GARCÍA, M., «Problemática multifactorial del absentismo la-
boral, el presentismo y la procrastinación en las estructuras en que se desenvuelve el trabajador», Medicina y
Seguridad en el Trabajo vol. 57, n.º 223, 2011, pp. 111 y ss.
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falta de realización de las tareas o desarrollo de actividades privadas22, con frecuencia a través
de internet, interacción en redes sociales, chatear, mientras se está presente en el lugar de tra-
bajo23, que puede tildarse de «absentismo virtual» con pérdida de tiempo o resultados o, sim-
plemente, un trabajo poco productivo por causas diferentes al estado de salud24. 

Lo ciñe al enfoque ligado a la salud la Fundación Europea para la mejora de las condiciones
de vida y trabajo (EUROFOUND), situando entre sus motivos el sentido de lealtad hacia la em-
presa, clientes y compañeros de trabajo, la obligación o presión externa o ambas, relacionándolo
con un descenso de la productividad y mayor incidencia en empresas pequeñas25; otras razones
serían la necesidad de ingresos, o el miedo a perder el empleo26. Se pone el foco de atención
en los problemas de salud mental ligados a los riesgos psicosociales en el trabajo27, conside-
rando que prolifera más en el teletrabajo28. 

Aunque ha recibido menor atención doctrinal y, pese a sus diferencias, comparte profundas
raíces comunes con el absentismo, con efectos perjudiciales29, inclusive más que al anterior30,
además de pérdida de rendimiento, agravación de problemas de salud existentes o nuevas au-
sencias. Es probable que las acciones de prevención del absentismo centradas en la mejora
de la salud y la calidad de la vida laboral tengan también repercusiones beneficiosas en la re-
ducción y prevención del presentismo31.
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22 Este doble planteamiento en GÓMEZ SALADO, M. A., El absentismo laboral…, op. cit., pp. 26-27; LÓPEZ
ROZO, E. y RIAÑO CASALLAS, M., «Presentismo y su relación con la seguridad y salud en el trabajo: una revisión
de la literatura», Revista Movimiento Científico, n.º 9 (1), 2015, p. 50, sitúan el origen en 1994 cuando el profesor
Cary Cooper, psicólogo especializado en gestión organizacional, acuñó el término para describir la condición de
quienes permanecen en el trabajo, pero no son tan productivos como de costumbre, debido a alguna enfermedad,
estrés o cualquier otro tipo de distracción. Sobre su extensión y graves consecuencias, SCHNABEL, C., «Pre-
sentismo en el lugar de trabajo», IZA World of Labor 2022: 495, p. 1. Se ha hablado también de absentismo «in
situ», al revés y otros análogos para este comportamiento, centrando el presentismo en la asistencia del empleado
incapacitado para trabajar, VILLAPLANA GARCÍA, Absentismo e incapacidad laboral…, op. cit., p. 30.
23 Puede verse, MORO ABADÍA, O., «Presentismo: historia de un concepto», Cronos, Cuadernos Valencianos de
Historia de la Medicina y de la Ciencias, vol. 9, 2006, pp. 149 y ss. Sobre el absentismo presencial y el control de
los ordenadores, SALA FRANCO, T., «El absentismo laboral en España y propuestas antiabsentismo desde el
punto de vista legal», Revista Ius et Praxis, n.º 1, 2011, p. 284.
24 IGARTUA MIRÓ, M. T., Ordenación flexible del tiempo de trabajo: jornada y horario, Tirant lo Blanch, Valencia,
2018, p. 302.
25 EUROFOUND, Absence from work, Luxemboug, 2010, p. 11.
26 VV. AA., El absenstismo Laboral…, op. cit., p. 2.
27 EUROFOUND, Working conditions and sustanaible work. Psychosocial risks to worker’s well-being: Ley ss.ons
from the COVID-19 pandemic, Luxembourg, 2023, en especial pp. 3 y 20. También LUELMO MILLÁN, M. A., El
absentismo laboral…, op. cit., pp. 53 y ss.
28 Apunta en esta dirección EUROFUND, Working conditions and sustanaible…, op. cit., p. 57, dando a menudo 
como resultado bajadas de productividad. 
29 Sobre sus efectos negativos, TIRABOSCHI, M., «Las nuevas fronteras de los sistemas de Seguridad Social:
empleabilidad, trabajo y tutela de las personas con enfermedades crónicas», Trabajo y Derecho, n.º 7-8, 2015, p.
14 (versión digital); HO, T. C. F, SHEAN MIN, N., POH-CHUIN, T. y HEE, O. C., «Presenteeism in the workplace
and the effect on employees’ well-being», International Journal of Academic Research in Businey ss. and Social
Sciences, 16 (2), 2022, pp. 932 y ss. 
30 LÓPEZ ROZO, E. y RIAÑO CASALLAS, M., «Presentismo y su relación…», op. cit., p. 50, indican la dificultad
de detección y el carácter oculto del coste al estar el trabajador en su empleo sin cumplir eficazmente su labor. 
31 CRESPÍ FERRIOL, M. M., Incapacidad Temporal y absentismo…, op. cit., pp. 42-43. Diversos estudios acon-
sejan su tratamiento y estudio conjunto, al estar íntimamente relacionados, por todos, con cita de KAISER Y MO-
ERLAND et al., en ADECCO, XIII Informe sobre Empresa Saludable…, op. cit., p. 23.
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2. SUCINTO RECORRIDO POR LAS CAUSAS DE ABSENTISMO 

2.1. Multiplicidad de causas 

Debido a la pluricausalidad del fenómeno, difícil de explicar de manera satisfactoria a partir
de una única circunstancia, es habitual incluir un conjunto variado de causas atinentes a la pro-
pia persona que presta servicios o sus acicates para ausentarse o a las condiciones de trabajo
y el clima laboral, pero también de tipo social y/o económico sustancialmente. La principal razón
de ausencia «justificada» es el estado de salud de la persona trabajadora o, más correctamente,
su merma, la enfermedad o una dolencia «impeditiva», cuya gravedad y evolución marcarán la
duración, con alta incidencia de aspectos biológicos, como el sexo, la constitución física o la
edad, pero también del umbral del dolor, la propia respuesta al tratamiento, el carácter de la
persona o señas como la hipocondría y otras similares32. Algunas ausencias presentan una du-
ración excesiva situando el foco de atención en aspectos como las listas de espera de la sanidad
pública, con notables retrasos para el diagnóstico y tratamiento, en la recuperación del trabaja-
dor, la reincorporación paulatina y flexible, el control y la gestión de la IT33, con propuestas de
mejora a fin de intentar contener el gasto público, incluyendo la ampliación de competencias de
las Mutuas34. A estudiar los convenios entre las Mutuas y los Servicios Públicos de Salud y la
evaluación de la IT se dedicará la Comisión estatal para la vigilancia y control cuya creación
anuncia la DA Sexagésima de la LGSS creada por RDL 11/2024, 23 diciembre35. 

Es compleja la comprobación de las motivaciones para ausentarse del trabajo36 o para pro-
longar indebidamente una ausencia justificada, debidas a veces a factores ocultos, de corte
subjetivo, no reconducibles a patrones comunes. La propia sensación de sentirse enfermo o la
valoración de la capacidad para ir a trabajar varía según las personas, existiendo también po-
derosas razones por las dificultades para equilibrar trabajo-familia, la existencia de mal clima
laboral, riesgos psicosociales, incluidos el acoso y la violencia, existencia de conflictos laborales
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32 VICENTE PARDO, J. M., «La gestión de la incapacidad laboral algo más que una cuestión económica», Medicina
y Seguridad en el Trabajo, n.º 64 (251), 2018, p. 11; seguido en este punto por CRESPÍ FERRIOL, M. M., Inca-
pacidad Temporal y absentismo…, op. cit., pp. 19-20. También en el Informe del Ministerio de la Presidencia sobre
Evaluación de las medidas de racionalización y mejora de la gestión de la Incapacidad Temporal, Madrid, 2009,
p. 139; sobre la posibilidad de trasladar parte del trabajo asistencial a las Mutuas, p. 154. Puede verse VILLA-
PLANA GARCÍA, M., SÁEZ NAVARRO, C., MESEGUER DE PEDRO, M. y GARCÍA-IZQUIERDO, M., «Grado de
efecto de las variables sociodemográficas, laborales, organizativas y del entorno en la duración de la incapacidad
temporal por contingencias comunes en España», Atención Primaria 2015, 47 (2), pp. 90 y ss.
33 Sobre el particular, RODRÍGUEZ INIESTA, G., «El control y la gestión de la incapacidad temporal. A propósito
de la reforma introducida por el RD 1060/2022, de 27 de diciembre», Revista de Estudios Jurídico Laborales y de
Seguridad Social, n.º 6, 2023, pp. 145 y ss.; CRESPÍ FERRIOL, M. M., «Absentismo burocrático: consideraciones
críticas al hilo de la reforma de la incapacidad temporal», Trabajo y Empresa. Revista de Derecho del Trabajo,
vol. 2, núm. 1, 2023, pp. 131 y ss.
34 Entre otros, LAFUENTE SUÁREZ, J. L., «La interpretación “más favorable” a la Administración Pública en los
procedimientos administrativos y judiciales de incapacidad temporal (y de la incapacidad en general)», Revista
de Derecho de la Seguridad Social. Laborum, n.º 26, 2021, en especial pp. 51 y ss. Un extenso recorrido por la
incorporación de las Mutuas en la gestión y su evolución, SEMPERE NAVARRO, A. V. (Dir.), Hacia un nuevo mo-
delo de gestión de la incapacidad temporal, Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, 2005, pp. 23 y ss. Asimismo,
MONEREO PÉREZ, J. L. y RODRÍGUEZ INIESTA, G., «Propuestas de mejora para la gestión de la incapacidad
temporal por contingencias comunes formuladas por la Asociación de Mutuas de Accidentes de Trabajo (AMAT).
Análisis técnico jurídico y de política del Derecho», Revista de Derecho de la Seguridad Social. Laborum n.º 38,
2024, pp. 15 y ss.
35 Para la mejora de la compatibilidad de la pensión de jubilación con el trabajo (BOE 24 de diciembre).
36 Un enfoque desde la psicología en FIDELES DE OLIVEIRA et al., «Frederick Herzberg and the Theory of the
Two Factors in the contribution of the prevention of absenteeism at work», Cuadernos de Educación y Desarrollo,
v. 15, n.º 12, 2023, pp. 17557 y ss.
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o los propios hábitos laborales37, unidos a frecuente falta de interés o control empresarial, com-
pareciendo con frecuencia entremezcladas.  

2.2. Las condiciones de trabajo y el clima laboral 

Hace ya algún tiempo se llegó a tildar al absentismo como una especie de «protesta muda
(en muchos casos inconsciente) contra un estado de cosas creado por el tipo de trabajo o las
condiciones de vida en general»38, afirmación algo excesiva, aunque no puede descartarse que
la decisión de ausentarse venga «favorecida» por factores ligados al entorno de trabajo, las
propias condiciones de trabajo o su contribución a la percepción subjetiva sobre la enfermedad
o el malestar que «impiden» asistir al trabajo39. Al margen de las dificultades de prueba, una
mejora en estas condiciones y en la organización del trabajo, arrojaría efectos positivos sobre
el absentismo, en especial, actuaciones sobre el tiempo de trabajo, los horarios o el equilibrio
trabajo y vida privada, con mayores tasas de absentismo en el trabajo a turnos o con jornadas
laborales prolongadas40. 

Especial relevancia cobra el llamado «clima laboral» que, si bien mirado, cuando es negativo
puede ser detonante de mayores tasas de absentismo, sin descartar que el clima empeore como
consecuencia del elevado número de ausencias y su imprevisibilidad, dadas sus repercusiones
para la empresa y el resto de la plantilla. Aquí cobran un papel destacado las situaciones de
acoso y violencia, en la acepción amplia manejada por el Convenio 190 OIT41, en ocasiones
«resueltas» bajo la cobertura de una IT42. Conexión que se ha cifrado en dos factores: la propia
afectación de dicha violencia sobre la salud del trabajador y el carácter deliberado de la ausencia
que se utiliza como estrategia para reducir la exposición43, razón que incide en la necesidad de
ajustar el ordenamiento interno al planteamiento internacional, garantizando la incolumidad de
la dignidad e integridad de los trabajadores y efectos colaterales positivos sobre el absentismo. 
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37 Sobre la «relativización» del problema son interesantes los datos del estudio de MARTÍNEZ, R. y JANÉ, P.,
«Que lo urgente no relegue…», op. cit., p. 144.
38 BEHREND, H., «La ausencia voluntaria del trabajo», Revista Internacional del Trabajo, vol. 59, n.º 2,
https://ilo.primo.exlibrisgroup.com/discovery/fulldisplay/alma992386523402676/41ILO_INST:41ILO_V2. Para DE
LAS HERAS BORRERO, F. M., «El absentismo laboral: sus causas y tratamiento jurídico», Revista de Política
Social, n.º 136, 1982, p. 162, se trataba de un problema de insatisfacción, vinculándolo a una actitud personal,
reacción de huida y otras connotaciones similares. 
39 La relevancia de esta percepción individual en el proceso decisional, entre otros, VILLAPLANA GARCÍA, Ab-
sentismo e incapacidad laboral…, op. cit., p. 35.
40 Dionne y Dostie (2007) citados en ADECCO, XIII Informe sobre Empresa saludable…, op. cit., p. 21.
41 En general, sobre la adhesión al Convenio 190 OIT y sus implicaciones, vid. MORENO MÁRQUEZ, A., «El con-
venio 190 de la OIT sobre violencia y acoso en el trabajo y sus implicaciones en el ordenamiento laboral español»,
Temas Laborales n.º 166/2023, pp. 93 y ss.; SERRANO ARGÜELLO, N., «La adhesión de España al Convenio
de la OIT núm. 190, sobre la eliminación de la violencia y el acoso en el mundo del trabajo», en FERNÁNDEZ
COLLADOS, M. B. (Dir.), La Prevención de Riesgos Laborales a propósito de la Estrategia de Seguridad y Salud
Laboral 2023-2027, Aranzadi, Navarra, 2023, pp. 193 y ss.; SIRVENT HERNÁNDEZ, N., «El derecho a un entorno
de trabajo libre de violencia y acoso. Nuevos desafíos a la luz del Convenio 190 OIT», Revista Española de De-
recho del Trabajo n.º 269, 2023, pp. 1 y ss. (versión digital consultada en la base de datos Aranzadi Instituciones);
también, IGARTUA MIRÓ, M. T., «Medidas preventivas frente a la violencia y el acoso: Convenio 190 OIT, regu-
lación interna y aplicación práctica», en ALTÉS TÁRREGA, J. A. y YAGÜE BLANCO, S., Convenio 190 de la OIT
sobre violencia y acoso, Tirant lo Blanch, Valencia, 2024, pp. 363 y ss.
42 A estos usos alternativos para cubrir necesidades de cuidado alude ESTEBAN LEGARRETA, R., Controles y
límites de la Incapacidad Temporal, Bomarzo, Albacete, 2019, p. 20.
43 EUROFOUND, Health and well-being at work: a report based on the fifth European working conditions survey,
Luxemburgo, 2012, p. 60.
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2.3. Factores sociales o externos

Sin ánimo de exhaustividad, pese a que los anteriores factores son los más relevantes, se
ha probado la relación inversa entre desempleo y absentismo, cayendo este último en épocas
de crisis, cuando las cifras de paro son más elevadas44 y tasas menores en modalidades tem-
porales, con incrementos con el aumento de la antigüedad en la empresa45, debido al presumible
escudo protector de unos mayores costes del despido. Asimismo, las cifras son mayores en las
administraciones públicas, cuando el empleo es estable y no debe el empleado buscar uno
nuevo46. 

Incuestionable trazar la conexión con las condiciones de acceso y económicas de la presta-
ción por IT, con clara incidencia de las mejoras voluntarias pactadas con frecuencia vinculadas
al índice de absentismo, cuyo aumento puede llevar incluso a la reducción de una parte del
complemento47. En definitiva, parece que quienes sufren menos quebranto económico en su
compensación en los períodos de IT son más propensos a ausentarse con esta cobertura o, a
lo menos, a prolongarlos «indebida o injustificadamente». 

3. PRINCIPALES EFECTOS NEGATIVOS DEL ABSENTISMO 

Lejos de un análisis exhaustivo, nuestro objetivo es bastante más modesto limitándonos a
visibilizar algunas de las consecuencias negativas del absentismo, sin entrar en el coste público
de las prestaciones de IT. Con frecuencia las empresas lo sitúan en el centro de la presunta
baja productividad en España, cuestión harto compleja y multicausal, sin ignorar la posible re-
percusión en la calidad y cantidad del trabajo. 

Entrando en algunos costes económicos, el empresario debe asumir el pago de una parte
de la prestación de IT en contingencias comunes (entre el cuarto y el decimoquinto día), el sa-
lario del día de la misma (art. 173.1 LGSS) y posibles mejoras voluntarias pactadas (art. 239
LGSS), con obligación de cotizar, sin que la ausencia incida en la duración de las vacaciones;
además de posibles quebrantos económicos aparejados a jornadas perdidas. A lo que habría
que sumar, en su caso, gastos de contratación y remuneración de un sustituto o el abono de
horas extraordinarias o complementarias a otros trabajadores, con previsibles repercusiones
en el funcionamiento de los grupos o equipos de trabajo, en la organización de los turnos, inci-
diendo en el clima laboral, provocando malestar en quienes asumen las consecuencias, inclu-
sive, sobrecarga o nuevos problemas de salud, difícilmente medibles, de las personas que
desempeñan las tareas del trabajador de baja sin compensación, posible efecto «contagio» y
conflictos laborales susceptibles de provocar nuevas ausencias. Desajustes que pueden perju-
dicar la imagen corporativa de la empresa. Costes especialmente elevados48 y difíciles de cubrir
en la empresa pequeña y microempresa, con cierto reflejo en unas mayores cifras de absen-
tismo en las de mayor tamaño49. 
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44 BARCELÓ FERNÁNDEZ, J., «El absentismo laboral…», op. cit., p. 156.
45 VILLAPLANA GARCÍA, Absentismo e incapacidad laboral…, op. cit., pp. 80 y 108 y ss. para los datos. 
46 Por todos, CRESPÍ FERRIOL, M. M., Incapacidad Temporal y absentismo…, op. cit., p. 32.
47 A título meramente ejemplificativo, en la STS 27 de febrero de 2024 (R. 6/2022) se confirma el derecho al com-
plemento de IT, admitiendo la reducción derivada de lo pactado, más no su supresión.
48 Según EUROFOUND, Absence from work, op. cit., p. 2, el coste del absentismo podría alcanzar alrededor del
2,5 % del PIB en Europa. Para apreciar las diferencias por territorios dependiendo de las causas de absentismo
y en función si se trata de hombres o mujeres, es interesante consultar el estudio de ANTCZAK, E. y MIS-
ZCZYNSKA, K. M., «Causes of Sickney ss. Absenteeism in Europe-Analysis from an Intercountry and Gender
Perspective», International Journal of Environmental Research and Public Health, n.º 18, 2021, 11823.
http://doi.org/10.3390/ijerph182211823. 
49 VILLAPLANA GARCÍA, Absentismo e incapacidad laboral…, op. cit., p. 83, con datos en relación con otros fac-
tores como el sector económico, la ubicación geográfica, la época del año y así sucesivamente.
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La persona trabajadora también sufre repercusiones económicas, en especial en situación
de IT, mayores o menores en función de la cuantía final de la prestación50, con tendencia a apre-
ciar «cierto» incentivo a permanecer o situarse en situación de baja laboral si la merma de in-
gresos es menor51. Pero las ausencias, en especial de larga duración, pueden afectar a la
formación, la experiencia profesional o las propias relaciones sociales en la empresa, incluso
con pérdida de clientes. Tampoco cabe descartar efectos sobre la promoción profesional, ni pro-
blemas de aislamiento, cierto «rechazo», malestar laboral y otros similares. Planean también
ciertos riesgos de pérdida de empleo sin una solución definitiva al problema de la calificación
del despido del trabajador enfermo52, más fácil si son contratos de duración determinada.  

Ante este panorama, además de la poderosa necesidad de acortar las bajas médicas ante
prolongaciones «innecesarias», se incide ahora en la reincorporación al trabajo53, con plantea-
mientos más modernos de vuelta paulatina o flexible, que pueden resultar adecuados, pese a
las divergencias sobre la forma, los procedimientos o los sujetos encargados de las decisiones,
que han de descansar exclusivamente en actos médicos, sin presiones por parte de la Admi-
nistración y menos aún de la propia empresa. 

4. ABSENTISMO, PREVENCIÓN DE RIESGOS Y BIENESTAR LABORAL

Viene de lejos la conexión entre el absentismo y la seguridad y salud en el trabajo, cobrando
en la actualidad mayor relevancia, poniendo el foco de atención en la calidad de vida laboral54.
Es cierto que la IT por contingencias profesionales presenta menor margen para el fraude, sobre
todo en el accidente de trabajo, pero puede prolongarse «indebidamente»55, algo que unido a
la canalización como contingencias comunes de numerosas dolencias, dada nuestra definición
restrictiva de la enfermedad profesional, aconseja seguir avanzando en el terreno preventivo,
reduciendo las cifras de siniestralidad y como reflejo el absentismo, profundizando en una con-
cepción integral de la seguridad y salud, con especial atención a los riesgos ligados a la orga-
nización del trabajo con graves repercusiones sobre la salud mental, con aumento del
absentismo de larga duración56. 
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50 En la actualidad no se percibe prestación durante los 3 primeros días de la baja, el 60% de la base reguladora
hasta el día vigésimo primero y un 75 % a partir de ese momento. 
51 Opinión bastante extendida respecto a las mejoras voluntarias pactadas en los convenios, por todos, GARCÍA
NINET, J., «El absentismo y su escaso intento de control en la negociación colectiva española 2014-2016», en
GARCÍA VIÑA, J. et al., La incapacidad temporal…, op. cit., p. 86. También apuesta por los «recortes» como me-
dida anti absentista, LAFUENTE SUÁREZ, J. L., Los complementos a las prestaciones económicas de incapacidad
temporal y el control del absentismo, Bomarzo, Albacete, 2021, pp. 83 y ss.
52 Sobre esta cuestión en la que no hemos de entrar, por todos, AGUILERA IZQUIERDO, R., La discriminación
por motivos de salud ante la contratación laboral y el despido. Estado de la cuestión tras la Ley 15/2022, BOE,
Madrid, 2023; ALMENDROS GONZÁLEZ, M. A., Discriminación por enfermedad en las relaciones laborales», Re-
vista Crítica de Relaciones Laborales. Laborum, n.º 12, 2024, en especial pp. 55 y ss.; ASQUERINO LAMPARERO,
M. J., «La enfermedad como causa de discriminación tras la Ley Integral para la igualdad de trabajo y la no dis-
criminación», Temas Laborales, n.º 165, 2022, pp. 151 y ss.
53 Sobre las obligaciones de evaluar el estado de salud tras una baja de larga duración, vid. STSJ Cataluña 15 de
enero de 2024 (R. 4110/2023).
54 CRESPÍ FERRIOL, M. M., Incapacidad Temporal y absentismo…, op. cit., pp. 49 y ss. Sobre la mejora de las
condiciones de trabajo para reducir al mínimo los procesos de IT por contingencias profesionales y su duración,
BARCELÓ FERNÁNDEZ, J., «El absentismo laboral…», op. cit., pp. 156-7.
55 Las duraciones medias son menores, sin embargo, en los procesos de IT por contingencias profesionales, pues
los mismos procesos debidos a contingencia común duran casi un 40 % más (una media de 70 días), si bien las
Mutuas lo achacan a su gestión, proponiendo igualarlos si se les cede según lo recogido en ADECCO, XIII Informe
sobre Empresa saludable…, op. cit., p. 9. 
56 Los trastornos mentales, el estrés, la depresión y la ansiedad son las principales causas de IT en los países
desarrollados, ADECCO, XIII Informe sobre Empresa saludable…, op. cit., pp. 119-122, pero en muchos casos
están causadas por el trabajo aunque se consideren por contingencias comunes, destacando la importancia de
su prevención la propia OMS. 
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Hace ya una década se comenzó a vincular el bienestar en el trabajo con el aumento de la
productividad, señalando la Estrategia comunitaria de Seguridad y Salud (2014-2020) que el
fomento de unas condiciones de trabajo más seguras y saludables en el lugar de trabajo son
factores fundamentales no solo para mejorar la calidad del empleo y las condiciones laborales,
sino también para promover la competitividad; la buena salud de los trabajadores tiene un efecto
positivo directo y mensurable en la productividad y contribuye a mejorar la sostenibilidad de los
sistemas de Seguridad Social57. 

Aunque la vinculación se desconoce a nivel legislativo, es posible vislumbrarla en la STS 16
de febrero de 201658, donde se destaca un informe elaborado por la Inspección de Trabajo que
señala la relevancia de tener en cuenta en la evaluación de riesgos psicosociales los datos de
absentismo laboral de la plantilla59, analizándolos con detalle, especificando los que responden
a enfermedad y accidente, en especial su posible relación con los índices de patología psico-
social. 

Con posterioridad, la Agencia Europea de Seguridad y Salud en el Trabajo en un Informe
dedicado a los riesgos psicosociales, el estrés y el absentismo (2019), pone de manifiesto los
efectos negativos del estrés, la ansiedad y la depresión tanto sobre el rendimiento general de
la empresa como respecto al aumento del absentismo60 y del presentismo así como mayor ro-
tación, aumento de los índices de accidentes y lesiones, afirmando que las ausencias relacio-
nadas con la salud mental tienden a ser más largas que las derivadas de otras causas y que
contribuyen al aumento de las tasas de jubilación anticipada61.

Aunque serían conveniente ajustes legales, la OMS también aboga por el bienestar y la con-
secución de ambientes de trabajo saludables; la UE en la Declaración de Luxemburgo (2018)
define la promoción de la salud en el trabajo como «una estrategia empresarial moderna que
aspira a la prevención de los riesgos profesionales y a aumentar la capacidad individual de la
población trabajadora para mantener su salud y calidad de vida»62. 

Aunque el concepto no aparece explícitamente en la LPRL, sí forma parte de la política pú-
blica la promoción de la mejora de las condiciones de trabajo dirigida a elevar el nivel de pro-
tección de la seguridad y salud en el trabajo, con una concepción amplia de este último término,
incluyendo el bienestar. Además, figura en la Ley 33/2011, 4 de octubre, General de Salud Pú-
blica63, con un concepto más amplio de la salud laboral (art. 16 y 33). 

La OIT en la Resolución adoptada en su 110.ª reunión (2022) da nueva redacción al párrafo
2 de la Declaración relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo (1998) a fin
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57 Marco Estratégico de SST (2014-2020), Comunicación de la Comisión al Parlamento europeo, al Consejo, al
Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones relativa a un marco estratégico de la Unión Eu-
ropea en materia de seguridad y salud en el trabajo (2014-2020), Bruselas 6.6.2014, COM (2014), 332 final.
58 R. 250/2014.
59 Esta concepción más «moderna» de la reducción del absentismo a través de la prevención de riesgos y la
mejora del bienestar, entre otros en VILLAPLANA GARCÍA, Absentismo e incapacidad laboral…, op. cit., p. 23;
LAFUENTE SUÁREZ, J. L., Los complementos a las prestaciones…, op. cit., pp. 91. y ss.
60 Esta relación igualmente en MIRANDA MAYO, J. J ., «El estrés y su relación con el absentismo laboral», marzo,
2024, disponible en SSRN: https://y ss.rn.com/abstract=4769312
61 Vid. JAÉN ARENAS, J., «Tendencias en gestión de recursos humanos en una empresa saludable y digitalizada»,
International Journal of Information Systems and Software Engineering for Big Companies, n.º 6 (2), 2019, p. 65.
62 En la doctrina, puede verse TASCÓN LÓPEZ, R., «Hacia la mejora integral de la salud de la persona trabaja-
dora», Trabajo y Derecho, n.º 90, 2022, pp. 1 y ss. (consultado en la BD laleydigital); MUÑOZ RUIZ, A. B., «Em-
presa saludable y promoción de la salud en la negociación colectiva», Revista de Información Laboral, n.º 8/2014,
pp. 1 y ss. (consultado en la BD Aranzadi Experto).
63 BOE 6 de octubre. 
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de incluir en ella el «entorno de trabajo seguro y saludable», con la consiguiente consideración
de fundamentales de los convenios 155 (1981) y 187 (2006). No cabe ignorar ni el uso del tér-
mino «entorno» que apunta a una visión «renovada» del alcance de las políticas preventivas ni
del adjetivo «saludable» que podría implicar cierta progresión en este terreno. Materias que de-
berían abordarse en la negociación colectiva, superando un tratamiento reiterativo de las dis-
posiciones legales, avanzando hacia compromisos más exigentes de las empresas buscando
la mejora y promoción de la salud y el bienestar de los trabajadores, con previsibles efectos po-
sitivos sobre el absentismo. Programas preventivos de los que según el art. 3.3 RD 843/201164

podrían ocuparse los servicios de prevención, aunque no estén directamente relacionados con
los riesgos laborales, si se han acordado en la negociación colectiva, siempre que se contabilice
el tiempo empleado de manera diferenciada. 

Junto a lo anterior, podría apelarse a las fórmulas de trabajo flexible como respuesta tanto
a algunos problemas de salud y bienestar como a determinadas necesidades de conciliación,
que en ocasiones suponen bolsas de refugio indebido en la IT65 cuando no pueden ser atendidas 66,
con claras ventajas67 como la mejora del ambiente laboral, de la propia motivación y satisfacción
de la persona68, aspectos clave en la reducción del absentismo e, incluso, mejora de la imagen
social de la empresa, sin estar reñida con incrementos de la productividad y competitividad.
Este uso flexible del tiempo69 contribuye mejor a paliar el absentismo «innecesario», cuando
las tareas de cuidado no impiden el desarrollo completo y absoluto de la prestación, dotando al
trabajador de cierto grado de autonomía en la gestión de «su» tiempo de trabajo. Beneficios
que serían mayores si esta flexibilidad se abordara de forma más global, evitando distinciones
entre trabajadores con o sin responsabilidades familiares y minimizando las fricciones entre
compañeros, que pueden también propiciar ciertas dosis de absentismo. 
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64 RD 843/2011, de 17 de junio, por el que se establecen los criterios básicos sobre la organización de recursos
para desarrollar la actividad sanitaria de los servicios de prevención (BOE 4 de julio).
65 El Documento sobre revisión del Pacto de Toledo, Gobierno de España, 2010, p. 35 ponía de manifiesto que
«… en algunos casos la IT es el refugio que buscan, a veces desesperadamente, familiares que necesitan una
ayuda pública para dedicarse al cuidado de seres queridos que padecen graves dolencias…»; también CRESPÍ
FERRIOL, M. M., Incapacidad Temporal y absentismo…, op. cit., p. 47. 
66 A paliar algunas de estas dificultades vinieron en su día medidas como las introducidas desde 2011 para atender
al cuidado de los hijos afectados por cáncer u otras enfermedades graves, con previsión de una reducción de jor-
nada (art. 37.6 ET) con cobertura parcial de la pérdida de ingresos a través de la pertinente prestación de la Se-
guridad Social (art. 190-192 LGY SS.), aunque queda aún bastante camino por recorrer para una cobertura más
adecuada de estas y otras necesidades de cuidados. 
67 Así, GORELLI HERNÁNDEZ, J., «La conciliación desde la perspectiva del tiempo de trabajo en España: son
malos tiempos para conciliar», Revista de la Facultad de Derecho de México, Tomo LXIX, n.º 373, 2019, p. 861;
MARTÍNEZ MORENO, C., «La recomposición del sistema de fuentes en la ordenación del tiempo de trabajo», en
ARGÜELLES BLANCO, A. R. y ROMERO BURILLO, A. M., (Dirs.), Régimen jurídico y gestión racional del tiempo
en la empresa, Thomson Reuters Aranzadi, Cizur Menor, 2013, pp. 51 y ss.; MOLINA NAVARRETE, C., «Flexibi-
lidad en la gestión del tiempo de trabajo y conciliación de la vida laboral y familiar: a propósito de la nueva regu-
lación del empleo parcial», Documentación Laboral, n.º 100, 2014, p. 18; RODRÍGUEZ ESCANCIANO, S.,
«Tiempo de trabajo y conciliación: premisas para un reparto equilibrado bajo el principio de corresponsabilidad»,
Trabajo y Derecho, n.º 13, 2021, p. 13.
68 También RODRÍGUEZ COPÉ, M. L., «Igualdad, conciliación, corresponsabilidad y flexibilidad: ejes claves para
la gestión del mercado de trabajo actual», en SÁEZ LARA, C., (Coord.), Igualdad de género en el trabajo: estra-
tegias y propuestas, Laborum, Murcia, 2016, p. 89. 
69 En función de las previsiones comunitarias y nuestra regulación interna comprende también el teletrabajo total
o parcial, siendo este último más ventajoso para evitar los riesgos y posibles efectos perversos, sobre la salud
pero también sobre la igualdad. Puede verse ya la llamada a la creación de un marco de trabajo flexible en as-
pectos como los horarios en el Informe de ASEPEYO, Horarios de trabajo y absentismo laboral. Análisis de una
ecuación para la competitividad empresarial, Barcelona, 2014, p. 6. También lo considera positivo la guía Cómo
gestionar el absentismo en mi empresa, ASEPEYO, p. 69.
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En resumidas cuentas, la mejora de la organización del trabajo, de su entorno y de las rela-
ciones sociales buscando promover no sólo la seguridad y salud sino también el bienestar re-
percutiría positivamente en las ausencias al trabajo, puesto que un buen número de bajas
laborales se relacionan con picos de estrés, crisis de ansiedad, desbordamientos en la gestión
del tiempo y otras motivaciones semejantes que deben atajarse en sus fases iniciales, contando
con una mayor implicación de los trabajadores y una adecuada asignación de roles y respon-
sabilidades. 

5. ABSENTISMO Y CONTROL EMPRESARIAL 

5.1. Las medidas de vigilancia y control 

Como es sabido, el art. 20.3 ET contempla unas genéricas facultades de vigilancia y control
del empresario mediante las medidas que estime más oportunas, para verificar el cumplimiento
por el trabajador de sus obligaciones y deberes laborales, con respeto a su dignidad. En su apli-
cación deben tenerse en cuenta los límites derivados de los arts. 89 y 90 de la LO 3/2018, de 5
de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales (en ade-
lante, LOPD)70, en especial ante el uso de mecanismos de videovigilancia o geolocalización,
entre otros, la información previa.

No resulta infrecuente en el ámbito concreto del control de posibles situaciones de fraude
en la IT, que las empresas, con amparo en este aserto legal, recurran al servicio de detectives
privados que deben respetar en su actuación las previsiones contempladas en la Ley 5/2014, 4
de abril, de seguridad privada71. Además, se asiste a un notable auge del control de las redes
sociales del trabajador72, que pueden aportar datos sobre su estado de salud y su proceso de
recuperación, destapando posibles actuaciones contrarias a la buena fe o la realización de ac-
tividad «extralaborales» que ponen en peligro la curación y reincorporación al trabajo, con un
claro interés legítimo del empresario. Nada impide el uso simultáneo de ambas vías si queda
garantizado el respeto a la intimidad y la esfera privada de la persona afectada73, aplicándose
al tradicional juicio de necesidad, idoneidad y proporcionalidad74, más estricto al tratarse de un
control fuera del centro de trabajo y en la esfera extralaboral, dando paso a posibles sanciones
disciplinarias. 
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70 BOE 6 de diciembre. 
71 BOE 5 de junio. Sobre la ilegalidad de las imágenes obtenidas en el exterior del jardín del trabajador, STS 25
de mayo de 2023 (R. 2339/2022). Admiten este tipo de prueba con normalidad, entre otras, Y SS.TSJ Región de
Murcia 18 de octubre de 2022 (R. 154/2022) y Canarias (Santa Cruz de Tenerife) 6 de julio de 2023 (R. 1024/2022).
72 A modo de ejemplo, se utiliza como prueba la publicación de fotos en Facebook donde se ve al trabajador de
baja por traumatismo de rodilla estando de caza en ATS 17 octubre de 2017 (R. 178/2017) que confirma el despido.
También se considera demostrada la simulación de enfermedad por actividad constante en Instagram como coach
nutricional, estimando que no es mero postureo porque realizar publicaciones casi diarias supone un esfuerzo y
concentración incompatibles con su estado de salud o que denotan su aptitud para el desarrollo de su trabajo
como auxiliar administrativo, STSJ Comunidad Valenciana 11 de abril de 2024 (R: 3317/2023); STSJ Comunidad
Valenciana 6 de octubre de 2020 (R. 1372/2020). Sobre este tipo de control, por todos, GONZÁLEZ BIEDMA, E.,
«Uso de redes sociales y control empresarial», Temas Laborales, n.º 150, 2019, en especial pp. 124 y ss.
73 Entre otros, GARRIDO PÉREZ, E., «La actuación de los detectives privados como instrumento del control em-
presarial», Temas Laborales n.º 150, 2019, pp. 227 y ss.; MIRANZO DÍEZ, J. J., «Control y vigilancia de las per-
sonas trabajadoras en situación de incapacidad temporal. El informe de detectives privados», Revista de Derecho
de la Seguridad Social. Laborum, n.º 31, 2022, pp. 72 y ss.; TALÉNS VISCONTI, E. y VALLS GENOVARD, M. A.,
La actividad de detectives privados en el ámbito laboral, Bosch, Barcelona, 2000.  
74 Por todas, en STC 186/2000 se afirma que ha de realizarse un triple juicio: si tal medida es susceptible de con-
seguir el objetivo propuesto (idoneidad), si es necesaria, en el sentido de que no existe otra medida más moderada
para lograr el fin perseguido con la misma eficacia (necesidad) y si es ponderada o equilibrada, esto es, de ella
se derivan más beneficios o ventajas para el interés general que perjuicios sobre otros bienes y valores en conflicto
(juicio de proporcionalidad en sentido estricto).
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Como regla general, los tribunales legitiman las llamadas de la empresa durante la baja para
interesarse por el estado de salud, en principio, no vulneraría el derecho a la desconexión digital,
si no exige conectarse a un software ni es obligatorio atender la llamada, siempre que no tenga
por objeto coaccionar o pedir al trabajador que se reincorpore75, exigencias que sí se conside-
rarían vulneradoras del derecho a la salud y determinarían la nulidad del despido76. 

Sin entrar a analizar el régimen jurídico concreto ni detallar la cuestión, que exigiría un es-
tudio de dimensiones similares al presente, no cabe ignorar que la actual exigencia de un re-
gistro horario plasmada en el art. 34.9 ET77, nacida al amparo de una problemática distinta,
puede servir lógicamente a efectos de «control» del absentismo.

5.2. La facultad para verificar el estado de salud ex art. 20.4 ET

El lugar central en este ámbito, junto a los distintos mecanismos de control público dima-
nantes de la legislación de Seguridad Social en los que no hemos de entrar, lo ocupa la peculiar
facultad recogida en el apartado 4 del art. 20 ET que permite al empresario «verificar el estado
de salud que sea alegado por este para justificar sus faltas de asistencia al trabajo, mediante
reconocimiento a cargo de personal médico». Disposición que plantea dudas tanto desde la
verdadera justificación de este mecanismo de fiscalización como desde su propia lógica, al otor-
gar una facultad de «revisar» cómo se encuentra el trabajador, pese a que normalmente ya ven-
drá avalado por certificado de un facultativo. Facultad que despliega, al menos en apariencia,
relevantes efectos coactivos y guarda un difícil equilibrio con el respeto al derecho a la intimidad
del trabajador, aunque en la práctica no resulta demasiado eficaz78.

La doctrina ha criticado la excesiva laxitud reguladora de algunos Convenios colectivos, que
llegan a incluir otras medidas como fiscalización por visitadores a domicilio sin cualificación sa-
nitaria o restricciones a la libertad, exigiendo la permanencia en el domicilio y análogas79. La
evolución ha venido marcada por la irrupción de empresas especializadas, suscitando dudas la
posibilidad de «externalizar» esta vigilancia, admitida con normalidad por el TS en Sentencias
de 25 de enero de 201880 y 15 junio de 202181. 

La parquedad del precepto legal incita a recurrir al art. 22 LPRL en algunas cuestiones, pese
a las diferencias teleológicas y sistemáticas, yendo el precepto estatutario va más allá de las
posibles mejoras de salud o estudio del estado de salud a efectos asistenciales o de prevención 82,
algo que no obsta, por ejemplo, a la hora de trasladar las garantías. 
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75 STSJ Galicia 11 de abril de 2024 (R. 10/2024).
76 STS 31 de enero de 2011 (R. 1532/2010).
77 In extenso, IGARTUA MIRÓ, M. T., «La obligación de registro de la jornada de trabajo tras el RD 8/2019», Temas
Laborales, n.º 147, 2019, pp. 115 y ss.
78 Por todos, SALA FRANCO, T.: La incapacidad temporal para trabajar derivada de enfermedad o accidente,
Tirant Monografías, Valencia, 2004, p. 100.
79 Puede verse, RUIZ CUESTA, M. y MUÑOZ RUIZ, A. B., «Complementos de incapacidad temporal y sistemas
de control en la negociación colectiva: algunos ejemplos prácticos», Revista General de Derecho del Trabajo y la
Seguridad Social, n.º 2, 2003, p. 1, que cuestionan la constitucionalidad de muchas de estas cláusulas; también
VICENTE PALACIO, M. A., «El control de la incapacidad temporal: el control en el ámbito de la relación laboral
individual y en el ámbito de la Seguridad Social», Tribuna Social, n.º 168, 2004, p. 28; MERCADER UGUINA, J.
R., «El control de la incapacidad (historia de una sospecha)», Relaciones Laborales 2004-I, p. 417 se refiere al
«desmedido papel de la negociación colectiva».
80 R. 249/2016. 
81 R. 57/2020.
82 CRESPÍ FERRIOL, M. M., Incapacidad Temporal y absentismo…, op. cit., p. 222-223. Aunque parece tener
una concepción más restrictiva la STS 25 de enero de 2018 (R. 249/2016).
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De los escasos requisitos impuestos destaca el sujeto encargado de la revisión, ceñido al
«personal médico», con dudas respecto a los servicios de prevención, propios o ajenos. Res-
pecto a los primeros, su intervención parecería chocar con la dedicación exclusiva impuesta
por el art. 15 RSP a sus miembros, con posturas permisivas dada la ausencia de prohibición
expresa83. En el caso de los segundos, podría justificarse la exclusión en la limitación de actua-
ciones respecto a empresas con las que se mantengan vinculaciones que pudieran afectar a
su independencia, incluso con alguna actuación inspectora con propuesta de sanción por llevar
a cabo este tipo de reconocimientos, con el aval de la justicia84. Línea de demarcación que re-
sulta algo artificial, sin que parezcan concurrir este tipo de «vinculaciones» por su papel como
servicio ajeno, sino más bien una posible «extralimitación» de sus funciones tasadas y limitadas,
como señala la Sentencia. Si este argumento resulta válido, es indiferente el carácter propio o
externo. El razonamiento más contundente deriva del art. 3.3 RD 843/2011 sobre organización
de recursos para la actividad sanitaria de los servicios de prevención previamente citado que
excluye «la realización de exploraciones y pruebas no relacionadas con los riesgos laborales
específicos de las tareas asignadas a los trabajadores o con riesgos inespecíficos que puedan
dar lugar a patologías previas»85. En función a las competencias asumidas quedarían también
excluidas las Mutuas, aunque no cierra por completo la puerta el TS86 si es invocada directa-
mente el Convenio colectivo en la regulación de las mejoras voluntarias, considerada una du-
plicidad no muy razonable de su actuación87. 

No se regula ni la forma ni el momento de citación, que puede plantear algunos problemas si
la inasistencia es provocada por la falta de recepción de la comunicación, siendo aconsejable el
uso de medios que dejen constancia de la misma88, resultando admisible la alegación de causas
justificadas para no acudir o para no hacerlo en la fecha propuesta89. Pocas pistas arroja sobre
el lugar de realización de las pruebas, que podría ser la propia empresa o un centro sanitario.
Sin descartar el domicilio, sería conveniente restringirlo a casos estrictamente necesarios, con
las salvaguardas propias de la tutela constitucional de su inviolabilidad, exigiendo el consenti-
miento. En alguna ocasión el TS vino a equiparar la imposibilidad de realizar el reconocimiento
médico por no encontrar al actor en su domicilio, pese haber sido requerido, con la negativa90.

En la era digital, no cabe descartar las consultas telemáticas, admitiendo la doctrina que los
controles se pongan en marcha en cualquier momento91. El TS en la Sentencia de 5 de junio de
2021 admite la solicitud de informes médicos o pruebas diagnósticas, dado que su aportación
por el trabajador es voluntaria y son instrumentales a la legítima finalidad de verificación del es-
tado de salud92. En caso de exigir desplazamiento y que éste fuera compatible con el estado de
salud, los gastos son a costa del empresario en todo caso, como ha señalado el TS en su Sen-
tencia de 24 de noviembre de 202093.
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83 CRESPÍ FERRIOL, M. M., Incapacidad Temporal y absentismo…, op. cit., p. 227. Otros autores admiten su ac-
tuación y la de los facultativos de las Mutuas sin mayores problemas, GÓMEZ CABALLERO, P., «Las facultades
de control del estado de salud del trabajador», Temas Laborales, n.º 150, 2019, p.  219; DE VICENTE PACHES,
F.: El derecho del trabajador al respeto de su intimidad, CES, Madrid, 1998, p. 24 que pone el acento en la capa-
citación, que se trate de personal médico. 
84 STSJ Navarra 4 de octubre de 2016 (R. 362/2016).
85 Excluye su intervención ESTEBAN LEGARRETA, R., Controles y límites…, op. cit., p. 106.
86 STS 25 de enero de 2018 (R. 249/2016). 
87 CRESPÍ FERRIOL, M. M., Incapacidad Temporal y absentismo…, op. cit., pp. 221-222.
88 Sobre los tres intentos telefónicos, el SMS y dos burofaxes con acuse de recibo como mecanismos suficientes
para proceder a la suspensión vid. la SAN 27 de junio de 2016 (R. 161/2016) (FJ 4.º). 
89 CRESPÍ FERRIOL, M. M., Incapacidad Temporal y absentismo…, op. cit., p. 233.
90 STS 2 mayo 1984 (RJ 2952). Vid. MONTOYA MELGAR, A., «El poder de dirección del empresario (En torno al
artículo 20)», en El Estatuto de los Trabajadores. Veinte años después, REDT n.º 100, 2000, p. 593 para quien si
bien el trabajador tiene derecho a oponerse a la entrada del médico en su domicilio también tiene la obligación
legal —por discutible que resulte— de someterse al reconocimiento médico.
91 ESTEBAN LEGARRETA, R., Controles y límites…, op. cit., p. 110.
92 R. 57/2020. Asimismo, en STSJ Principado de Asturias 10 de mayo de 2022 (R. 709/2022). 
93 R. 64/2019. Sentencia que confirma la de la Audiencia Nacional de 27 de junio de 2016 (R.161/2016).
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Mutismo absoluto guarda también sobre las concretas pruebas a realizar; admitida la legiti-
midad de la finalidad perseguida, deberán ser proporcionales a su objetivo consistente en ave-
riguar el estado de salud y la capacidad para el trabajo, sin exclusión del seguimiento del
tratamiento prescrito. Corresponde al empresario, según la STS de 25 de enero de 2018 citada,
establecer el contenido y la metodología más adecuada, con respeto a los derechos fundamen-
tales de los trabajadores y dentro de los límites ordinarios de buena fe, razonabilidad, propor-
cionalidad y adecuación94. Además, deberían respetarse las cautelas adicionales contenidas en
el art. 22 LPRL: realización de las pruebas o reconocimientos que causen las menores molestias
al trabajador; aplicación del principio de proporcionalidad, respeto a la intimidad y la dignidad
de la persona trabajadora y la confidencialidad de toda la información relacionada con su estado
de salud; comunicación de los resultados; no utilización de datos con fines discriminatorios ni
en perjuicio de trabajador; así como limitación del conocimiento de los datos al personal médico
y, en su caso, a las autoridades sanitarias95.

Algún pronunciamiento judicial, bastante aislado, ha considerado abusivo un reconocimiento
a instancias del empresario, por el número de pruebas, el modo y la indebida utilización, entre-
gándolo al empresario, que lo exhibe ante otros trabajadores de la empresa, vulnerándose el
derecho fundamental a la dignidad de la persona en relación con la intimidad, con clara intro-
misión en los ámbitos personales que configuran la propia personalidad humana, ajenos a la
enfermedad, imponiendo un sacrificio a los derechos desmedido en comparación con la grave-
dad de los hechos y sospechas existentes96.

No suscita dudas el carácter voluntario del reconocimiento97, sin excepciones, aunque en la
práctica la posible pérdida económica puede suponer cierta compulsión. Aunque la compare-
cencia podría implicar un consentimiento tácito, sería más lógico exigirlo por escrito, ineludible
para el tratamiento de datos médicos altamente «sensibles» según la LOPD, con traslado de la
doctrina del consentimiento «informado» acogida por el TC (STC 196/2004, 15 de noviembre). 

El aserto más discutido es el de los efectos de la negativa o incomparecencia injustificada
al control, consistentes en la «suspensión de los derechos económicos que pudieran existir a
cargo del empresario por dichas situaciones», de difícil exégesis. Es pacífica la lectura del tér-
mino «suspensión» que no «pérdida», aparejada a la falta de asistencia o incomparecencia,
más no a la divergencia sobre el estado de salud que pudiera arrojar su resultado98. La referencia
a los «derechos económicos» en el momento de su redacción se anudaba a las mejoras volun-
tarias, cuestionándose ulteriormente si abarca a las cuantías del subsidio correspondientes a
la empresa u objeto de pago delegado. Son pocos los valedores de esta opción99, negando la
doctrina mayoritaria esta posibilidad con fundamento en la STC 15/1994, 20 de enero y apoyo
en el carácter público de la prestación y la falta de previsión expresa en el art. 175 LGSS100. 
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94 También en SSTS de 24 de noviembre de 2020 (R.64/2019) y 16 de febrero de 2021 (R. 106/2019).
95 Al menos respecto a estas últimas cautelas lo considera aplicable la STS 15 de junio de 2021 (R. 57/2020). En
doctrina, por todos, MONTOYA MELGAR, A., «El poder de dirección…», op. cit., p. 594.
96 STSJ País Vasco 6 julio 2004 (R. 1232/2004). En la misma línea la STSJ Galicia 23 febrero 2004 (R. 199/2004),
considera abusiva la práctica abusiva de llamadas telefónicas y controles con desplazamientos, sin abonar los
gastos y no en casos dudosos de absentismo laboral sino a personal recién intervenido; con visitas intempestivas
en los domicilios de personal sanitario sin justificar su titulación.
97 Un sector de la doctrina, sin embargo, lo considera obligatorio cuando el trabajador alegue imposibilidad médica
para reincorporarse tras ser dado de alta médica por curación o tras denegársele una pensión de incapacidad
permanente, ESTEBAN LEGARRETA, R., Controles y límites…, op. cit., p. 114.
98 Por todos, vid. MONTOYA MELGAR, A., «El poder de dirección…», op. cit., p. 596.
99 PEREZ ALONSO, M. A., La incapacidad temporal, Tirant lo Blanch, Valencia, 1995, p. 74; MONTOYA MELGAR,
A., «El poder de dirección...», op. cit., p. 594; asimismo, CRESPÍ FERRIOL, M. M., Incapacidad Temporal y ab-
sentismo…, op. cit., p. 234-235.
100 Tajante en este sentido ESTEBAN LEGARRETA, R., Controles y límites…, op. cit., p. 115; GARCÍA NINET, J.,
«El absentismo y su escaso intento…», op. cit., p. 86; LAFUENTE SUÁREZ, J. L., Los complementos a las pres-
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El recurso a la potestad disciplinaria por la mera «inasistencia» o negativa habría de des-
cartarse101, solución reafirmada acudiendo al art. 22 LPRL que no contempla respuesta sancio-
nadora cuando la vigilancia es voluntaria, aunque allí la frontera es más difusa102. 

Tampoco es posible ignorar que en la mayor parte de los supuestos la ausencia al trabajo
está amparada en una situación de IT, en cuya gestión se sitúan controles públicos más incisi-
vos, con previsiones de pérdida de la prestación y a ellos habría que estar. 

Mayores dudas plantean las consecuencias de un reconocimiento negativo, esto es, si se
determina que el estado de salud o la dolencia no resultan impeditivos de la asistencia al trabajo,
pues el ET no prevé nada al respecto, aunque el TS no descarta por completo el recurso a la
potestad disciplinaria103 en su Sentencia de 25 de enero de 2018. La posición mayoritaria en
caso de contradicción entre informes médicos da primacía a los del facultativo de los Servicios
Públicos, sin empleo de las facultades sancionadoras ni suspensión de las mejoras, salvo pre-
visiones claramente condicionadas al resultado previstas en la negociación104. 

5.3. El recurso a la potestad disciplinaria 

Muy sucintamente, como se ha dejado entrever, el empresario que, en legítimo uso de sus
facultades de control, considere demostrada la existencia de conductas no adecuadas para la
curación o situaciones de simulación, contrarias a la buena fe contractual, durante la situación
de IT, podrá hacer uso de su potestad disciplinaria. A pesar de no tratarse de una consecuencia
automática del resultado negativo del reconocimiento, constituiría un indicio fundado de sospe-
cha, dando paso a otros controles que abrirían la puerta al despido, cuestiones que podrían
abordarse en la negociación colectiva, que en ocasiones tipifica como infracción grave o muy
grave la simulación de enfermedad. También cabría el recurso a la letra c) del art. 54.1 ET por
faltas repetidas e injustificadas, por ejemplo, si no se incorpora tras una alta médica combatida105. 

La casuística respecto a la transgresión de la buena fe en este campo es extensa, con mul-
tiplicidad de supuestos, pero los tribunales sitúan la línea de demarcación en que las actividades
realizadas —de ocio, diversión o, incluso, laborales— no pongan en peligro la recuperación del
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taciones…, op. cit., p. 59, nota 81; GÓMEZ CABALLERO, P., «Las facultades de control…», op. cit., p.  223; SALA
FRANCO, T., «El absentismo laboral en España…», op. cit., p. 282. Firme también era la postura de RIVERO
LAMAS, J., «Derechos fundamentales y contrato de trabajo: eficacia horizontal y control constitucional», en AA.
VV. (MONTOYA MELGAR, Coord.) El trabajo y la Constitución. Estudios en Homenaje al Profesor Alonso Olea,
Academia Iberoamericana de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, MTAS, Madrid, 2003, p. 511, dado el
carácter de prestación de seguridad social de estas aportaciones empresariales, excluidas del ámbito de esta pe-
culiar sanción legal. 
101 Así lo hace, por ejemplo, GÓMEZ CABALLERO, P., «Las facultades de control…», op. cit., p. 224 por establecer
el precepto una sanción específica y por falta de existencia de un incumplimiento contractual, argumentos con
los que es fácil coincidir. También SALA FRANCO, T., «El absentismo laboral en España…», op. cit., p. 282; MON-
TOYA MELGAR, A., «El poder de dirección...», op. cit., pp. 594-5. En sentido contrario, MARTÍNEZ FONS, D., El
poder de control del empresario en la relación laboral, CES, Madrid, 2002, p. 363, aunque no cree que tenga en-
tidad suficiente para justificar el despido.
102 Sobre la voluntariedad, sus excepciones y las responsabilidades derivadas de la no realización de un recono-
cimiento obligatorio, LÓPEZ FERNÁNDEZ, R., «La vigilancia de la salud laboral y el derecho de confidencialidad
de los datos personales del trabajador», Lan Harremanak n.º 48, 2022, pp. 99 y ss.
103 Así lo admite DE LAS HERAS BORRERO, F. M., «El absentismo laboral…», op. cit., 194.
104 SALA FRANCO, T., «El absentismo laboral en España…», op. cit., p. 282.
105 Procedente en un supuesto de este tipo en STS 17 de abril de 2023 (R. 1368/2022); también Y SS.TS 27 de
marzo de 2013 (R. 1291/2012) y 20 de noviembre de 2024 (R. 7/2024). Pueden verse las Y SS.TSJ Andalucía
(Sevilla) 26 de octubre de 2022 (R. 212/2021); Cantabria 18 de junio de 2021 (R. 351/2021) y Comunidad Valen-
ciana 25 de enero de 2024 (R.2722/2023) y 23 de junio de 2009 (R. 1136/2009). Por faltas de asistencia injustifi-
cadas también procedente en el caso de una trabajadora que se «auto concedió» un permiso de 15 días tras las
vacaciones en STSJ Madrid 18 de marzo de 2024 (R: 32/2024).
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trabajador, siendo procedente106 si las actividades son incompatibles con la dolencia, suponen
o pueden suponer una agravación de la enfermedad o retrasar el proceso de curación. Cuando
se trate de actividades lúdicas, esporádicas, de escasa frecuencia o intensidad, o de pura dis-
tracción tenderá a ser improcedente107. 

Queda aún sin solución definitiva el despido del trabajador enfermo, que podría ser calificado
como nulo por discriminatorio108, aunque la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral de igualdad,
parece inclinar la balanza en tal sentido, la dicción legal es insuficiente y aconsejaría ser extre-
madamente cuidadosos a la hora de la justificación y acreditación plena de las razones del des-
pido capaces de demostrar una causa suficiente, más allá del simple estado de enfermedad, a
fin de desvirtuar la sospecha de nulidad109. 

6. OTRAS ACTUACIONES EMPRESARIALES  

6.1. Informes y estudios de absentismo

Las medidas de prevención, centradas en los riesgos laborales y la promoción de la salud y
el bienestar deberían arrojar resultados positivos frente al absentismo, sin descartar otros me-
canismos de gestión, centrados en el análisis y estudio de las causas de absentismo a fin de
afrontar el fenómeno de forma proactiva, la elaboración de protocolos de actuación e, inclusive,
la formulación de incentivos. El registro y observación de los datos relativos a las ausencias
pueden mostrar patrones de conducta, contribuyendo a la adopción de políticas integrales. En
este terreno, se ha cuestionado la legitimidad empresarial para elaborar informes de absentismo,
ámbito donde son complejas las respuestas generales y tajantes. A título de ejemplo, la STS 25
de enero de 2018 citada reiteradamente, en el caso concreto admite los informes emitidos pe-
riódicamente por la empresa subcontratada, al figurar solamente datos de jornadas ausentes,
clasificación por patología y porcentajes de absentismo, sin constancia de datos individualizados
que permitan identificar a los afectados, sin excesiva complejidad en una plantilla abultada como
la del supuesto enjuiciado, bastante mayor en aquellas de pequeñas dimensiones. 

Por su parte, hace ya algún tiempo el TC descartó la constitucionalidad de la elaboración de
ficheros con los datos diagnósticos y sanitarios de los trabajadores en situación de IT (STC
202/1999, de 8 de noviembre), conocidos por la empresa que al momento actuaba como entidad
colaboradora —voluntaria— en la gestión de la prestación (base de datos denominada «absen-
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106 A título ejemplificativo, STSJ Cataluña 15 de enero de 2024 (R. 3701/2023) por actuar en un concierto realizando
un viaje de más de 300 km; por incumplir aislamiento preventivo por COVID en STSJ Madrid 28 de junio de 2021
(R. 355/2021); debido a la realización de actividad por cuenta propia, STSJ Andalucía (Málaga) 24 de enero de
2018 (R. 1952/2017); asistencia durante dos días a una romería estando de baja por dolor en región lumbar, en
STSJ Andalucía (Granada) 27 de junio de 2019 (R. 3224/2018); trabajo en el bar del marido estando de baja,
STSJ Cantabria 19 de octubre de 2020 (R. 457/2020) o desarrollar una actividad similar —estresante— en la em-
presa de su pareja estando de baja por depresión, STSJ Canarias (Santa Cruz de Tenerife) 6 de julio de 2023 (R.
1024/2022).
107 Entre otras, STSJ País Vasco 9 de julio de 2019 (R.1174/2019); STSJ Canarias (Santa Cruz de Tenerife) 13
de mayo de 2022 (R. 1194/2021); STSJ Cataluña 16 de febrero de 2023 (R. 4894/2022) o STSJ Cataluña 2 de
octubre de 2024 (R. 2615/2024), donde se considera que no es transgresión de la buena fe contractual acudir a
una entrevista de trabajo, cuando además la prueba es obtenida mediante engaño. Con mayor grado de detalle,
AGUILAR MARTÍN, M. C., «Despido disciplinario por transgresión de la buena fe contractual durante la situación
de Incapacidad Temporal», Revista Española de Derecho del Trabajo, n.º 280, 2024.
108 La STSJ Cataluña 14 de septiembre de 2021 (R. 2943/2021) lo considera nulo por resultar acreditada una po-
lítica de la empresa tendente a despedir a empleados con enfermedades crónicas y bajas reiteradas; Y SS.TSJ
Canarias (las Palmas) 21 de diciembre de 2023 (R. 290/2023) y Madrid 7 de junio de 2024 (R. 350/2024). Impro-
cedente lo considera la STSJ Principado de Asturias 6 de febrero de 2024 (R. 1832/2023).
109 Sobre la cuestión, ARIAS DOMÍNGUEZ, A., «Despido de una persona trabajadora en incapacidad temporal
¿nulidad o improcedencia?», Revista de Jurisprudencia Laboral, n.º 4, 2024, pp. 1 y ss.
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tismo por baja médica»), salvo consentimiento expreso de los trabajadores y cuando su finalidad
sea exclusivamente el seguimiento de las situaciones de absentismo. Para el Alto Tribunal, el
empresario no tiene asignado para controlar el absentismo laboral el derecho a almacenar en
soporte informático los datos atinentes a la salud de los trabajadores, más en concreto de sus
diagnósticos médicos ni su conservación para una finalidad distinta —control— de los obtenidos
para otra originaria y legítima110.

En línea con lo explicado, solamente el trabajador ostenta el derecho a conocer los resulta-
dos completos, quedando reservado el acceso a los datos sanitarios al personal médico, con
exclusión también de la representación de los trabajadores, a quienes el art. 64.2 d) ET reconoce
el derecho a ser informados trimestralmente «de las estadísticas sobre el índice de absentismo
y las causas», se supone que de forma genérica y anónima sin desvelar datos «sensibles». 

Las posibilidades abiertas por el uso de las nuevas tecnologías, los big data o los sistemas
de inteligencia artificial facilitan la realización de análisis predictivos y el desarrollo de estrategias
adecuadas para prevenir y gestionar el absentismo en la empresa. Junto a los datos estadísti-
cos, es interesante un acercamiento cualitativo a la cuestión, sirviéndose de herramientas como
cuestionarios anónimos o entrevistas que permiten una mejor comprensión de los factores que
motivan el absentismo, con actuaciones más acertadas y efectivas en el marco de una política
integral. 

6.2. Formación de la plantilla

La formación es una herramienta que ocupa un papel destacado tanto en el terreno de la
prevención de riesgos como en la propia gestión del absentismo. Por un lado, cobra una rele-
vancia esencial en relación con las llamadas soft skills, entre las que suelen incluirse la resi-
liencia o el trabajo en equipo, con implicaciones en el rol desempeñado y en el valor del propio
trabajo, con probables mejoras en la propia percepción de la relevancia de no ausentarse de
manera injustificada debido a sus repercusiones. Los programas de formación continua contri-
buyen a la mejora de la capacitación y la adquisición y actualización de habilidades con una
mejora en la propia autoestima y grado de satisfacción del trabajador y de su importancia para
la organización.   

Convendría actuar al menos en dos ámbitos concretos. Por un lado, en relación con el uso
«correcto» de las tecnologías, a fin de evitar conductas abusivas, sea para evitar el presentismo
como comportamientos de acoso o violencia que se extienden con rapidez en el espacio virtual.
Por otra parte, como vimos, el estrés constituye uno de los grandes factores generadores de
ausencias y sería necesaria la generalización de programas para su gestión. Ambas podrían
ampararse en el art. 88 LOPD, que, interpretado de forma extensiva, dada su referencia al uso
razonable y adecuado de los dispositivos digitales, apunta a un contenido que va más allá de
la desconexión digital. Tímidamente se va reflejando en algunos convenios, a veces con una
concepción amplia de los usos razonables; así el Convenio colectivo para el sector de la banca111

en su art. 80 reconoce el derecho de «educación digital» y alude a los protocolos de regulación
de usos autorizados, donde encaja el veto a comportamientos prohibidos de violencia y acoso
cibernéticos. El CC de la Sociedad Mixta del Agua de Jaén112 se refiere genéricamente al fo-
mento del uso razonable e impulso de una cultura adecuada sobre la utilización de las nuevas
tecnologías en el ámbito laboral.  

DLEl absentismo laboral: prevención y control80

Doc. Labor., núm. 134-Año 2025-Vol. I. ISSN: 0211-8556. El absentismo laboral..., págs. 63 a 85

110 Vid. el art. 9.2 b) Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y el Consejo de 27 de abril de 2016, re-
lativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre cir-
culación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE, DOUE L 119/1, 4.5.2016. Vid. art. 9 LOPD.
111 BOE 20 de diciembre de 2021.
112 Anexo 4. BOP Jaén 3 de enero de 2025.
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6.3. Incentivos 

La insuficiencia de una política empresarial centrada en los controles y las sanciones y la
tendencia a un tratamiento integral basado en medidas preventivas, de implicación y motivación
de los trabajadores, no descarta los incentivos empresariales, habitualmente presentes en la
negociación colectiva. Los convenios no suelen contener planteamientos generales ni defini-
ciones113, centrándose en declaraciones de buenas intenciones o en regular complementos o
primas anti absentismo o incluirlo en el capítulo sancionador, con escasez de medidas adecua-
das y concretas114, aunque podría desplegar un papel relevante en este ámbito115, más allá de
las mejoras voluntarias ligadas a la IT, profusamente tratadas, con frecuencia «culpabilizadas»
de ciertas cotas de excesos en la utilización de la IT116, de las que no vamos a ocuparnos.

El III Acuerdo para el Empleo y la Negociación Colectiva (en adelante, AENC) 2015-2017117,
ponía el acento en el absentismo y en su proyección sobre las condiciones de trabajo, el clima
laboral y la salud de los trabajadores, apostando por conocer sus causas para combatirlo y re-
ducirlo, con medidas correctoras y de control, conectando con el impulso de las medidas para
mejorar la gestión y control de la IT, incluyendo criterios para reducir los índices de absentismo
y racionalizar el establecimiento de complementos a la misma (punto 6 del capítulo IV). El AENC
2023 se plantea potenciar el desarrollo de la vigilancia de la salud colectiva y de protocolos y
guías para la reincorporación de las personas trabajadoras después de las bajas de larga du-
ración (Capitulo VIII). Manifiesta también la preocupación por los indicadores de la IT, con el
objetivo de establecer líneas de actuación que mejoren la salud de las personas trabajadoras,
además de apuntar al aprovechamiento de los recursos de las Mutuas, a fin de mejorar los tiem-
pos de espera, la atención sanitaria de las personas trabajadoras y la recuperación de su salud. 

Con cierta frecuencia la regulación convencional se ciñe a regular complementos o pluses
anti absentismo, con alto consenso sobre su contribución a su reducción118. Las previsiones son
heterogéneas, con requisitos, formas de devengo y duración diferenciadas, con dudas razona-
bles sobre las ausencias excluidas y las computables. Pueden consistir en cantidades fijas o
variables y venir referidos al absentismo individual o tener en cuenta también los índices gene-
rales en la empresa, creando conciencia colectiva y presionando más al cumplimiento, gene-
rando también más conflictos. Es habitual exigir la asistencia con regularidad o no acumular un
determinado número de faltas convencionalmente previsto, prescindiendo de datos concretos
de productividad o referentes a la calidad del trabajo realizado, aunque son posibles fórmulas
combinadas, que seguramente proporcionan beneficios mayores. 

Los tribunales han realizado numerosas precisiones para salvaguardar derechos fundamen-
tales, en particular la huelga, avalando previsiones que incluyan las ausencias debidas a la
misma, pero no las primas anti huelga; no deben afectar al crédito horario ni incurrir en discri-
minaciones por razón de sexo, afectando a ausencias por embarazo, maternidad y otras asimi-
ladas119, al menos individualmente consideradas120, ni relacionadas con la familia y la
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113 Aunque existen algunas, GÓMEZ SALADO, M. A., El absentismo laboral…, op. cit., pp. 26-27.
114 También NIETO ROJAS, P., «La incidencia de los complementos…», op. cit., p. 8. Con más detalle, GARCÍA
NINET, J., «El absentismo y su escaso…», op. cit., pp. 101 y ss.; SALA FRANCO, T., «El absentismo laboral en
España…», op. cit., pp. 287-8. 
115 Entre otros, GARCÍA VIÑA, J., «¿Cómo la negociación colectiva puede ayudar a reducir el absentismo en las
empresas?», Estudios de Deusto, vol. 58/1, 2010, pp. 311 y ss.
116 EUROFOUND, Absence from work, op. cit., p. 24. 
117 Resolución de 15 de junio de 2015, de la Dirección General de Empleo, por la que se registra y publica el III
Acuerdo para el Empleo y la Negociación Colectiva 2015, 2016 y 2017 (BOE 20 de junio).
118 Así, NIETO ROJAS, P., «La incidencia de los complementos…», op. cit., p. 3. 
119 STS 18 de mayo de 2016 (R. 140/2015). Sobre el derecho a percibir el plus de asistencia con independencia
de que el contrato sea a tiempo completo o parcial, dado que no se retribuye la mayor cantidad de trabajo sino la
asistencia, STS 10 de noviembre de 2017 (R. 3049/2015). 
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conciliación. Es previsible un giro hacia una visión más restrictiva ya apreciado en la SAN 13
de febrero de 2024121 que considera que no deben tenerse en consideración las bajas debidas
a enfermedad, convalecencia o recuperación por significar una discriminación proscrita por la
Ley 15/2022. También se aprecia un enfoque más moderno en la STS 26 de junio de 2018122 al
admitir anudar un determinado complemento ligado al bienestar laboral a la participación activa
del trabajador en programas de promoción de la salud, aun cuando no es el único elemento de
ponderación. Todas ellas muestran el relevante papel de la delimitación convencional de unos
incentivos respetuosos con los derechos fundamentales. 
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laboral y cuestiones de género. El buen absentismo a favor de la corresponsabilidad familiar y de la no discrimi-
nación de la mujer en materia laboral», en GARCÍA VIÑA, J. et al., La incapacidad temporal…, op. cit., pp. 159 y
ss.
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RESUMEN

La globalización económica y las transiciones digital y ecológica demandan estrategias efi-
caces a las organizaciones sindicales y a las instancias públicas con poderes normativos. El
dialogo social y la negociación colectiva pueden y deben desempeñar un papel importante a la
hora de abordar los principales retos que plantean las transiciones en marcha, pero el marco
normativo también juega un papel determinante para que esta posibilidad se haga realidad. 

Los interlocutores sociales deben adaptarse al cambiante mundo del trabajo, en particular,
para llegar a los trabajadores y las empresas donde están infrarrepresentados, muchas veces,
sectores y ocupaciones expuestos a la inteligencia artificial e, igualmente resulta necesario que
aumenten sus conocimientos especializados en materia de IA. Pero los cambios tecnológicos
y económicos requerirán además de intervenciones normativas que mejoren la protección de
los derechos de las personas trabajadoras en la empresa digital. La tutela del trabajo decente
y de los derechos sociales y medioambientales en el contexto de las actuales transiciones exige
la ampliación del ámbito subjetivo y objetivo de la acción de las organizaciones sindicales, así
como su articulación a diversos niveles, incluido el transnacional, para asegurar la participación
de las personas trabajadoras. 

Doc. Labor., núm. 134-Año 2025-Vol. I. ISSN: 0211-8556. Nuevas tendencias del derecho..., págs. 87 a 104

SEGUNDA PARTE: CONGRESO MUNDIAL DE LA ASOCIACIÓN 
INTERNACIONAL DE DERECHO DEL TRABAJO Y DE LA 

SEGURIDAD SOCIAL

NUEVAS TENDENCIAS DEL DERECHO COLECTIVO DEL TRABAJO
DESDE UNA PERSPECTIVA EUROPEA

NEW TRENDS IN COLLECTIVE LABOUR LAW FROM A EUROPEAN
PERSPECTIVE *

Carmen Sáez Lara**

Universidad de Córdoba

* Ponencia presentada al Congreso Mundial de la Asociación Internacional de Derecho del Trabajo y de la Segu-
ridad Social, celebrado en Roma (17 a 20 septiembre, 2024) bajo el título «Work in a changing world. The quest
for labor rights and social justice». Mi agradecimiento a la Junta Directiva de la AEDTSS, presidida por la Profesora
Casas Baamonde, por su invitación.
Recibido el 20 de enero de 2025. Aprobado el 3 de marzo de 2025.
** Catedrática Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social.

DL entera 134_Maquetación 1  12/03/25  13:31  Página 87



Desde las anteriores perspectivas, se analizan el Reglamento de Inteligencia Artificial y las
Directivas sobre plataformas digitales y sobre diligencia debida, unas normas europeas que
pueden servir de impulso para generalizar a nivel mundial, las necesarias prácticas de dialogo
social y negociación colectiva en la gestión de las transiciones digital y climática.

ABSTRACT

Economic globalisation and the digital and ecological transitions demand effective strategies
from trade union organisations as well as from public authorities with regulatory powers. Social
dialogue and collective bargaining can and should play an important role in addressing the key
challenges of the ongoing transitions, but the regulatory framework plays a crucial role in making
this a reality. 

The social partners need to adapt to the changing world of work, in particular to reach out to
workers and enterprises where sectors and occupations exposed to artificial intelligence are
often under-represented, and also need to increase their expertise in AI. But technological and
economic change will also require regulatory interventions to improve the protection of workers'
rights in the digital enterprise. The protection of decent work and social and environmental rights
in the context of the current transitions requires the expansion of the subjective and objective
scope of action of trade union organisations, as well as their articulation at various levels, inclu-
ding the transnational level, to ensure the participation of workers. 

From the above perspectives, we analyse the Artificial Intelligence Regulation and the Direc-
tives on digital platforms and due diligence, European regulations that can serve as an impulse
to generalise the necessary practices of social dialogue and collective bargaining in the mana-
gement of the digital and climate transitions at a global level.

Palabras clave: Transición digital y climática, plataformas digitales, sistemas de IA, diligencia
debida, sindicatos, protección de derechos.   

Key words: Digital and climate transition, digital platforms, AI systems, due diligence, trade
unions, protection of rights. 

1. RETOS, ESTRATEGIAS Y TENDENCIAS DEL DERECHO COLECTIVO DEL TRABAJO

El derecho colectivo ha de hacer frente a los retos del mundo del trabajo. La globalización
económica y las transiciones digital y ecológica demandan estrategias eficaces a las organiza-
ciones sindicales (en los diferentes niveles nacional y transnacional) que han de determinar sus
tendencias de actuación en los próximos años. Pero también las empresas, en este siglo XXI,
han asumido un papel protagonista en el desarrollo de actuales tendencias, pues desde iniciales
códigos de conducta, fruto de la responsabilidad social corporativa, han alcanzado posterior-
mente acuerdos marcos internacionales, auténticos instrumentos de negociación colectiva trans-
nacional, que marcan un importante avance para el derecho colectivo del trabajo.

El dialogo social y la negociación colectiva pueden y deben desempeñar un papel importante
a la hora de abordar los principales retos que plantean las transiciones en marcha, pero el marco
normativo juega, a mi juicio, un papel determinante para que esta posibilidad se haga realidad.
Por ello, resulta relevante que, en 2024, la Unión Europea (UE, en adelante) haya alcanzado
(finalmente) una serie de normas que deben marcar, espero, avances para una tutela colectiva
de un trabajo digno. Se trata efectivamente del Reglamento (UE) 2024/1689, de inteligencia ar-
tificial1, la Directiva (UE) 2024/2831, relativa a la mejora de las condiciones laborales en el tra-
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1 Reglamento (UE) 2024/1689 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de junio de 2024, por el que se es-
tablecen normas armonizadas en materia de inteligencia artificial y por el que se modifican los Reglamentos (CE)
n.º 300/2008, (UE) n.º 167/2013, (UE) n.º 168/2013, (UE) 2018/858, (UE) 2018/1139 y (UE) 2019/2144 y las Di-
rectivas 2014/90/UE, (UE) 2016/797 y (UE) 2020/1828 (Reglamento de Inteligencia Artificial).
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bajo en plataformas2 y la Directiva (UE) 2024/1760, sobre diligencia debida de las empresas en
materia de sostenibilidad3.

Frente a la transición digital e incorporación de la inteligencia artificial al mundo del trabajo
las exigencias de regulación están presentes desde EE. UU. o China hasta la UE. El impacto
de la inteligencia artificial (IA, en adelante) en los mercados laborales y en los lugares de trabajo
dependerá de cómo sea implementada, lo que incluye tanto el papel de la regulación como la
medida en que las personas trabajadoras y empleadoras participen, a través del diálogo social,
en los diferentes niveles.  A este respecto, la normativa y el diálogo social pueden complemen-
tarse y crear sinergias si, por ejemplo, las regulaciones establecen estándares mínimos y es-
pecifican los términos que requieren el diálogo y la negociación4.

En el anterior contexto, hemos de recordar que las plataformas de trabajo digitales, además
de tensionar los marcos reguladores de clasificación de la situación laboral, están impulsando
nuevas estrategias de gestión algorítmica, vigilancia digital, trabajo a distancia y subcontratación
transfronteriza, que están adoptándose, cada vez más, en los sectores convencionales de la
economía. La evolución de la economía de plataformas será crucial pues proporcionará una
prueba de resiliencia de las actuales normas laborales y un campo de aplicación de las reformas
necesarias para garantizar la representación del interés colectivo en aras de la efectividad de
los derechos laborales5. 

Desde la perspectiva de la necesaria tutela colectiva del trabajo en la era digital deberán ser
analizadas la Directiva (UE) 2024/2831 y el Reglamento de Inteligencia Artificial (RIA, en ade-
lante).

El RIA constituye sin duda una norma básica, atendiendo a la lista de definiciones que con-
tiene de conceptos fundamentales6 y a la clasificación de los sistemas de IA según su nivel de
riesgo, estableciendo marcos regulatorios diferenciados; desde la prohibición a sistemas de ga-
rantías de los derechos de las personas afectadas (además de una administración pública de
la IA, incluyendo organismos de control y mecanismos sancionadores). La transición a la IA en
las empresas deberá respetar las prohibiciones de ciertos sistemas, así como el cuadro de ga-
rantías fijadas para los sistemas de IA de alto riesgo, pues así se clasifican todos los que des-
arrollen actividades de gestión de recursos humanos, desde la contratación al despido. En
concreto, las empresas deberán además garantizar la supervisión humana y la alfabetización
digital.

Por su parte, la Directiva (UE) 2024/2831, relativa a la mejora de las condiciones laborales
en el trabajo en plataformas, además de establecer una presunción de laboralidad, determina
un cuadro de garantías individuales y colectivas frente a la gestión empresarial algorítmica; per-
siguiendo, entre otros objetivos, la promoción de la transparencia, la equidad, la supervisión hu-
mana, la seguridad y la rendición de cuentas en la gestión algorítmica en el ámbito del trabajo
en plataformas.
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2 Directiva (UE) 2024/2831 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2024, relativa a la mejora
de las condiciones laborales en el trabajo en plataformas.
3 Directiva (UE) 2024/1760 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de junio de 2024, sobre diligencia debida
de las empresas en materia de sostenibilidad y por la que se modifican la Directiva (UE) 2019/1937 y el Regla-
mento (UE) 2023/2859.
4 KRÄMER, C., CAZES, S., Shaping the transition: artificial intelligence and social dialogue, Social, Employment,
and Migration working paper, OECD, No. 279, 2022.
5 ALOISI, A., RAINONE, S., COUNTOURIS, N., ¿Una tarea inconclusa? Armonizar la directiva relativa al trabajo
en plataformas con el acervo social de la Unión Europa e internacional, Documento de trabajo de la OIT 101, Gi-
nebra, OIT, 2024. https://doi.org/10.54394/KIKZ8582
6 Un total de 68 conceptos, en el art. 3 relativo a Definiciones, que parte del concepto de sistemas de IA. 
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Frente a la globalización económica es necesaria una negociación colectiva transnacional,
como cauce para una gobernanza global de las relaciones laborales, dirigida a evitar prácticas
de dumping social, canalizadas a través de la organización de la producción en cadenas de su-
ministros, que se alzan como obstáculos al objetivo de un trabajo decente. La formulación de
mecanismos de tutela en estas cadenas de suministros viene representada, en la UE, por la
Directiva (UE) 2024/1760, sobre diligencia debida de las empresas en materia de sostenibilidad,
finalmente alcanzada tras un largo proceso de elaboración, al establecer un deber de gober-
nanza de riesgos (para los derechos humanos y para el medioambiente) por parte de grandes
empresas en sus cadenas globales de suministros o cadenas de actividades. La tutela de los
derechos humanos de personas afectadas por sistemas productivos basados en la externaliza-
ción globalizada a nivel mundial se conecta con las obligaciones empresariales integradas en
la exigencia de diligencia debida; la elaboración de un plan de acción preventiva (riesgos po-
tenciales) o un plan de acción correctiva (riesgos reales); con el diseño, consecuentemente, de
un esquema sistemático de actuaciones, necesarias para cumplir con el objetivo de facilitar la
tutela de los derechos y evitar su vulneración. Una relevante regulación pues conlleva la exi-
gencia de responsabilidad (administrativa y civil) a las empresas incumplidoras de la obligación
de diligencia debida.

Igualmente, esta norma deberá ser valorada a la luz del papel que asigna al diálogo social
en el cumplimiento de la referida obligación de diligencia debida pues, sin perjuicio de su trans-
cendencia, es obligado destacar el rol ya desempeñado por el dialogo social y la negociación
colectiva. Efectivamente, hemos de reconocer, de partida, el protagonismo de los acuerdos
marco internacionales (AMI, en adelante) en la tutela del trabajo decente y en la protección me-
dioambiental, en las cadenas de actividades.

Veamos estos retos, estrategias y tendencias del derecho colectivo del trabajo y que cuentan
en estos momentos con un marcado protagonismo a nivel europeo.

2. TUTELA COLECTIVA DEL TRABAJO Y TRANSICIÓN DIGITAL

Sin perjuicio de los efectos positivos que la digitalización determina en el mundo del trabajo,
no pueden ignorarse sus efectos disruptivos, en un latente desequilibrio entre los poderes em-
presarial y sindical, que ahora se intensifica. De una parte, se aprecia el reforzamiento del poder
del empresario ayudado por la tecnología, al analizar la gestión empresarial algorítmica o las
nuevas formas del control de la actividad laboral; un control omnipresente a través de nuevas
herramientas que implica un salto en la subordinación de las personas trabajadoras. De otra
parte, se constata igualmente la debilitación del poder sindical que es consecuencia de la cre-
ciente dispersión e individualización de la fuerza laboral. Como ya se ha dicho, la gran novedad
para los sindicatos en la economía digital no son los algoritmos, los robots, la inteligencia artifi-
cial, sino la re-individualización de la persona trabajadora. Los problemas más importantes de
los sindicatos tienen que ver con los nuevos trabajadores que crea el nuevo modelo económico,
no con las tecnologías7. 

Consecuentemente, las respuestas adecuadas deben considerar la gama de riesgos y las
prerrogativas empresariales magnificadas con las herramientas tecnológicas.

Pues bien, en la actual fase de incipiente regulación de los procesos de  transición digital,
en cuestiones clave, como la incorporación y gestión de la IA, la tutela de los derechos se aborda
desde una perspectiva individual, una perspectiva que resulta insuficiente en el mundo del tra-
bajo, donde son necesarios instrumentos de tutela colectiva, es decir formas de organización y
acción sindical en las empresas, como se abordará en el siguiente epígrafe; donde se propondrá
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7 MIGUELEZ, F.; ALÓS, R., «Sindicalismo en la era digital», Cuadernos de Relaciones Laborales, 38(2), 2022, p.
242.
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el fortalecimiento de los derechos de participación de las personas trabajadoras, a través de
sus representantes sindicales, en la incorporación y gestión de los cambios y, en concreto, de
la inteligencia artificial en el lugar de trabajo.

En este sentido, hemos de destacar que frente a la transición digital existe un diagnóstico
doctrinal compartido desde diversos ámbitos (sociales y económicos) a favor del dialogo social
y la negociación colectiva8. En el marco de la OCDE se viene, efectivamente, impulsando el
dialogo social en la transición a la IA, sobre la base de estudios empíricos que indican que la
voz representativa de los trabajadores mitiga el impacto de la IA en los riesgos relacionados
con las condiciones de trabajo. En esta línea, se propone a los gobiernos adoptar medidas,
también a través del diálogo social, para una transición justa, para promover un uso responsable
de la IA en el trabajo, mejorar la seguridad y la calidad de los empleos y garantizar que los be-
neficios de la IA se compartan. En este orden de ideas, también es importante que los interlo-
cutores sociales se adapten al cambiante mundo del trabajo, en particular, para llegar a los
trabajadores y las empresas donde están infrarrepresentados, muchas veces, sectores y ocu-
paciones expuestos a la IA, atendiendo a los datos que muestran una disminución de la cober-
tura de negociación colectiva y de la densidad sindical. E igualmente resulta necesario que
aumenten sus conocimientos especializados en materia de IA9. Los cambios tecnológicos y eco-
nómicos requerirán que los sindicatos adopten nuevas estrategias y formas, es decir, nuevos
objetivos colectivos a largo plazo y nuevos métodos a corto y medio plazo para la tutela de los
derechos laborales. Y también requerirán de intervenciones normativas que mejoren la protec-
ción de los derechos de las personas trabajadoras frente a los sistemas de IA calificados de
alto riesgo en las empresas.

Analicemos a continuación, desde esta perspectiva, el RIA. 

2.1. Garantías de los derechos fundamentales en la empresa en el Reglamento de In-
teligencia Artificial

El RIA es heredero de la Estrategia Europea, dirigida a alcanzar el objetivo de una IA fiable,
centrada en la persona y en el respeto de los derechos fundamentales. En el marco de esta Es-
trategia Europea en IA10, al igual que en el Reglamento General de Protección de Datos (RGPD,
en adelante)11, la tutela de derechos se incardinó en un plano individual. Incluso en el Acuerdo
Marco Europeo sobre la Digitalización del Trabajo, de 22/6/2020, la gestión empresarial algorít-
mica, solo asumió un enfoque individual12. Solo en la Declaración Europea (conjunta) sobre los
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8 CASAS BAAMONDE, M. E., «Estado democrático y concertación social», Revista de Derecho Social, 2022, pp.
100, pp. 37-88; BAYLOS, A., «La larga marcha hacia el trabajo formal: el caso de los riders y la Ley 12/2021»,
Cuadernos de Relaciones Laborales, 40 (1), pp. 95-113; CABEZA PEREIRO, J., El ámbito del trabajo subordinado
y del trabajo autónomo en el Derecho de la Unión Europea, 2022, Bomarzo, Albacete; MERCADER UGUINA, J.
R., «Hacia una democracia digital en la empresa», Labos: Revista de Derecho del Trabajo y Protección Social, 4,
2, 2023, pp. 4-21.
9 KRÄMER, C., CAZES, S., Shaping the transition: artificial intelligence and social dialogue, cit., p. 88. Los esfuerzos
de los interlocutores sociales para extender su organización y acción a formas de trabajo no representadas, también
podría ser apoyada por los poderes públicos, por ejemplo, regulando la clasificación de los trabajadores y exten-
diendo los derechos de negociación a algunos trabajadores por cuenta propia, que se encuentran en una «zona
gris» entre las diferentes clasificaciones de empleo. También correspondería a los poderes públicos promover los
conocimientos especializados relacionados con la IA en el lugar de trabajo para gerentes y trabajadores y sus re-
presentantes (como programas educativos) y facilitar la consulta de expertos externos, en el lugar de trabajo.
10 Propuestas en la UE, Comunicación 25/4/2018 sobre IA, el Plan Coordinado de 7/12/2018, las Directrices éticas
sobre IA fiable de abril de 2019, la Resolución Parlamento Europeo de 12/2/2019 y el Libro Blanco sobre IA de
19/02/2020.
11 Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección
de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos.
12 Aunque ya en 2017, la Resolución de la Confederación Europea de Sindicatos (CES) sobre cómo abordar los
nuevos retos digitales para el mundo del trabajo, aprobó un mandato para los interlocutores sociales, en el que
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Derechos y Principios Digitales para la Década Digital de 23/1/2023 podemos encontrar una tímida
llamada a organizaciones sindicales y una referencia al derecho de negociación y acción colectiva. 

Efectivamente, en el marco descrito, la tutela de los derechos frente a la IA se articula sobre
la base de los principios de transparencia, explicabilidad y evaluación de impacto, así como
sobre propuestas de exigencia de auditorías algorítmicas. Significativamente, en la primera re-
gulación sobre IA formulada en el art. 22 del citado RGPD, se establece una prohibición general
de decisiones «únicamente automatizadas» con efectos jurídicos sobre las personas13, pero en
los supuestos que se excepcionan (necesarios para celebración o ejecución de un contrato) se
instauran un marco de garantías individuales fundadas en el principio de transparencia, el de-
recho de explicación y la evaluación de impacto (arts. 13,14 y 15).

En este marco, hemos de situar el RIA, una norma de destacada transcendencia, pues aco-
mete la juridificación de importantes conceptos técnicos y crea diversos marcos regulatorios de
los sistemas de IA, sobre la base de una clasificación que atiende al riesgo generado. El RIA
parte de una aproximación a la Inteligencia Artificial fundada en el riesgo que esta representa
para las personas, los colectivos y las organizaciones; calificándola así en cuatro subtipos,
según el riesgo que implica sea mínimo o nulo, limitado, alto riesgo y riesgo inaceptable o de
uso prohibido. Como se sabe, el Reglamento sitúa gran parte de los Sistemas de IA en el empleo
en niveles prohibidos o de alto riesgo, opción normativa que contrasta con su desatención al
mundo del trabajo y de las relaciones laborales cuando formula el marco regulatorio. Ello puede
obedecer ciertamente a que este Reglamento no es una norma laboral, atendiendo al título com-
petencial material, aunque debemos destacar desde este momento que, en su redacción defi-
nitiva, expresamente afirma que la regulación del RIA no impide que normas legales o convenios
colectivos establezcan regulaciones más favorables de protección de los derechos de los tra-
bajadores, respecto al uso de los sistemas de IA (art. 2.11 y Considerando 9, RIA).

Como venimos insistiendo, se aprecia un déficit de mecanismos de tutela colectiva en la re-
gulación sobre los Sistema de IA en la empresa14 que se reproduce en el RIA. Por ello, la Con-
federación Europea de Sindicatos (CES) había declarado la inadecuación de esta ley en los
lugares de trabajo y solicitado una Directiva UE sobre sistemas algorítmicos en el lugar de tra-
bajo, que fortalezca el derecho de negociación de los sindicatos y los derechos de participación
de los representantes de los trabajadores (Comité Ejecutivo de la CES de 6/12/2022). 

Pues bien,  centrándonos ya en la aplicación del Reglamento en el mundo de la empresa,
hemos de señalar, en primer lugar, que entre las prácticas prohibidas están los sistemas de IA
para inferir las emociones de una persona física en los lugares de trabajo (salvo justificadas por
motivos médicos o de seguridad); y los sistemas de categorización biométrica para deducir o
inferir, entre otros datos, raza, opiniones políticas, afiliación sindical, convicciones religiosas o
filosóficas, vida sexual u orientación sexual15. 
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proponía iniciar una negociación sobre digitalización con las organizaciones europeas de empleadores. También,
entre nosotros, la Carta de Derechos Digitales de 2021 prestó escasa atención a la tutela colectiva de derechos
en la empresa, en un planteamiento acusadamente individual, que remite a la participación de las personas tra-
bajadoras.
13 Vid. Sentencia (Sala Primera) del TJUE, de 7/12/2023 (asunto C‑634/21):  la generación automatizada (…) de
un valor de probabilidad a partir de datos personales relativos a una persona (…) constituye una «decisión indi-
vidual automatizada», en el sentido del art. 22 RGPD, cuando de ese valor de probabilidad dependa de manera
determinante que un tercero, al que se comunica dicho valor, establezca, ejecute o ponga fin a una relación con-
tractual con esa persona.
14 SÁEZ LARA, C., «Gestión algorítmica empresarial y tutela colectiva de los derechos laborales», Cuadernos de
Relaciones Laborales, 38(2), 2022, p. 295.
15 Estas prohibiciones deben aplicarse en un plazo de seis meses después de su entrada en vigor. El resto de los
mandatos del Reglamento tiene un plazo de dos años.
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En segundo lugar, el Reglamento califica de Sistemas de IA (SIA, adelante) de alto riesgo
(para la salud, seguridad y derechos fundamentales de las personas, perpetuar patronos histó-
ricos de discriminación) los utilizados para la contratación laboral o selección, evaluación de
candidatos, promoción, asignación de tareas, control de la actividad y del comportamiento y ex-
tinción de relaciones laborales (Art. 6.2 en relación con el apartado 4 del Anexo III del Regla-
mento)16. Que un sistema de IA sea considerado de alto riesgo tiene múltiples consecuencias,
entre otras, implantación un sistema de gestión de riesgos, elaboración de una documentación
técnica, prácticas de gobernanza y gestión de datos adecuadas, nivel de transparencia sufi-
ciente, registro automático de acontecimientos, supervisión humana, precisión, solidez y ciber-
seguridad17.

En relación con los sistemas de alto riesgo, efectivamente, aunque los proveedores tienen
la mayor parte de las obligaciones18, también los usuarios y responsables del despliegue (los
empleadores en el ámbito empresarial) deben practicar labores de supervisión humana, moni-
torización de los sistemas, guarda de registros y cooperación con las autoridades.

En primer lugar, centrándonos en las obligaciones de los responsables del despliegue de
sistemas de IA de alto riesgo (las personas empleadoras, en nuestro caso), de conformidad con
el art. 26.2 RIA, debe destacarse el deber de encomendar la supervisión humana a personas
físicas, que tengan la competencia, la formación y la autoridad necesarias. De conformidad con
el art. 14.4, esta persona supervisora puede decidir, en cualquier situación concreta, no utilizar
el sistema de IA de alto riesgo o descartar, invalidar o revertir los resultados de salida que este
genere19. 

En segundo lugar, en relación con la obligación de transparencia, el art. 86 RIA reconoce,
desde una dimensión sólo individual, un derecho a recibir explicación de las decisiones con
efecto perjudicial sobre los derechos fundamentales a las personas afectadas; el derecho a ob-
tener del responsable explicaciones claras y significativas acerca del papel que el sistema de
IA ha tenido en el proceso de toma de decisiones y los principales elementos de la decisión
adoptada.  Sin embargo, en su concreción al ámbito de la empresa, la obligación de transpa-
rencia resulta en exceso limitada al único dato de su exposición a este riesgo. Efectivamente el
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16 Más concretamente: a) Sistemas de IA destinados a ser utilizados para la contratación o la selección de personas
físicas, en particular para publicar anuncios de empleo específicos, analizar y filtrar las solicitudes de empleo y
evaluar a los candidatos y b) Sistemas de IA destinados a ser utilizados para tomar decisiones que afecten a las
condiciones de las relaciones de índole laboral o a la promoción o rescisión de relaciones contractuales de índole
laboral, para la asignación de tareas a partir de comportamientos individuales o rasgos o características personales
o para supervisar y evaluar el rendimiento y el comportamiento de las personas en el marco de dichas relacio-
nes.
17 De conformidad con el Considerando 57: «deben clasificarse como de alto riesgo los sistemas de IA que se uti-
lizan en los ámbitos del empleo, la gestión de los trabajadores y el acceso al autoempleo, en particular para la
contratación y la selección de personal, para la toma de decisiones que afecten a las condiciones de las relaciones
de índole laboral, la promoción y la rescisión de relaciones contractuales de índole laboral, para la asignación de
tareas a partir de comportamientos individuales o rasgos o características personales y para la supervisión o eva-
luación de las personas en el marco de las relaciones contractuales de índole laboral, dado que pueden afectar
de un modo considerable a las futuras perspectivas laborales, a los medios de subsistencia de dichas personas
y a los derechos de los trabajadores.(…). Los sistemas de IA empleados para controlar el rendimiento y el com-
portamiento de estas personas también pueden socavar sus derechos fundamentales a la protección de los datos
personales y a la intimidad».
18 Sistema de gestión de riesgos (art. 9); Prácticas adecuadas de gestión y gobernanza de datos (art.10); Exigen-
cias de documentación técnica (art. 11) y de registro (art. 12); Exigencias de transparencia y suministro de infor-
mación a los responsables del despliegue (art. 13); Vigilancia humana (art. 14) y Precisión, robustez y
ciberseguridad (art. 15).
19 Así como intervenir en el funcionamiento del sistema de IA de alto riesgo o interrumpir el sistema pulsando un
botón de parada o mediante un procedimiento similar que permita que el sistema se detenga de forma segura.
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art. 26. 7.  solo dispone que antes de poner en servicio o utilizar un sistema de IA de alto riesgo
en el lugar de trabajo, los responsables del despliegue que sean empleadores informarán a los
representantes de los trabajadores y a los trabajadores afectados de que estarán expuestos a
la utilización del sistema de IA de alto riesgo. Esta información se facilitará, cuando proceda,
con arreglo a las normas y procedimientos establecidos en el Derecho nacional y de la Unión y
conforme a las prácticas en materia de información a los trabajadores y sus representantes.

En tercer lugar, el art. 27 RIA obliga a que, aquellos sistemas calificados como alto riesgo,
deban estar sometidos a una evaluación de impacto relativa a los derechos fundamentales. El
objeto de esta evaluación es realizar un diagnóstico respecto a los riesgos de perjuicio especí-
fico, que puedan afectar a los derechos fundamentales de las personas físicas. Además, se
debe incluir las medidas necesarias, en caso de que dichos riesgos se materialicen, incluyendo
la descripción acuerdos de gobernanza interna y mecanismos de reclamación.

En cuarto lugar, el RIA otorga carácter de principio a la «alfabetización en materia de inteli-
gencia artificial», enunciada en su art. 4 y conceptuada en el art. 35. 6, afirmando que los pro-
veedores y responsables del despliegue de sistemas de IA (en el terreno laboral, los
empleadores) «adoptarán medidas para garantizar que, en la mayor medida posible, su personal
y demás personas que se encarguen en su nombre del funcionamiento y la utilización de siste-
mas de IA tengan un nivel suficiente de alfabetización en materia de IA, teniendo en cuenta sus
conocimientos técnicos, su experiencia, su educación y su formación, así como el contexto pre-
visto de uso de los sistemas de IA y las personas o los grupos de personas en que se utilizarán
dichos sistemas».

Pues bien, analizadas las obligaciones empresariales en relación con los sistemas de IA de
gestión del personal, si buscamos en el RIA referencias a los sindicatos o a los representantes
de los trabajadores, ninguna hallaremos en relación con temas relevantes como la supervisión
humana de los sistemas de IA cuando se despliegan en las empresas o la alfabetización algo-
rítmica. Lo anterior contrasta con el dato ya revelado del escaso conocimiento sobre el funcio-
namiento de la IA por parte del comité de empresa y de los sindicatos y la necesidad de
promover la formación de los representantes, en los efectos de la IA.

Solo en relación con el principio de transparencia se reconoce a los representantes de los
trabajadores un derecho de información de que «estarán expuestos» a la utilización del sistema
de IA de alto riesgo (art. 26.7). Es preciso, pues, seguir insistiendo a favor de reformas norma-
tivas que refuercen los derechos de participación de los representantes sindicales en el mo-
mento inicial de implementación de los Sistemas de IA en la empresa, siguiendo la estela de
países como Alemania o Suecia que reconocen a las representantes competencias de evalua-
ción de los efectos de la IA en la empresa y su consentimiento para aplicar un SIA en la gestión
del personal, desde la contratación a los traslados o los despidos20.

En definitiva, debemos seguir destacando que el RIA solo establece formas de tutela indivi-
dual de los derechos de las personas, que no son eficaces cuando se trata de garantizar los
derechos fundamentales de las personas trabajadoras. En definitiva, aunque ciertamente no se
trate de una norma laboral, no puede dejar de subrayarse que ignora o desatienden su aplica-
ción en el mundo del trabajo, lo que efectivamente contrasta con la importancia que desplegará
en el ámbito de las relaciones laborales.
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20 La novedad y complejidad técnica de la IA, así como su oscuridad en la forma en que funciona y la invisibilidad
en su actuación dificulta sobre manera que los sindicatos por sí mismos puedan tener información y conocimientos
suficiente para regular su impacto: TODOLÍ SIGNES, A.: «Democracia en el trabajo y codeterminación ante el
uso de la IA en la empresa: algo más que negociar el algoritmo», Revista de Derecho de la Seguridad Social, La-
borum, n.º Extraordinario 2, 2024, p. 230.
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2.2. Retos a la acción sindical en la economía de las plataformas

La economía de las plataformas ha exteriorizado de forma evidente los retos que la transi-
ción digital plantea a la actuación de los sindicatos tradicionales, ya que, independientemente
de su tamaño o peso cuantitativo, aparece en el centro del debate sobre la revolución digital,
pues constituye un «laboratorio único», donde se desarrollan formas novedosas de represen-
tación colectiva y estrategias de actuación de los sindicatos tradicionales. Sin embargo, estas
iniciativas se enfrentan a una dura oposición por parte de las plataformas frente a la institucio-
nalización de los representantes de los trabajadores y su colaboración con los sindicatos en la
negociación colectiva. El trabajo a través de plataformas digitales rompe todas las identidades
que antes sirvieron para construir la solidaridad sobre la que, a su vez, se fundó la creación y
actuación de los sindicatos21. Efectivamente, el gran reto para los sindicatos en la economía di-
gital no son los algoritmos o los robots sino la individualización de la persona trabajadora. Los
problemas más importantes para los sindicatos tienen que ver con los nuevos trabajadores que
crea el nuevo modelo económico, no con las tecnologías.

Y la realidad es que los sindicatos están abordando estos retos sin oponerse a la revolución
digital, sino tratando de ejercer un control y gobierno de sus efectos sobre las relaciones labo-
rales.  Los sindicatos han evolucionado hacia un modelo de organización que abarca a los tra-
bajadores de las plataformas digitales.  Como ya se ha señalado, la economía de plataformas
representa en la actualidad el último capítulo de una larga historia de adaptaciones del movi-
miento sindical a los modelos sucesivos de gestión organizativa del trabajo, a través de estra-
tegias de diálogo social, que los trabajadores han venido utilizando para defender sus intereses
y obtener mejoras duraderas: los comités de empresa, la negociación colectiva y los acuerdos
multiempresariales22. Además, atendiendo a su dimensión transnacional sería necesario un sis-
tema de gobernanza internacional de las plataformas digitales de trabajo que establezca y exija
que las plataformas (y sus clientes) respeten ciertos derechos y protecciones mínimos23.

Más allá de las profundas transformaciones que afectan al mundo del trabajo, la comprensión
de las estrategias de representación colectiva de los trabajadores de las plataformas ayuda a
prever medios eficaces para hacer frente al cambio digital, para garantizar la capacidad de ac-
ción colectiva y para alcanzar sociedades más inclusivas e igualitarias. Las experiencias de or-
ganización y acción colectiva en la economía de las plataformas, en todo el mundo, han
mostrado la necesidad de ampliar el ámbito subjetivo y objetivo de la representación y acción
sindical. La transición digital plantea así, desde una perspectiva subjetiva, el reto de ampliación
de la representación y acción colectiva a los trabajadores autónomos y, desde una perspectiva
objetiva, la necesaria participación de los trabajadores a través de sus representantes. Una tran-
sición digital justa exige, en definitiva, que las conocidas exigencias de transparencia y rendición
de cuentas de los cambios tecnológicos no se agoten en la explicación individual a los afectados,
sino que se extiendan a los derechos información, consulta y participación de los representantes,
es decir que abarque formas de transparencia de dimensión colectiva. 
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21 RODRIGUEZ FERNÁNDEZ, M. L., «Sindicalismo y negociación colectiva 4.0», Temas laborales, 144, 2018, p.
38.
22 JOHNSTON, H., «Geografías laborales en la economía de plataformas. Entender las estrategias de represen-
tación colectiva en el contexto del trabajo digital», Revista Internacional del Trabajo, vol. 139, núm. 1, 2020, p. 29.
Los altos niveles de precariedad, la fragmentación del lugar de trabajo, la digitalización y la imposición de un ré-
gimen de empleo por cuenta propia, entre otras tendencias, han impulsado un movimiento de representación co-
lectiva de los trabajadores que trata de influir en las condiciones de contratación.
23 OIT, Trabajar para un futuro más prometedor, Comisión Mundial sobre el Futuro del Trabajo. Ginebra. 2019.
Cabe esperar también que los convenios marco mundiales, surgidos del diálogo social transfronterizo entre las
empresas multinacionales y las federaciones sindicales internacionales con la finalidad de establecer y de hacer
cumplir unas normas mínimas en las cadenas mundiales de suministro, cobren protagonismo entre los esfuerzos
dirigidos a abordar algunos de esos retos.
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En esta línea, la UE ya adoptó un relevante instrumento: las Directrices de la Comisión sobre
la aplicación del Derecho de la competencia a los convenios colectivos relativos a condiciones
laborales de las personas que trabajan por cuenta propia sin asalariados (2022/C374/02) y que
al igual que la Propuesta de la vigente  Directiva (UE) 2024/2831 fueron anunciadas en el Plan
de Acción del Pilar Europeo de Derechos Sociales, para dar respuesta a la extensión del trabajo
autónomo en las plataformas digitales y proteger el modelo social europeo.

Las directrices aclaran que los convenios colectivos celebrados por personas que trabajan
por cuenta propia, sin asalariados, que se encuentran en una situación equiparable a la de quie-
nes trabajan por cuenta ajena, no entran en el ámbito de aplicación del art. 101 del Tratado de
Funcionamiento de la UE, es decir en el ámbito de la prohibición de competencia, por lo que la
Comisión no intervendrá contra estos convenios, en los casos en que exista un claro desequi-
librio de poder de negociación. De esta forma, se supera la doctrina del Tribunal de Justicia de
la Unión Europea que no había aplicado la excepción Albany24 cuando se trataba de convenios
relativos a personas que trabajan por cuenta propia, aunque sean personas autónomas sin asa-
lariados y que se consideran, en principio, empresas, en el sentido del artículo 101 del TFUE,
al ofrecer sus servicios a cambio de una remuneración en un mercado determinado y ejercer
sus actividades como operadores económicos independientes25.

La Comisión amplia, en las citadas Directrices de 2020, el concepto de convenio colectivo a
pactos sobre condiciones de trabajo de autónomos vulnerables, asumiendo que la negociación
colectiva puede constituir un medio importante para mejorar sus condiciones de trabajo. Tén-
gase en cuenta la importancia de estas Directrices, atendiendo a la evolución del mercado la-
boral, en particular, la tendencia a la subcontratación y a la externalización, así como la
digitalización de los procesos de producción y el auge de la economía de las plataformas en
línea. Se trata en definitiva de una tendencia para el derecho colectivo del trabajo que debe ser
atendida. Analizaremos a continuación, desde esta perspectiva, la Directiva (UE) 2024/2831.

2.3.  Derechos de participación sindical en la Directiva (UE) 2024/2831 relativa a la me-
jora de las condiciones laborales en el trabajo en plataformas

La Directiva (UE) 2024/2831 no ha ignorado las exigencias de tutela colectiva de las perso-
nas que prestan servicio en las plataformas; siendo  destacable que extienda su protección a
todas las personas que prestan servicios en plataformas, con independencia de sean asalaria-
das o autónomas (de que su contrato sea o no laboral)  a través de garantizar derecho a sus
representantes, en la introducción y gestión de los sistemas automatizados de toma de decisio-
nes y de supervisión del trabajo en plataformas. Es decir, de un lado, extiende su regulación a
las personas que presten servicios en plataformas sin contrato de trabajo y a sus representantes
y, de otro, reconoce derechos de participación de los representantes en la gestión algorítmica,
tanto en los sistemas automatizados de toma de decisiones como de vigilancia. 

La norma comienza, en su artículo 8.2, con la obligación de las plataformas de entregar la
evaluación de impacto, del art. 35 del RGPD, a los representantes de los trabajadores, subsa-
nando una carencia significativa de la regulación de protección de datos. En segundo lugar, es-
tablece un derecho de información y consulta sobre las decisiones que puedan conducir a la
introducción de los sistemas automatizados de supervisión y toma de decisiones o a cambios
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24 Sentencia de 21 de septiembre de 1999, Albany International BV/Stichting Bedrijfspensioenfonds Textielindustrie,
C-67/96, EU:C:1999:430, apartado 59.
25 Sentencia de 4 de diciembre de 2014, FNV Kunsten Informatie en Media/Staat der Nederlanden, C-413/13,
EU:C:2014:2411, apartado 27; sentencia de 28 de febrero de 2013, Ordem dos Técnicos Oficiais de Contas v Au-
toridade da Concorrência, C-1/12, EU:C:2013:127, apartados 36 y 37; sentencia de 14 de diciembre de 2006,
Confederación Española de Empresarios de Estaciones de Servicio/Compañía Española de Petróleos S.A., C-
217/05, EU:C:2006:784, apartado 45.
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sustanciales en el uso de estos (art. 13). En tercer lugar, fija la Directiva un derecho de partici-
pación de los representantes sobre la evaluación periódica de los efectos de cada una de las
decisiones adoptadas o respaldadas por los sistemas automatizados de supervisión y de toma
de decisiones que utilice la plataforma digital de trabajo, sobre las personas que realizan trabajo
en plataformas, en particular, cuando proceda, en sus condiciones laborales y en la igualdad
de trato en el trabajo (art. 10). 

En cuarto lugar y más concretamente, se establece, también a favor de los representantes
de los trabajadores, un derecho de información sobre el uso de los sistemas automatizados de
supervisión y de toma de decisiones (art. 9). De partida, esa información comprenderá todos
los tipos de decisiones respaldadas o adoptadas por sistemas automatizados de toma de deci-
siones. Además, se concretan las informaciones que han de ser remitidas a los representantes,
tanto en relación con los sistemas automatizados de supervisión como de toma de decisiones. 

Respecto de los primeros, la plataforma deberá informar que los sistemas están en uso o
en proceso de introducción; las categorías de datos y acciones controlados, supervisados o
evaluados por tales sistemas (incluida la evaluación por el destinatario del servicio); el objetivo
del sistema de supervisión y el modo en que el sistema debe lograr dicho objetivo; así como los
destinatarios o categorías de destinatarios de los datos personales tratados por dichos sistemas
y toda transmisión o transferencia de dichos datos personales, también dentro de un grupo de
empresas. Por lo que respecta a los sistemas automatizados de toma de decisiones, la plata-
forma deberá informar a los representantes igualmente que tales sistemas están en uso o en
proceso de introducción; las categorías de decisiones adoptadas o respaldadas por tales siste-
mas; las categorías de datos y los principales parámetros que tales sistemas tienen en cuenta,
y la importancia relativa de esos parámetros principales en la toma de decisiones automatizada
(incluida la forma en que los datos personales o el comportamiento de la persona que realiza
trabajo en plataformas influyen en las decisiones); así como también finalmente, los motivos de
las decisiones de restringir, suspender o cancelar la cuenta de la persona que realiza trabajo
en plataformas, de denegarle el pago por el trabajo realizado, y de las decisiones sobre su si-
tuación contractual o cualquier decisión con efectos equivalentes o perjudiciales.

Además, la Directiva determina que las plataformas digitales de trabajo facilitarán toda esta
información en forma escrita (que podrá estar en formato electrónico) y se presentará de forma
transparente, inteligible y fácilmente accesible, sirviéndose de un lenguaje claro y sencillo. Los
representantes de los trabajadores recibirán dicha información antes de utilizar dichos sistemas
o previamente a la introducción de cambios que afecten a las condiciones laborales, a la orga-
nización del trabajo o a la supervisión de la ejecución del trabajo, o en cualquier momento ape-
tición suya. suya (art. 9.4 y art. 15).

A la vista de esta regulación resulta destacable, en primer lugar, que el derecho de informa-
ción a los representantes se extienda, además de sobre las categorías de datos y los parámetros
que tienen en cuenta estos sistemas, sobre la importancia relativa de  todos ellos en la toma de
decisiones. Asimismo, se establece una exigencia de motivación de todas las decisiones em-
presariales con efectos laborales perjudiciales, adoptadas o respaldadas por un SIA, por lo que
la exigencia de causalización del poder empresarial aumenta en la empresa automatizada. Es
preciso destacar, por último, que estas garantías se establecen en relación no solo con las de-
cisiones adoptadas sino también las meramente respaldadas por los sistemas automatizados
de supervisión y de toma de decisiones, por lo tanto, también cuando la intervención de la IA,
o del algoritmo, sea una más de las que fundamentan la decisión, es decir, aunque no sea de-
terminante de la misma, tal y como se exige para aplicar el derecho de la explicación del art. 22
RGPD. De esta forma, se hace frente al escollo de centrarnos en decisiones exclusivamente
automatizadas (art. 22 del RGPD), que también ha surgido en la jurisprudencia, al incluir deci-
siones que son apoyadas simplemente por sistemas automatizados de toma de decisiones.

En definitiva, podemos concluir que la norma europea apoya los esfuerzos de los interlocu-
tores sociales para ampliar su acción a formas de trabajo no representadas y extender los de-
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rechos de negociación a algunos trabajadores por cuenta propia que se encuentran en una
"zona gris, y necesitan formas de tutela colectiva. Además, debemos proponer que la trasposi-
ción de la Directiva (UE) 2024/2831 sea la oportunidad para extender esta regulación más allá
de las plataformas digitales pues, como se sabe, muchos trabajadores de los sectores conven-
cionales están gestionados actualmente por sistemas digitales que asumen parcial o totalmente
funciones de gestión. Como ya se ha señalado, sería contradictorio diseñar un modelo de pro-
tección sectorial para una tendencia que está extendiéndose rápidamente en todo el mercado
de trabajo, dejando a trabajadores vulnerables particularmente expuestos a sus peligros26.

3. DERECHO COLECTIVO DEL TRABAJO, GLOBALIZACIÓN ECONÓMICA Y CAMBIO
CLIMÁTICO

Frente a la globalización económica, que ha favorecido la deslocalización y fragmentación
de los procesos productivos, el reto para los sindicatos será alcanzar una acción coordinada a
diferentes niveles, incluido el transnacional, para poder garantizar el trabajo decente en las ca-
denas globales de suministros. La globalización económica evidenció la insuficiencia del marco
estatal del derecho colectivo del trabajo. Las empresas multinacionales (EMN) solo emplean
de forma directa un 6 % de su fuerza de trabajo, las cadenas globales de suministro son el «sis-
tema nervioso central» de la economía mundial; lo que afecta negativamente a la calidad del
empleo e incrementa la desigualdad social entre países y en cada uno de ellos.

En este contexto, distintas leyes nacionales sobre diligencia debida en las cadenas globales
de suministro establecieron soluciones efectivas para la tutela del trabajo decente y la protección
del medioambiente27, y fueron exponentes de una nueva globalización que cuestiona los dogmas
neoliberales. En este proceso, el cambio desde la voluntariedad hasta la obligatoriedad en los
mecanismos de tutela lo representa la citada Directiva (UE) 2024/1760, que simboliza el cambio
desde prácticas voluntarias de responsabilidad social de las grandes empresas a obligaciones
jurídicas, cuyo incumplimiento va a ser determinante de responsabilidades por parte de estas.
En este sentido, no puede dejar de destacarse la dificultad que representa la definición de obli-
gaciones jurídicamente exigibles, atendiendo al marcado carácter abierto de un concepto como
el de diligencia debida y que el carácter vinculante de la nueva regulación ha impuesto la intro-
ducción de fórmulas de exigencia administrativa y judicial del cumplimiento de estas obligacio-
nes, así como de medios de reparación de los daños causados en los derechos garantizados.
Finalmente, también debe tenerse en cuenta que la nueva norma europea sobre diligencia de-
bida, pese a su restringido ámbito de aplicación28, vinculará no solo a las empresas europeas,
entendidas como aquellas «que se hayan constituido de conformidad con la legislación de uno
de los Estados miembros», sino también a las empresas no europeas, definidas por el artículo
2.2 como las «que se hayan constituido de conformidad con la legislación de un tercer país»29.

Pues bien, la Directiva (UE) 2024/1760 se basa en la idea de la «sostenibilidad», al ser in-
eludible que el desarrollo económico vaya de la mano de las normas sociales y medioambien-
tales exigibles. En este sentido, no se debe olvidar que ya el art. 5 de la Resolución del
Parlamento Europeo de 10/03/202130 hablaba de que los estados garantizarán el derecho de
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26 ALOISI, A., RAINONE, S., COUNTOURIS, N. cit., p. 34  
27 Así podemos citar el precedente en California (2010) de la Transparency in Supply Chains Act., en la UE, por
ejemplo, en Reino Unido (2015) la Modern Slavery Act; en Francia (2017) la Loi 2017-399 relative au devoir de
vigilance des sociétés mère et des enterprises donneuses d’ordre; o en Alemania (2021) Gesetz über die unter-
nehmerischen Sorgfaltspflichten in Lieferketten (Lieferkettensorgfaltspflichtengesetz – LkSG).
28 Empresa con volumen de negocios de 450 millones y una plantilla de 1000 personas trabajadoras.
29 Siempre que cuenten con un volumen neto de negocios superior a los 450 millones de euros exclusivamente
«en la Unión», al margen del número de trabajadores que empleen.
30 Resolución del Parlamento Europeo, de 10 de marzo de 2021, con recomendaciones destinadas a la Comisión
sobre diligencia debida de las empresas y responsabilidad corporativa (2020/2129(INL)).
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los sindicatos (al nivel adecuado, incluido el sectorial, nacional, europeo y mundial) y de los re-
presentantes de los trabajadores a participar en la formulación y la ejecución de la estrategia
de diligencia de buena fe. Las empresas, que deben priorizar el diálogo con las partes intere-
sadas más afectadas, conducirán el diálogo y procurarán la participación de los sindicatos y los
representantes de los trabajadores de una manera acorde a su dimensión y a la naturaleza y el
contexto de sus actividades.

En este camino hacia una transnacionalización de la organización y acción sindical exigida
por la globalización económica hemos de hacer referencia a los acuerdos marco internaciona-
les.

3.1. Los Acuerdos Marco Internacionales 

Sin perjuicio de la transcendencia de la citad Directiva (UE) 2024/1760, es preciso también
destacar el papel jugado por el dialogo social, por los acuerdos marco internacionales, al cons-
tituir un cauce para implicar a las EMN y las Federaciones Sindicales Internacionales en la im-
plementación de estas medidas adoptadas por las normas estatales y europeas. Los AMI
constituyen un punto de llegada desde los primigenios códigos de conducta, adoptados por las
EMN en el contexto de sus políticas de responsabilidad social corporativa, en cuya elaboración,
implementación y control aplicativo ganó protagonismo la participación de los trabajadores. Fruto
de esas experiencias, los AMI negociados entre EMN y federaciones sindicales internacionales
o comités de empresa mundiales son una realidad, como ejemplos de negociación colectiva
transnacional, que superan la cifra de los 200 acuerdos alcanzados. 

En todo caso, no podemos obviar su carácter eurocéntrico, la mayor parte de las firmantes
son EMN europeas y son también estos acuerdos el resultado de la proyección mundial de los
instrumentos de información y consulta, de los comités de empresa europeos, convertidos en
comités de empresa mundiales. Por ello, debemos recordar que está pendiente la reforma de
la Directiva 2009/38/CE, de 6 de mayo de 2009, sobre la constitución de un comité de empresa
europeo o de un procedimiento de información y consulta a los trabajadores en las empresas y
grupos de empresas de dimensión comunitaria. El  proceso de revisión en marcha parte de
constatar los limitados efectos de los cambios operados por la Directiva 2009/38/CE sobre el
texto de la anterior Directiva 94/45/CE, pues aunque las reformas introducidas  ayudaron a in-
crementar la eficacia de la norma, los remedios previstos, basados en la voluntariedad, carecían
de los elementos sancionadores que permitieran mínimamente alcanzar los objetivos de mejora
se la información y consulta de las representaciones transnacionales de las personas trabaja-
doras. El refuerzo de esta obligatoriedad, sin duda, sería un avance hacia una necesaria trans-
nacionalización de la representación colectiva de las personas trabajadoras.

Por ello, es preciso subrayar la contribución de los citados AMI al fortalecimiento de las es-
tructuras sindicales a nivel transnacional, a través del reconocimiento de competencias de par-
ticipación (en el diseño, implementación, control y vigilancia) a estructuras de representación
sindical multinivel (local, central, transnacional) que garantizan el cumplimiento de los compro-
misos adquiridos en el contenido de estos acuerdos. Un buen ejemplo lo constituyen los acuer-
dos de empresas multinacionales como Inditex (2019) o ENGIE (2022). Como se sabe, el reto
del sindicalismo hoy es la creación de estructuras organizativas que sean interlocutores de las
EMN. A estos efectos, las redes sindicales son una vía de introducción del sindicalismo interna-
cional en la empresa.

En definitiva, desde experiencias de responsabilidad corporativa (unilaterales, voluntarios y
pobre de contenidos) los AMI (bilaterales, vinculantes, con mecanismos de control sindical para
su aplicación) representan un salto importante, atendiendo además al enriquecimiento de con-
tenidos (tutela de derechos y protección del medio ambiente) que ha sido progresivo, en paralelo
a la generalización de extensión de su ámbito de aplicación a las cadenas de suministro de las
EMN, o a las empresas con las que la multinacional mantiene relaciones comerciales, concepto
más amplio que el de cadena de suministros. 
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3.2. Derechos de participación sindical en la Directiva (UE) 2024/1760, de 13 de junio
de 2024, sobre diligencia debida de las empresas en materia de sostenibilidad

La cuestión que nos suscita la Directiva (UE) 2024/1760 es ¿cuál ha sido el papel asignado
por la misma al diálogo social en el cumplimiento de la obligación de diligencia?

De partida, la participación, en el proceso de diligencia debida, de personas trabajadoras y
de sus representantes puede considerarse necesaria pues éstas se encuentran en una posición
privilegiada a la hora de la identificación de los riesgos, el conocimiento de las infracciones co-
metidas y la proposición de medidas. Por ello, debemos destacar que el art. 3.1. n, dentro del
elenco de «partes interesadas», incluya a las personas trabajadoras y representantes sindicales
en los diversos niveles de la cadena de actividades de la empresa, lo que favorecerá las rela-
ciones entre los sindicatos de diversos estados y el papel de las federaciones sindicales inter-
nacionales. Interesados son, efectivamente, tanto «los empleados de la empresa, los empleados
de sus filiales, los sindicatos y representantes de los trabajadores», como «los empleados, sin-
dicatos y representantes de los trabajadores de los socios comerciales de la empresa».

En segundo lugar, podemos señalar que la Directiva (UE) 2024/1760 contempla competen-
cias de participación de los representantes de los trabajadores en la elaboración por la empresa
de la política de diligencia debida basada en el riesgo (art. 7.2). Una colaboración constructiva
con «las partes interesadas» que se extiende al conjunto de acciones que integran el corres-
pondiente sistema de gestión de riesgos, el denominado proceso de diligencia debida (detección
y evaluación de efectos adversos, acciones preventivas, correctivas y reparadoras) (art. 13.3)31.
En tercer lugar, también hemos de tener en cuenta las previsiones normativas de la Directiva
sobre la legitimación, en los procedimientos de reclamación, de los sindicatos y otros represen-
tantes de los trabajadores que representen a las personas físicas que trabajen en la cadena de
actividades de que se trate (art. 14. 2 b)) y sobre la legitimación de los sindicatos para interponer
demandas de responsabilidad civil en nombre de las partes presuntamente perjudicadas por
vulneraciones de los derechos protegidos (art. 29.3.d).

La nueva norma europea sobre diligencia debida va a favorecer el desarrollo de la transna-
cionalización de la organización y acción sindical, la formación de representaciones a escala
europea y mundial y de la negociación colectiva transnacional. Si bien, como ya se ha expre-
sado, sería necesario además un Convenio OIT sobre derechos fundamentales laborales en
las citadas cadenas de actividades (Informe Reunión 105.º CIT de 2016).

Finalmente, es necesario resaltar que los AMI son un instrumento especialmente idóneo
para implementar las obligaciones de diligencia debida, pues junto a las ventajas de su natura-
leza negociada pueden propiciar medidas de control aplicativo del cumplimiento de esta obliga-
ción de diligencia debida, en el conjunto de la CGS, a través de la participación de los
trabajadores canalizada por estructuras sindicales de diverso nivel, articuladas en redes sindi-
cales32. 
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31 Sin embargo, se ha señalado, en relación con la regulación del art. 13 que «mediante esta extensa pero a fin
de cuentas taxativa formulación se descarta la posibilidad de proyectar los derechos de consulta sobre todas las
etapas y los componentes de los procesos de diligencia debida, como sería necesario..»: SANGUINETI RAY-
MOND, W., «La nueva Directiva sobre la diligencia debida de las empresas, declinada con ojos de laboralista»,
Revista General de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, n.º 69, 2024, p. 469
32 CORREA CARRASCO, M., «El trabajo decente en el ámbito de las cadenas globales de suministro», Docu-
mentación Laboral, n.º 128, 2023, pp. 28 y ss.
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4. LA NECESARIA TUTELA COLECTIVA Y SINDICAL DEL TRABAJO DECENTE EN LA
ERA POSTPANDEMIA

Como ha quedado reflejado en las anteriores páginas, la tutela del trabajo decente y de los
derechos sociales y medioambientales en el contexto de las actuales transiciones exige la am-
pliación del ámbito subjetivo y objetivo de la acción de las organizaciones sindicales, así como
su articulación a diversos niveles, incluido el transnacional, para asegurar la participación de
los trabajadores.

En la última década, los desafíos para el diálogo social y la negociación colectiva en los pa-
íses de la OCDE se conectan con la disminución de la densidad sindical y de los trabajadores
cubiertos con convenio colectivo, consecuencia también del desarrollo de formas de trabajo atí-
pico, incluido el trabajo en plataformas. La infrarrepresentación de los trabajadores de las pla-
taformas en los sindicatos es especialmente relevante para el debate sobre la adopción de la
IA, porque, como se sabe, han sido las plataformas las primeras en adoptar la IA. A pesar de
estos desafíos, el diálogo social carece de alternativas y, tanto los interlocutores sociales como
los gobiernos se están adaptando a los retos que plantea el cambiante mundo del trabajo: los
primeros mediante  estrategias para aumentar su representatividad en sectores y ocupaciones
expuestos a modelos de negocio nuevos y digitales, y los segundos  apoyándolos y extendiendo
derechos de negociación a algunos  autónomos que se encuentran en una «zona gris» entre
diferentes clasificaciones laborales o que trabajan en relaciones de poder desequilibradas33.

Efectivamente, no faltan los informes internacionales que indican que los sindicatos siguen
siendo las organizaciones de afiliación voluntaria más grandes, pues representan a más de 251
millones de trabajadores de los sectores privado y público en todo el mundo y que en los últimos
diez años, la afiliación sindical se ha incrementado en un 3,6 por ciento, gracias a la incorpora-
ción de trabajadores independientes y por cuenta propia. Además, otras fuentes señalan como
tendencia la evolución de los sindicatos hacia un modelo de organización que se extiende a los
trabajadores más vulnerables y peor remunerados de los mercados laborales, los trabajadores
informales, los trabajadores migrantes, las trabajadoras domésticas, los trabajadores con mo-
dalidades de trabajo diversas y los trabajadores de plataformas digitales34. Igualmente, desde
la OIT se ha defendido, repetidamente, la naturaleza universal de los principios y derechos con-
sagrados tanto en el Convenio núm. 87 como en el Convenio núm. 98. En la Declaración del
Centenario de la OIT para el Futuro del Trabajo (2019) ya se afirmaría que, a la luz de los cam-
bios radicales del mundo del trabajo, es necesario reforzar las instituciones del trabajo; la libertad
sindical y el derecho de negociación colectiva para la gobernanza efectiva e inclusiva del trabajo
a través de las diversas formas de diálogo social. Sin embargo, esto solo es posible en la medida
que lo permita el marco normativo general, por lo que, ante la proliferación en los últimos años
de modalidades de trabajo diversas, es preciso revisar los marcos normativos nacionales. Ello
contribuiría a asegurar que todos los trabajadores tengan la garantía del reconocimiento efectivo
de su derecho de negociación colectiva, como principio y derecho fundamental en el trabajo y
también como derecho humano.

Se comprueba pues que existe cierto consenso en torno a la propuesta de sistemas que im-
pliquen a los representantes sindicales en la implantación y el uso de la tecnología en el lugar
de trabajo y para garantizar que los trabajadores tengan las competencias digitales necesarias
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33 KRÄMER, C. y CAZES, S., cit., p. 19. En los países de la OCDE, la densidad sindical ha disminuido en general
del 33 % en promedio en 1975 al 16 % en 2019 y la proporción de trabajadores cubiertos por un convenio colectivo
se redujo del 46 % en 1985 al 32 % en promedio en 2019. los trabajadores con estas formas de trabajo atípicas
tienen un 50 % menos de probabilidades de sindicalizarse que los trabajadores convencionales
34 Como recicladores de residuos, traductores, periodistas, actores, músicos, intérpretes y otras profesiones: In-
forme sobre el Diálogo Social, La negociación colectiva en aras de una recuperación inclusiva, sostenible y resi-
liente, Ginebra, Oficina Internacional del Trabajo, 2022, pp. 21 y 141.
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para trabajar con IA generativa, invirtiendo en educación y desarrollo de competencias35. Igual-
mente, en relación con la transición ambiental, en las directrices para una transición justa hacia
economías y sociedades ambientalmente sostenibles para todos se recomienda que los inter-
locutores sociales propicien la incorporación de disposiciones ambientales específicas a través
de la negociación colectiva y de los convenios colectivos a todos los niveles36.

En definitiva, el dialogo social, que fue esencial para hacer frente a los desafíos de la pan-
demia COVID-19, debe ser también el protagonista en la era postpandemia del cambio digital
y climático. A estos efectos, el apoyo de los estados, de la UE y de las organizaciones interna-
cionales será necesario porque, como venimos insistiendo, «el marco normativo importa». Por
ejemplo, a la transnacionalización de la negociación colectiva ha contribuido la institucionaliza-
ción de cauces de interlocución transnacional, siendo destacable el papel de los Comités de
empresa europeos, obligatorios en virtud de la citada Directiva 2009/38/CE.

Los sindicatos y los representantes de los trabajadores deben ejercer su derecho institucional
a participar en las decisiones relativas al establecimiento de la tecnología en el trabajo y a ne-
gociar las medidas, las decisiones y los parámetros que las herramientas de gestión algorítmica
controlan o tienen en cuenta. Existen numerosas experiencias pioneras que demuestran que
un diálogo social constructivo sobre la tecnología redunda en beneficio tanto de los trabajadores
como de las empresas37. Como ya hemos señalado, los sindicatos están abordando el reto de
la transición digital sin oponerse, sino tratando de ejercer un control y gobierno de sus efectos
sobre las relaciones laborales, no solo en relación con la economía de las plataformas sino tam-
bién en el cambio tecnológico empresarial. Un ejemplo muy conocido fue el proyecto «Arbeit
2020», dirigido por sindicatos industriales alemanes, con el objeto de apoyar a los comités de
empresa para su participación de forma activa, en la configuración del cambio tecnológico aso-
ciado a la Industria 4.0. Para ello, en varias plantas industriales se firmarían convenios para el
futuro, acuerdos procedimentales que establecían las vías para abordar conjuntamente los retos
de la digitalización. Los acuerdos alcanzados establecían comités de trabajo conjuntos con re-
presentantes de la dirección y de los comités de empresa que han garantizado la gestión co-
lectiva del cambio tecnológico. En definitiva, estos acuerdos marcan el inicio y no el final del
proceso mediante el cual los representantes de los trabajadores participan en la forma de des-
arrollar la digitalización en sus lugares de trabajo.

La experiencia alemana nos muestra como claves para la estrategia sindical una actuación
activa en el desarrollo por la empresa de estrategias de introducción de la IA, que esté centrada
en este proceso a largo plazo, lo que exigirá recursos y formación y la ayuda de expertos exter-
nos. Su extensión a otros países difícilmente será posible sin una normativa legal de apoyo,
como existe en Alemania38. 

La transformación digital no es ni será neutral, sus consecuencias o efectos sobre el sistema
económico y laboral no son ni serán ajenas al papel que desarrollen los estados o la UE en
aras de la promoción del dialogo social y de los sindicatos como instrumentos para la gestión
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35 GMYREK, P., BERG, J., BESCOND, D., La Inteligencia Artificial generativa y el empleo: Políticas para gestionar
la transición, OIT, Informe de investigación basado en el documento de trabajo, n.º 96, 2023.
36 Informe sobre el Diálogo Social 2022, La negociación colectiva en aras de una recuperación inclusiva, sostenible
y resiliente, Ginebra, Oficina Internacional del Trabajo, 2022, p. 96. Los informes realizados muestran que poco
menos de una cuarta parte (el 23 por ciento) de los convenios analizados abordaban las transiciones ambienta-
les.
37 Dos ejemplos de alta participación en este sentido son las leyes de cogestión en Suecia y un convenio colectivo
nacional en Bélgica, que exigen a los empleadores que informen y consulten a las representaciones de los traba-
jadores antes de adoptar nuevas tecnologías con consecuencias en el empleo y las condiciones de trabajo
38 KRZYWDZINKI M., GERST, D., BUTOLLO, F., «Promoting humancentred AI in the workplace. Trade unions
and their strategies for regulating the use of AI in Germany», European Review of Labour and Research, 2022
OnlineFirst Articles, https://doi.org/10.1177/10242589221142273
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democrática del cambio tecnológico o de la llamada transición digital. Aunque el Pilar Europeo
de Derechos Sociales de 2017 ha tenido una escueta dedicación a los derechos sindicales y
colectivos, desarrollos normativos posteriores, como la Directiva sobre salarios mínimos39, o las
citadas Directrices de la Comisión relativa a los convenios colectivos de los trabajadores autó-
nomos vulnerables, pueden contribuir a reforzar la negociación colectiva a nivel nacional, pero
también a expandir su ámbito de actuación e incorporar nuevos actores. 

Las Directrices de la Comisión sobre negociación colectiva de autónomos sin empleados
están en línea con la Recomendación de promover mayor cobertura de la negociación colectiva
con especial referencia a nuevas formas de trabajo y empleo atípico. La Recomendación del
Consejo de 12/06/2023 sobre refuerzo del dialogo social en la UE pretende que se adapte a la
era digital y se promueva la negociación colectiva en el nuevo mundo laboral. La CES ha de-
clarado la necesidad de un marco normativo para desarrollar un sistema de negociación colec-
tiva europeo, coherente con la existencia de un mercado único y articulado sobre la fuerza
vinculante, estándares de validación de tales acuerdos, sanciones por incumplimiento y com-
petencia especializad del Tribunal de Justicia de la Unión.

En definitiva, considero que las normas europeas analizadas pueden servir de impulso para
generalizar a nivel mundial, las necesarias prácticas de dialogo social y negociación colectiva
en la gestión de las transiciones digital y climática, unas prácticas que promocionen la partici-
pación de los trabajadores, en estos procesos, a través de sus representantes, pues las perso-
nas trabajadoras continuarán haciendo valer sus derechos con una voz colectiva, participando
en acciones conjuntas y explorando estrategias para mejorar sus condiciones laborales porque
la tutela de sus derechos siempre fue, es y será colectiva y sindical.
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Documentación laboral
Revista de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social
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y con la indicación de las posibles modificaciones necesarias, o de su rechazo. Para ello
es imprescindible que, junto con el estudio, se adjunten los datos de identificación del autor,
incluyendo la mención de la institución a la que pertenece y su rango académico o profe-
sional, así como su dirección de correo electrónico.

Los trabajos deberán ser originales, inéditos y no deben haber sido presentados para la
aprobación en otra revista, libro o cualquier otra forma de edición pública. El autor asume
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recho de reproducción, distribución y comunicación pública de la obra. Los trabajos deberán
enviarse a aedtss@aedtss.com.
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Para los estudios se aconseja una extensión no superior a 60.000 caracteres. Las colabo-
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culas), título del capítulo (entre comillas), el título de la obra (en cursiva), volumen o tomo,
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neral que permitan su localización (Tribunal, sala, fecha y número de recurso o procedi-
miento). Las referencias bibliográficas dentro de una misma nota se ordenarán
alfabéticamente por el apellido del autor. Todas las referencias bibliográficas se incluirán
bajo el epígrafe «Bibliografía citada» al final de cada artículo.
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